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1) TEXTO DE LA CITACION 


“Montevideo, 4 de noviembre de 2005. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
extraordinaria el próximo martes 8 de noviembre, ala hora 16, 
a fin de informarse de los asuntos entrados y considerar el 
siguiente 


ORDEN DEL DIA 


Discusión general y particular de los siguientes proyec- 
tos de ley: 


1%) por el que se faculta a Obras Sanitarias del Estado 
(OSE) a celebrar contratos de función pública con 
carácter permanente, con quienes por un plazo míni- 
mo de tres años ininterrumpidos se desempeñaron en 
el emprendimiento CREDIMAT. 

Carp. N* 363/05 - Rep. N* 157/05 


2%) por el que se crea una Comisión Permanente en la 
órbita del Ministerio de Educación y Cultura con el 
cometido de entender en el otorgamiento de las pen- 
siones graciables. 

Carp. N* 279/05 - Rep. N* 150/05 - Anexo I 


3%) por el que se concede una pensión graciable al señor 
Marcos Oscar Velásquez Vidal. 
Carp. N* 342/05 - Rep. N* 156/05 


4%) por el que se concede una pensión graciable a la 
señora Adelina Pérez. 
Carp. N* 357/05 - Rep. N* 155/05 


5%) Informes de la Comisión de Asuntos Administrati- 
vos relacionados con: 


- la solicitud de venia del Poder Ejecutivo para 
destituir de sus cargos a: 


- una funcionaria del Ministerio de Salud Pública. 
(Plazo Constitucional vence el 8 de diciembre de 
2005). 

Carp. N* 334/05 - Rep. N* 154/05 


- un funcionario del Ministerio de Salud Pública. 


(Plazo Constitucional vence el 16 de noviembre de 
2005). 
Carp. N* 303/05 - Rep. N* 153/05 


- la destitución de un funcionario de la Comisión 
Administrativa del Poder Legislativo. 
Carp. N” 239/05 - Rep. N* 97/05 


Claudia Palacio 
Prosecretaria 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Abdala, Alfie, Amaro, 
Antía, Baráibar, Camy, Cid, Couriel, Da Rosa, Dalmás, 
Fernández Huidobro, Gallinal, Heber, Korzeniak, Lapaz, 
Lara Gilene, Larrañaga, Long, Lorier, Michelini, Nicolini, 
Penadés, Percovich, Ríos, Rubio, Saravia, Singlet, 
Topolansky, Vaillant y Xavier. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores Abreu, 
Moreira y Sanguinetti. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 15 y 50 minutos.) 


- Dese cuenta de los asuntos entrados. 


(Se da de los siguientes:) 


“El Poder Ejecutivo remite los siguientes Mensajes: 


- solicitando venia para destituir de sus cargos a: 
- un funcionario del Ministerio de Salud Pública. 


- varios funcionarios del Ministerio de Economía y 
Finanzas. 


- ¡unfuncionario del Ministerio de Industria, Ener- 
gía y Minería. 
- ALA COMISIÓN DE ASUNTOS ADMINISTRATIVOS. 
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- Comunicando: 
- la promulgación de los siguientes proyectos de ley: 


- porel que se aprueba el Protocolo Facultativo de 
la Convención contra la Tortura y otros Tratos o 
Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, apro- 
bado por Resolución No. 57/199, de 9 de enero de 
2003, de la Asamblea General de las Naciones 
Unidas. 


- porelquese autoriza la salida del país de la Plana 
Mayor y tripulantes de la Fragata ROU 03 "MON- 
TEVIDEO”, y la Aeronave B-200T, con la finalidad 
de participar en el Ejercicio Multinacional 
UNITAS XLVII, a llevarse a cabo conjuntamente 
con unidades de las Armadas de la República 
Federativa del Brasil, República Argentina y Es- 
tados Unidos de América entre el 11 de octubre y 
el 8 de noviembre de 2005. 


por el que se designa “Ramón Joaquín Vinci 
Bosco”, el Hogar de Ancianos de la ciudad capital 
del departamento de Salto, dependiente del Mi- 
nisterio de Salud Pública. 
- AGREGUENSE A SUS ANTECEDENTES Y ARCHI- 
VENSE. 


y remite para conocimiento, el Convenio Internacio- 

nal del Trabajo No. 185 sobre los documentos de 

identidad de la gente de mar, aprobado por la Orga- 

nización Internacional del Trabajo en su 91* Reunión. 

- ALA COMISION DEASUNTOS LABORALES Y SEGU- 
RIDAD SOCIAL. 


El Ministerio de Educación y Cultura remite: 


- respuesta a la solicitud de la Comisión homónima del 
Senado, respecto a la nominación de la Escuela N* 29 
de Tiempo Completo y Contexto Cultural Crítico, del 
departamento de Rocha. 

- ALA COMISION DE EDUCACION Y CULTURA. 


- Fotocopia autenticada de la Resolución dictada por 
el señor Presidente de la República, por la que se 
declara de interés nacional la realización del evento 
“Uruguay 2020-5 experiencias para analizar”, organi- 
zado por la Sociedad Uruguaya para el Progreso de la 
Ciencia y la Tecnología, a efectuarse entre el 14 y el 
16 de noviembre de 2005. 

- LE FUE ENTREGADA AL SEÑOR SENADOR LONG. 


El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social remite res- 
puesta al pedido de informes solicitado por el señor Sena- 
dor Francisco Gallinal, con relación a la contratación de 
personal por parte de la Empresa DUCSA. 

- OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADA AL SEÑOR 
SENADOR FRANCISCO GALLINAL. 


CAMARA DE SENADORES 


8 de noviembre de 2005 


La Suprema Corte de Justicia remite Oficio N* 1191/2005, 
librado en autos caratulados “JUZGADO LETRADO DE 
PRIMERA INSTANCIA DE MALDONADO DE 4” TURNO 
EN AUTOS: “GONZALEZ, MARIA JOSÉ-DENUNCIA. FI- 
CHA P/326/002.IUE: 288-10324/000”-REMITE-EXHORTO”. 

- TENGASE PRESENTE. 


La Cámara de Representantes remite aprobados los si- 
guientes proyectos de ley: 


- Porelquese autoriza, con carácter de excepción, que 
los Gobiernos Departamentales ingresen a predios 
de propiedad de particulares para realizar trabajos de 
remoción de troncos y maleza que se hubiesen acu- 
mulado a consecuencia de la tormenta ocurrida el día 
23 de agosto de 2005. 

- ALA COMISIÓN DE CONSTITUCION Y LEGISLA- 

CION. 


- Porelquese designa “Vivián Trías” el Liceo N* 4 de 
la ciudad de Las Piedras, departamento de Canelo- 
nes, dependiente del Consejo de Educación Secun- 
daria (Administración Nacional de Educación Públi- 
ca). 

- ALA COMISIÓN DE EDUCACION Y CULTURA. 


- Por el que se autoriza la salida del país de la Plana 
Mayor y Tripulación del Buque ROU 26 “Vanguar- 
dia”, a efectos de realizar la Operación “Antarkos 
XXIT”, entre el 17 de noviembre y el 20 de diciembre 
de 2005, efectuando escalas en los puertos de Ushuaia 
(República Argentina) y Punta Arenas (República de 
Chile). 

- ALA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL. 


- y solicita se dé trámite a las siguientes exposiciones 
escritas: 


- delseñor Representante Nacional Jaime Trobo, a 
las Comisiones de Presupuesto, Hacienda y Cons- 
titución y Legislación, referida a la situación de 
las cárceles de nuestro país y la construcción de 
nuevas plazas carcelarias. 

- ALAS COMISIONES DE PRESUPUESTO, DE HA- 
CIENDA Y DE CONSTITUCION Y LEGISLACION. 


- del señor Representante Nacional Pablo Abdala, 
con destino a la Comisión de Presupuesto inte- 
grada con Hacienda, relacionada con la conve- 
niencia de que se disminuyan los aportes patro- 
nales que debe realizar la Intendencia Municipal 
de Montevideo. 

- ALA COMISION DE PRESUPUESTO INTEGRADA 
CON HACIENDA. 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social 
eleva informados los siguientes proyectos de ley: 
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- por los que se conceden pensiones graciables al 
señor Marcos Oscar Velásquez Vidal y a la señora 
Adelina Pérez. 


- porel que se faculta a Obras Sanitarias del Estado 
(OSE) a celebrar contratos de función pública con 
carácter permanente, con quienes por un plazo míni- 
mo de tres años ininterrumpidos se desempeñaron en 
el emprendimiento CREDIMAT. 


- porel que se crea una Comisión Permanente en la 
órbita del Ministerio de Educación y Cultura con el 
cometido de entender en el otorgamiento de las pen- 
siones graciables. 

- HAN SIDO REPARTIDOS. ESTAN INCORPORADOS 

EN EL ORDEN DEL DIA DE LA SESION DE HOY. 


- Por el que se otorga una pensión graciable al señor 
Elgar Alfredo Baeza. 
- REPARTASE. INCORPORESE EN ELORDEN DEL DIA 
DELA PROXIMA SESION QUE REALICE EL CUERPO. 


La Comisión de Asuntos Administrativos eleva informa- 
das las solicitudes de venia del Poder Ejecutivo para des- 
tituir de sus cargos a dos funcionarios del Ministerio de 
Salud Pública. 

- HANSIDO REPARTIDAS. ESTAN INCLUIDAS EN EL 
ORDEN DEL DIA DE LA SESION DEL DIA DE HOY. 


La Comisión de Defensa Nacional eleva informada la so- 
licitud de venia del Poder Ejecutivo para conferir los ascen- 
sos al grado de Capitán de Navío de la Armada Nacional . 

- REPARTASE. INCLUYASE EN EL ORDEN DEL DIA DE 
LA PROXIMA SESION QUE REALICE EL CUERPO. 


La Comisión Administrativa del Poder Legislativo remite 
expediente relacionado con la destitución de un funciona- 
rio del Escalafón E) Personal de Oficios. 

- ALA COMISIÓN DE ASUNTOS ADMINISTRATIVOS. 


La Junta Departamental de Artigas remite copia de la 
versión taquigráfica de lo expresado por el Edil Gustavo 
Meneses referente a la situación de las familias que viven 
en los galpones de AFE. 


La Junta Departamental de San José remite: 


- Copia de la versión taquigráfica de las palabras pro- 
nunciadas por el señor Edil Juan Carlos Hornes rela- 
tivas a un nuevo aniversario de la creación del Par- 
tido Comunista. 


- moción presentada por el señor Edil Jesús Pérez en 
sesión de fecha 3 de octubre, relacionada con la 
solicitud de derogación del inciso A, artículo 1”. de 
la Ley 13.297, que refiere a la instalación de un puesto 
de Peaje entre el kilómetro 94 y 100 de la Ruta N? 3. 
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La Junta Departamental de Paysandú remite copia de la 
versión taquigráfica de las palabras pronunciadas por el 
señor Edil Gonzalo Piana Effinger manifestando su inquie- 
tud por imágenes y vocabulario no convenientes en los 
medios televisivos del Uruguay, solicitando se legisle al 
respecto. 


La Junta Departamental de Rivera remite: 


- informe producido por la Comisión de Turismo, Cul- 
tura y Deportes, en relación a planteamientos que 
recibiera de parte de la Intergremial Universitaria, 
sobre el Presupuesto de la Enseñanza y de la Univer- 
sidad de la República. 


- Copia de la versión taquigráfica de las palabras pro- 
nunciadas por el señor Edil suplente Roberto Aguiar, 
referidas al sistema adoptado por OSE sobre recibos 
vencidos. 


Las Juntas Departamentales de Río Negro y de Rivera 
remiten notas apoyando una Resolución de la Junta Depar- 
tamental de Lavalleja relacionada con la posibilidad de 
ampliar la Ley No. 14.800 para que sea incluido en la Cédula 
de Identidad el grupo sanguíneo de cada persona. 


La Junta Departamental de Maldonado remite: 


- Copia de la versión taquigráfica de las palabras pro- 
nunciadas por el señor Edil Aquiles Gómez por las 
que realiza un homenaje denominado: “8 de octubre, 
conmemoración de un nuevo aniversario del falleci- 
miento de Ernesto Guevara. Pensamiento económico 
del Che”. 


- Copia de lo expresado por la señora Edila Elisabeth 
Arrieta en relación con declaraciones realizadas por 
el Subsecretario de Defensa Nacional José Bayardi. 


- Copia de la versión taquigráfica de las palabras pro- 
nunciadas por el señor Edil Dari Mendiondo hacien- 
do referencia a la personalidad literaria, ideológica y 
política de Esteban Echeverría. 


- Copia de la versión taquigráfica de las palabras pro- 
nunciadas por el señor Edil Gabriel Weiss en relación 
al “Mundial 2030: Un Desafío Rioplatense”. 


- Copia de la versión taquigráfica de las palabras pro- 
nunciadas por el señor Edil Carlos Tutzó, referente a 
la caída del Comandante Ernesto “Che” Guevara en 
combate. 


La Junta Departamental de Colonia remite: 


- resolución de fecha 21 de octubre de 2005 por la que 
manifiesta su solidaridad con los trabajadores de la 
Unión de Mozos de Cordel de Colonia y Montevideo, 
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apoyando la movilización que vienen llevando a cabo 
por la defensa de su fuente de trabajo. 


-  notacomunicando su apoyo a su similar de Lavalleja, 
relacionada con la inquietud manifestada por el con- 
tenido de algunos programas televisivos que aten- 
tan contra la moral y las buenas costumbres. 


La Junta Departamental de Canelones remite: 


- Copia de la versión taquigráfica de las palabras pro- 
nunciadas por el Edil Alejandro Repetto haciendo 
referencia a las consecuencias del temporal del 23 de 
agosto del corriente año. 


- Copia de la versión taquigráfica de las palabras pro- 
nunciadas por el Edil Napoleón Da Roza refiriéndose 
a la problemática en los asentamientos. 


- resolución de fecha 7 de octubre de 2005, referente al 
proyecto enviado por la Federación Uruguaya de 
Cooperativas de Vivienda por Ayuda Mutua, sobre 
la “Ley de Mujeres Jefas de Hogar”. 


- resolución de fecha 7 de octubre del corriente, refe- 
rida con la situación demográfica del Uruguay 


La Junta Departamental de Lavalleja remite nota 
transcribiendo las palabras pronunciadas por el Edil Alfredo 
Villalba solicitando que el día 2 de enero de 2006 sea 
declarado feriado. 


La Junta Departamental de Montevideo remite: 


- Copia de la versión taquigráfica de las palabras ver- 
tidas por el Edil Eduardo Jaime planteando la necesi- 
dad de delimitación de zonas para el trabajo sexual. 


- Copia de la versión taquigráfica de lo expresado en 
Sala por el suplente de Edil Carlos lafigliola plan- 
teando la situación de inseguridad del barrio Malvín 
Norte. 


La Junta Departamental de Flores remite copia de la 
versión taquigráfica de lo expresado en Sala por el Edil 
Jorge López, relacionada con la situación planteada con el 
Agregado Militar de nuestro país en los Estados Unidos en 
ocasión de la visita del señor Presidente de la República. 


La Junta Departamental de Paysandú remite: 


- Copia de la versión taquigráfica de las palabras ver- 
tidas por el señor Edil Luis Dorfman, con motivo del 
voraz incendio desatado en una barraca ubicada al 
oeste de la ciudad de Paysandú. 


- Copia de la declaración aprobada en sesión de fecha 
19 de octubre próximo pasado en rechazo a las decla- 
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raciones formuladas por el señor Edil suplente Edison 
Cruz, atacando a un medio de prensa local. 


La Junta Departamental de Cerro Largo remite copia del 
planteamiento escrito realizado por la Bancada de Ediles del 
EP-FA-NM, en sesión del día 21 de octubre próximo pasado, 
referido a declaración pública realizada por el señor Repre- 
sentante Nacional por Cerro Largo, Ec. Luis Sergio Botana. 

- TENGANSE PRESENTES”. 


4) PEDIDO DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un pedido de 
informes. 


(Se da del siguiente:) 


“De conformidad con lo establecido en el artículo 118 de 
la Constitución de la República, el señor Senador Isaac 
Alfie solicita se curse un pedido de informes a la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto con destino al Instituto Nacio- 
nal de Estadística, relacionado con el cálculo del aumento 
del índice de salarios de la Administración Central, la meto- 
dología de cálculo del aumento otorgado en la DGI, diferen- 
tes incidencias en el total de la Administración Central y por 
Inciso. 

- OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO. ” 


(Texto del pedido de informes) 
“Montevideo, 4 de noviembre de 2005. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Rodolfo Nin Novoa. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


En ejercicio de la facultad que me confiere el artículo 118 
de la Constitución de la República, vengo a solicitarle se dé 
curso al siguiente pedido de informes a la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, con destino al Instituto Na- 
cional de Estadística. 


El pasado 31 de octubre del corriente, se divulgaron las 
cifras del Indice Medio de Salarios correspondiente al mes 
de setiembre. En las mismas, se observa una caída muy 
importante del índice correspondiente ala Administración 
Central, 1,8%, cuya consecuencia es afectar notoriamente 
al índice medio de salarios públicos y el índice medio global. 
Conjuntamente con la divulgación de las cifras, se emitió un 
comunicado donde se explica el hecho en función del “per- 
feccionamiento” en el tratamiento de la información recibi- 
da de la DGI y la reponderación de esta unidad ejecutora 
dentro del Inciso 05, Ministerio de Economía y Finanzas, al 
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incorporar dos nuevas unidades ejecutoras a la muestra del 
citado ministerio. 


Los cálculos de la incidencia de la reforma de la DGI en 
el total de la masa de salarios públicos indican que la suba 
enel índice de salarios de la Administración Central por este 
único concepto se encuentra entre 2,5% y 2,6%. A su vez, 
existió un aumento general de aproximadamente 2,97% por 
la combinación de un 2,5% general, con un piso de $ 200 
mensual, -con excepción de policías y militares que fue de 
2,1%.- a lo que se debe adicionar el aumento especial a los 
Incisos 25 y 26 del Presupuesto Nacional, que adiciona 
otro 0,6% a 0,7% y una partida adicional mediante el decreto 
259/005 de 26 de agosto de 2005, cuya indicencia es del 
orden del 0,4%. En resumen, el cálculo de aumento del índice 
de salarios de la Administración Central debería ser del 
orden del 6,5% a 6,7%. Naturalmente que desde el momento 
que se han realizado estimaciones y que la muestra puede 
no replicar “exactamente” la masa global pueden existir 
diferencias menores en el resultado final. 


Ese era el orden de magnitud que tenía la variación del 
citado índice entre julio y agosto. Sin embargo, el recálculo 
efectuado lo reduce a 5,1%, fuera del entorno lógico de error. 


En virtud de lo anterior, es que solicito: 


1) Discriminación de los aumentos de la Administra- 
ción Central inciso por inciso, y su ponderación en el 
índice general de la propia Administración Central. 


2) Metodología de cálculo del aumento otorgado en la 
DGI. 


3) Explicación de cómo se imputaron dentro de la citada 
Unidad Ejecutora los aumentos de sueldos en un mismo 
cargo, como se asimilaron o establecieron las relacio- 
nes de continuidad entre los “viejos” y “nuevos” car- 
gos que sustituyen a los anteriores a los creados a 
nivel similar o en sustitución dentro de la estructura. 


4) La apertura anterior se solicita para los meses de 
julio, agosto y setiembre de 2005. 


5) Ponderación anterior y actual de la DGI en el total del 
inciso 05, y en la Administración Central. 


6) Incidencia específica en cada inciso y en el total de 
la Administración Central de la partida especial otor- 
gada a los incisos 25 y 26 del Presupuesto Nacional. 


7) Incidencia específica en cada inciso y en el total de 
la Administración Central de la partida otorgada de 
acuerdo al decreto 259/0053 de 26 de agosto de 2005. 


Sin otro particular, saluda a usted muy atentamente. 


Isaac Alfie. Senador.” 
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5) PROYECTOS PRESENTADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un proyecto 
presentado. 


(Se da del siguiente:) 


“El señor Senador Gustavo Lapaz presenta con exposi- 
ción de motivos un proyecto de ley por el que se declara a 
la ciudad de Dolores, ubicada en la 3era. Sección Judicial del 
departamento de Soriano “Capital de la Primavera”. 

- ALA COMISIÓN DE CONSTITUCION Y LEGISLA- 
CION.” 


(Texto del proyecto presentado:) 


“Montevideo, 25 de octubre de 2005. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Rodolfo Nin Novoa. 
Presente. 


EXPOSICION DEMOTIVOS 


Desde hace 43 años continuos se desarrolla en la ciudad 
de Dolores una Fiesta de naturaleza esencialmente juvenil- 
estudiantil en la estación primaveral -generalmente el se- 
gundo domingo de octubre- con un principal Desfile de 
Carrozas que tuvo iniciativa en el Liceo “Dr. Roberto 
Taruselli” y que en la actualidad co-organizan todas las 
instituciones locales de Educación Media. En su fuerza 
expansiva captó a las demás franjas etarias, atoda la pobla- 
ción y, luego, al propio país que por esos días integró a la 
ciudad del San Salvador en un centro de multitudinaria 
atracción receptiva de gente procedente de los más diver- 
sos lugares, incluido extranjeros. 


El éxito de la estudiantina ha tenido siempre el patrocinio 
de entidades oficiales, básicamente las nucleadas en torno 
a la ANEP, el apoyo de otros organismos estatales y, 
fundamentalmente, del propio esfuerzo comprometido del 
pueblo de Dolores que se integra en diversos grados de 
presencia a ofrecer un paisaje festivo, recreativo y de 
expansión que hace pensar en la evidencia del viejo misterio 
griego del retorno de Proserpina desde las profundidades 
de la Tierra para desplegar en la superficie el resurgimiento 
de las más nobles fuerzas generatrices que rigen la existen- 
cia enel mito de la vida, muerte y resurrección, liderado por 
la bella y encantadora adolescencia criolla. 


Dolores es primavera por su Fiesta; pero lo es también 
porque en su pródiga tierra se consigue el germinar de la 
más alta producción granífera del Uruguay junto a una 
vocación pecuaria y equina que ha justificado la visión 
productiva de sus habitantes con significativos impulsos 
industriales. Todo ha derivado en premiaciones de harine- 
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ros y semilleristas como los mejores exportadores en las 
clásicas premiaciones del BROU, o por tantas cocardas para 
sus victoriosas cabañas en ejemplares de superior progenie 
en el Prado. 


El propio poeta de la Patria don Juan Zorrilla de San 
Martín se sensibilizó con el entorno cálido y humano de 
Nuestra Señora de los Dolores como del viejo río San 
Salvador; lírico escenario de la romántica gesta del divino 
mestizaje de Blanca y Tabaré, “cuando el Uruguay y el Plata 
vivían su salvaje Primavera”. La espectacular Fiesta de la 
Primavera de Dolores sigue iluminando la alegría creativa de 
los jóvenes y la laboriosidad cotidiana y productiva de sus 
mayores. 


Gustavo Lapaz. Senador. 


PROYECTODELEY 


Artículo Unico.- Declárase a la Ciudad de Dolores, ubi- 
cada en la 3* Sección Judicial del departamento de Soriano, 
“Capital de la Primavera”. 


Gustavo Lapaz. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE -Dese cuenta de otro proyecto 
presentado. 


(Se da del siguiente:) 


“Los señores Senadores Luis A. Heber, Gustavo Lapaz 
y Gustavo Penadés presentan con exposición de motivos 
los siguientes proyectos de ley: 


- por el que se designa con el nombre “Francisco 
Mario Ubillos Gramática” el puente sobre el Río 
Negro, ubicado en la Ruta Nacional No. 2 Grito de 
Asencio, que une los departamentos de Soriano y 
Río Negro a la altura de Mercedes, capital de Soriano. 

-A LA COMISION DETRANSPORTE Y OBRAS PUBLI- 

CAS. 


(Texto del proyecto de ley presentado:) 


“Montevideo, 26 de octubre de 2005. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Rodolfo Nin Novoa. 
Presente. 


EXPOSICION DEMOTIVOS 


Francisco Mario Ubillos es una de las versiones más 


CAMARA DE SENADORES 


8 de noviembre de 2005 


prototípicas de ese ser nacional que el Uruguay del Siglo 
XX fue capaz de gestar en el vientre de la democracia que 
elaboraba un pequeño país de equilibrios y enterezas, de 
cuyas precariedades por magnitudes físicas acotadas, 
emergieron las virtudes de un modelo existencial rico en 
incidentes individuales y colectivos, anudados en la simpli- 
cidad augusta de la moderación y la filantropía del abrazo 
familiar; para amigos, fraterno; para desconocidos, tutelar 
cuando la ocasión adviniera; para adversarios, sin maligni- 
dades de rencores que perturban. 


Las brisas del Hum natal, allá por el Paso de Mercedes, 
refrescaron con premura sus dotes intelectuales cuando vio 
la luz un 22 de julio, coincidencia de fecha con la del líder 
Luis Alberto de Herrera que admiró con conciente eincons- 
ciente imago en la prosapia caudillesca y rumbeadora de sus 
opciones las que, siendo nacionalistas, blancas y muy 
paisanas en el apego umbilical al terruño chico, dejaron 
siempre un trillo a la intransigencia cuando el grito de la 
libertad personal convocaba a la disonancia contra la voz 
mayor, tan común en la idiosincracia uruguaya de las nobles 
rupturas y los dignos reencuentros. 


La Enseñanza Pública aceró su intelecto y dio clima al 
objetivo vareliano de aquellas aulas probas donde la igual- 
dad rima el verbo solidario sin distinciones y la alecciona de 
afectos hacia el prójimo. 


El deporte puso a su cuerpo las tenacidades que empu- 
jan hacia el triunfo en el aprestamiento del éxito o hacia la 
recuperación espiritual tras el revés ocasional. 


Estaban dadas las condiciones para que en un sincre- 
tismo de aportes individuales y los de un medio que favo- 
recía el crecimiento, aquel promisorio joven funcionario 
bancario dejara sus incipientes inclinaciones al periodismo, 
a las de crear obras teatrales, a darle impulso a un bote 
“squell” en el Club de Remeros o a levantar un centro 
matemático desde el corner para el cabeceador del área que 
vencía la resistencia de los arqueros rivales del Club Altético 
Bristol. 


La política al estilo etimológico de los griegos -virtud y 
compromiso del hombre con su asamblea de iguales para 
construir la felicidad colectiva de la “polis”- lo sedujo, y en 
ella encontró victorias corporativas que fueron pasajes en 
pos de nuevos anhelos; derrotas como meras alternativas 
a búsquedas renovadas; gritos de multitudes; estudios de 
proyectos; dialéctiva sagaz y con alcurnia en los debates 
cameralistas... y siempre con la calma recia de un patriarca, 
cada vez más bello cuando adquiría sobre la granítica pla- 
taforma de su temple, la sabiduría de los tiempos que los 
regaló en encantos sin treguas de producción social... 
durante 90 años. 


Tanto tiempo, tanta calidad de vida, merece un legisla- 
tivo reconocimiento póstumo que, por un elemental y fun- 
dado sentido de asociación de ideas, debe vincularse a una 
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obra cercana al paisaje que fortaleció los tan fecundos 
pasos existenciales, de don Francisco Mario Ubillos. En 
Mercedes, su nacencia, cerca del club de sus amores, allí, 
donde está el aún innominado Puente Mercedes, como 
aguardándolo, que fue él muy responsable diseñador de su 
itinerario urbano. Lindo nombre para una merecida recorda- 
ción ejemplar a una vida de ofrendas al servicio público. 


Lo inhumaron en Mercedes, un 26 de octubre de 1997. 
Llovía, nunca llovió tanto como en aquel día de octubre por 
aquella latitud de la patria oriental, cuando los clarines del 
Estado lloraban a funerala, rodeados por el Pueblo. 


* Vida y Obra 


Don Francisco Mario Ubillos Gramática: Senador de la 
República por el lema Partido Nacional. 


Nacido en Mercedes (Soriano) el 22 de julio de 1906; era 
hijo de Don Fransciso R. Ubillos y Doña Rosa Gramática. 


Fallecido en Montevideo el 26 de octubre de 1997, fue 
inhumado en la necrópolis de su ciudad natal con Honores 
de Ministro de Estado. 


Casado con Doña Violeta Méndez Díaz era padre de dos 
hijas, Adriana y Mariana. 


Estudios y/o cursos realizados 


Realizó sus estudios primarios y secundarios en su 
ciudad natal y en Montevideo. 


Posteriormente se dedicó al periodistmo, actividad que 
desarrolló en Mercedes, Montevideo y Buenos Aires. 


Actividad en el ámbito privado 


En el año 1928 ingresó como Auxiliar en el Banco de la 
República Oriental del Uruguay, abandonando esta Ins- 
titución en 1950 para ser candidato a Representante Nacio- 
nal. 


Actividad en el ámbito público 


En 1950 fue electo Representante Nacional por el Depar- 
tamento de Soriano bajo el sub lema “Partido Nacional- 
Herrerismo” y le dio especial impulsión a la construcción 
del puente sobre el Río Negro a la altura de la ciudad de 
Mercedes. 


Fue reelecto Diputado por ese departamento en las 
elecciones de 1954, 1958, 1962, 1966 y 1971 hasta junio de 
1973, fecha en que se disuelve el Parlamento. 
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En las elecciones de 1962 y 1966 también es electo 
Senador optando por ocupar esa banca en la Cámara Alta. 


En su larga trayectoria parlamentaria integró comisiones 
investigadoras y efectuó interpelaciones; fue integrante y 
Presidente de las Comisiones de Hacienda, de Legislación 
Social, de Asuntos Internacionales, de Industria y de Pre- 
supuesto de ambas Cámaras; presentó innumerables pro- 
yectos de ley y bregó incesantemente por las siguientes 
conquistas: oficialización de los Institutos Normales en el 
Interior; asignación familiar para el trabajador rural; erradi- 
cación de rancheríos; Ley de Medicamentos; Ley de arren- 
damientos rurales; expropiación y apertura al público del 
predio de La Agraciada lugar de desembarco de los Treinta 
y Tres Orientales; expropiación del predio y apertura al 
público del Parque en Asencio donde se dio el primer grito 
de emancipación; construcción del puente Fray Bentos - 
Puerto Unzué y represa del Palmar. Fue Ministro de Indus- 
trias y Trabajo, designado por el Consejo Nacional de 
Gobierno en junio de 1964 hasta el fin de su mandato en 
febrero de 1967. 


Durante el período que estuvo al frente de esta Cartera 
promovió una real descentralización industrial y respeto a 
los auténticos reclamos sindicales; impulsó la construc- 
ción de ingenios azucareros en el Norte y el Litoral; creó y 
puso en marcha el Laboratorio de Análisis y Ensayos 
(LATU), hoy ejemplo de América y elevó proyectos de Ley 
al Parlamento de Artesanía y Siderúrgica entre otros. 


En 1963 representó al Uruguay en el Congreso de Minis- 
tros de Trabajo en Caracas. Invitado por los respectivos 
Gobiernos visitó diversos países de Europa, Asia y Améri- 
ca. 


Cumplió misiones oficiales en el exterioren los años 1968 
y 1970 integrando las respectivas delegaciones de la Repú- 
blica en la Asamblea General de las Naciones Unidas en 
Nueva York. 


Fue miembro del Directorio del Partido Nacional y con- 
vencional durante varios años y presidió la bancada de esa 
colectividad política de 1955 a 1959. 


El 28 de diciembre de 1972 fue designado Ministro de 
Transporte, Comunicaciones y Turismo hasta el 12 de julio 
de 1974. 


Elevó los proyectos de Ley de Turismo, Marina Mercan- 
te y Creación de ANTEL entre otros. 


En noviembre de 1974 fue designado Embajador de la 
República ante el Gobierno de Portugal hasta el 22 de junio 
de 1976. 


Fundador junto a otros correligionarios del Consejo 
Nacional Herrerista. 


170-C.S. 


Fue referente en la oposición al Proyecto de Reforma 
Constitucional de 1980. 


El 25 de noviembre de 1984 fue electo Senador represen- 
tando al Herrerismo hasta el 14 de febrero de 1990, fecha en 
que se retira de la política activa a los 83 años de edad. 


Actividad Social 


Fue también autor de pieza teatral estrenada en 1926 y 
dirigió cuadros de aficionados. 


En el deporte tuvo una vasta actuación. Fue un destaca- 
do jugador de Fútbol en Soriano y de los primeros remeros 
de ese Departamento. 


Fundador de la OFI; Delegado de la Liga de Fútbol de 
Soriano ante la Confederación del Litoral y ante la OFI 
durante varios años; Presidente de la Federación Uruguaya 
de Remo y Delegado al Campeonato Sudamericano de Remo 
realizado en Perú; fundador y socio de la Federación Ciclis- 
ta de Soriano. 


Gustavo Lapaz, Luis A. Heber, Gustavo 
Penadés. Senadores. 


PROYECTODELEY 


Artículo Unico.- Nomínese el Puente sobre el río Negro 
ubicado en la Ruta Nacional N* 2 Grito de Asencio, que une 
los departamentos de Soriano y Río Negro a la altura de 
Mercedes, capital de Soriano, con el nombre de “Francisco 
Mario Ubillos Gramática”. 


Gustavo Lapaz, Luis A. Heber, Gustavo 
Penadés. Senadores.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de otro proyecto de 
ley presentado. 


(Se da del siguiente:) 


“Los mismos señores Senadores presentan un proyecto 
de ley por el que se designa con el nombre “Doctor Alberto 
Gallinal Heber” a la persona pública no estatal “Comisión 
Honoraria pro Erradicación de la Vivienda Rural Insalubre”. 

- A LA COMISIÓN DE CONSTITUCION Y LEGISLA- 
CION.” 


(Texto del proyecto de ley presentado:) 


“PROYECTODELEY 


Artículo Unico.- Desígnese con el nombre “Doctor Al- 
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berto Gallinal Heber” a la persona pública no estatal “Comi- 
sión Honoraria pro Erradicación de la Vivienda Rural In- 
salubre”, creada el 26 de diciembre de 1967 por el Artículo 
N* 473 de la Ley N* 13.640. 


Gustavo Lapaz, Luis A. Heber, Gustavo 
Penadés. Senadores. 


Montevideo, 4 de noviembre de 2005. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Rodolfo Nin Novoa. 
Presente. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


El Dr. Alberto Gallinal Heber nació el 4 de noviembre de 
1909 en la Quinta de Larrañaga y falleció en el Reducto el 27 
de marzo de 1994. 


Su filantrópica gestión en diversos aspectos de la rea- 
lidad nacional, especialmente la campesina, llevó a que -en 
la faceta de impulsor de obras de construcción con destino 
a establecimientos educacionales para cumplir alguno de 
los más caros principios de la igualdad democrática a fa- 
vor de los niños y jóvenes del Interior profundo- este 
Senado, el 18 de marzo de 2003 tuviera iniciativa derivada 
luego en la Ley N* 17.765, del 17.5.04, designando con su 
nombre el Liceo Rural de Cerro Pelado, departamento de 
Rivera. 


No es por mera acumulación cuantitativa que se reitera 
ahora un Proyecto que, en el fondo, es análogo por su 
naturaleza de derecho premial al del año 04, sino que se 
responde a un alegato de desagregar siendo posible -en la 
rica unicidad de ese ser tan virtuoso que fue el Dr. Gallinal 
Heber- su solidario compromiso con la afanosa y eficiente 
solución al problema de la vivienda para las humildes fami- 
lias afincadas en el campo, recogiendo peripecias y nobles 
perfiles de la justicia distributiva de José Artigas en 1815 
con sus comprometedores y recordables “rancho y dos 
corrales”. 


El Fondo de Erradicación de la Vivienda Insalubre Rural 
-llamémosle MEVIR para acompasarnos a sigla de unánimes 
reconocimientos y agredecimientos nacionales- es la amo- 
rosa criatura de quien fuera su ideólogo paladín. También 
de la gente que momentáneamente detuvo el arado o las 
riendas para levantar su techo digno, de sus continuado- 
res en diferentes roles, dejándole al Uruguay alabanzas 
mundiales y, mejor todavía, 20 mil viviendas para vivir 
“como la gente”, amén de más de 38 planes en actual 
ejecución, signo real y concreto por tantas décadas de 
meritoria continuidad, no siempre presente entre los hábi- 
tos saludables del país. 
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BIOGRAFIA 


- Nació, reiteramos, la noche del 4 de noviembre de 
1909 en la Quinta de Larrañaga (Reducto). 


- Fue bautizado 6 días después en la Capilla Jackson. 
Cuarto hijo de Alejandro Gallinal y Elena Heber. 


- Realizó sus estudios de primaria en su casa. 
1921- Ingresó al Colegio Seminario a los 12 años. 
1929- Se recibió de abogado. 


- El 22 de febrero de 1935 se casó con Elvira Algorta 
Scremini en la capilla Jackson, naciendo nueve hijos del ma- 
trimonio. 


- Administró las estancias Monzón Heber y Santa 
Elena durante cinco años. 


- Ala muerte de Don Enrique Algorta Camusso pasa a 
administrar todos los campos de sus padres y se traslada a 
vivir a San Pedro de Timote. 


1934- Ingresa a la Asociación Rural como director de 
Registros. 


1935- Funda la Sociedad de Criadores de Corriedale, 
siendo luego Presidente y Redactor de Anuario. 


1941- Funda la Sociedad de Criadores de Caballos Crio- 
llos de la que fue varias veces Presidente, Secretario, Teso- 
rero y Redactor de Anuario. 


1942- Integra la comisión de la lucha contra la sarna. 
1942- Preside la Asociación Rural de Reboledo. 


1946- Fundador de la Sociedad de Criadores de Hereford, 
siendo más tarde jurado en Dublín, Estados Unidos de 
América, Palermo, Brasil y Uruguay. 


1947- Integra comisión de lucha contra Aftosa. 


1947- Viaja a Gran Bretaña con la Comisión que financió 
las deudas de la guerra. 


1948- Preside la Asociación Rural de Florida. 
1951- Preside la sociedad de mejoramiento de praderas. 


1955- Dona el obelisco de Casupá que se inauguró un 18 
de julio. 


1956- Presidente de ARU. 
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1959- Funda AgromaxS.A. 
1960- Bodas de Plata Matrimoniales. 


1958-64 Presidente del Instituto Cultural Anglo-Uru- 
guayo. 


1963- Presidió el Congreso Mundial de Hereford en 
Kansas City. 


1961- Presidente Comisión Bicentenario de Artigas (es- 
cuelas rurales). 


1962- Presidente Comisión Pro remodelación de la ma- 
ternidad del Pereira Rossell. 


1962- Recibe la condecoración de San Gregroio Magno 
de manos de Monseñor Antonio Maria Barbieri. 


1965- Preside la Comisión Pro Remodelación del Hospi- 
tal Maciel. 


1967- Siendo el General Oscar Gestido Presidente de la 
República nace MEVIR (“para ver llover de adentro sin 
mojarse”). 


1969- Preside el Círculo de Tennis. 


1975- Preside Comisión Festivales de Opera. 


1975- Fundación Maderera de Cerro Colorado. 


1982- Apoya la campaña de ayuda al pueblo polaco. 


POLITICA 


1950- Fue electo Intendente de Florida. 


1956- Fundador de la Unión Blanca Democrática (UBD). 


1958- Candidato por la UBD al Consejo Nacional de 
Gobierno. 


1964- Presidió junto a Javier Barrios Amorín la creación 
del Movimiento Nacional de Rocha. 


1966- Candidato a Presidente de la República por el 
MNR. 


1982- Encabezó sector “Libertad y Servicio” en las elec- 
ciones internas. 


1984- Apoya al Esc. Dardo Ortiz como candidato a Pre- 
sidente de la República. 
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OBRAS PARA LA COMUNIDAD 


1946- Cementerio de Cerro Colorado. 
1950- Comisaría. 


1954- Edificación de casas para los jubilados de San 
Pedro de Timote para lo cual funcionó un horno de ladrillos 
ayudando a la gente para la auto ayuda. 


1962- Compra en Holanda un carrillón de veintitrés cam- 
panas para ser colocado en la torre de la Casa Comunal. 


1962- Teatro de Verano de Cerro Colorado. 


- Promovió la construcción de miles de kilómetros de 
carreteras. 


1966- Casa Comunal. 


Fallece luego de una larga y penosa enfermedad -antes 
había perdido a su esposa-, el 27 de marzo de 1994, siendo 
inhumado por honores de Ministro de Estado en el Cemen- 
terio Central de Montevideo. 


Por coincidir con lo que oportunamente fue galanamente 
dicho el 18 de marzo de 2003 por el ex Senador Carlos Julio 
Pereyra desde este Senado al fundar aquel proyecto de ley 
para el liceo riverense, reiterémoslo, haciéndolo nuestro, 
inmunizados de plagio ante la vindicación de exposición tan 
exacta y justa: 


“Tratar de justificar la valía de la personalidad del 
Doctor Alberto Gallinal parece obvio. Todos los que aquí 
estamos conocemos la precedente trayectoria de ese excep- 
cional ser humano que fue. 


Dedicado a las tareas rurales, inauguró en el país una 
serie de nuevas técnicas destinadas a incrementar la pro- 
ducción. Las puso al servicio de todos y participó, incluso, 
en Operaciones riesgosas a los efectos de importar el ferti- 
lizante necesario a laimplementación de praderas por todo 
el territorio. 


En materia zootécnica, realizó tareas de mejoramiento de 
las razas que constituyen el rodeo nacional. 


El Dr. Gallinal fue un servidor de la patria, un benefactor 
de la sociedad uruguaya, fundamentalmente a través de la 
obra de MEVIR que ha sustituido los antiguos rancheríos, 
los pueblos de ratas, por esas magníficas casas blancas que 
se destacan en el paisaje cuando recorremos las carreteras. 
Obra que luego culminó el Arq. Mieres Muró, también 
fallecido más recientemente, con un deseo y dedicación 
sociales de atributos altamente encomiables”. 


Destacar otros rasgos de la personalidad del Dr. Gallinal 
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Heber casi resulta prescindible por cuanto, en adelanta- 
mientos felices, ya ha sido ponderosamente cualificado por 
la sociedad compatriota. En consecuencia, se considera de 
estricta justicia que se le tribute el homenaje público, aquí 
y ahora, presentado. 


Gustavo Lapaz, Luis A. Heber, Gustavo 
Penadés. Senadores.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de otro proyecto 
presentado. 


(Se da del siguiente:) 


“Los señores Senadores Gustavo Penadés, Jorge 
Larrañaga, Francisco Gallinal, Luis Alberto Heber, Eber Da 
Rosa, Ruperto Long, Carlos Camy y Eduardo Lapaz presen- 
tan con exposición de motivos un proyecto de ley por el que 
se designa “Daniel Fernández Crespo” la Sala N* 15 del 
Edificio Anexo del Poder Legislativo “General José Artigas”. 

- A LA COMISIÓN DE CONSTITUCION Y LEGISLA- 
CION.” 


(Texto del proyecto presentado:) 


“Montevideo, 7 de noviembre de 2005. 


PROYECTODELEY 


Desígnase “Daniel Fernández Crespo” a la Sala N* 15 del 
Edificio Anexo del Poder Legislativo “Gral. José Artigas”. 


Gustavo C. Penadés, Gustavo Lapaz, 
Ruperto Long, Luis A. Heber, Alberto 
Gallinal, Eber Da Rosa, Jorge Larrañaga, 
Carlos Camy. Senadores.” 


6) INASISTENCIAS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a lo que 
establece el artículo 53 del Reglamento, dese cuenta de las 
inasistencias a la anterior convocatoria, en el caso de que 
las mismas hubieran existido. 


(Se da de las siguientes:) 


SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
A la sesión ordinaria del 18 de octubre faltó, con aviso, el 
señor Senador Heber. 


Con respecto a las inasistencias de los señores Senado- 
res a sus respectivas Comisiones cabe informar que a la 
sesión de la Comisión de Constitución y Legislación del 18 
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de octubre, faltaron con aviso los señores Senadores Guarino 
y Larrañaga. A la sesión de la Comisión de Presupuesto 
integrada con la de Hacienda del 18 y 19 de octubre, faltó 
con aviso el señor Senador Heber; a la del 20 de octubre, 
faltaron con aviso los señores Senadores A guirre Ramírez 
y Heber; a la del 21 de octubre, faltaron con aviso los 
señores Senadores Aguirre Ramírez, Gallinal, Heber, 
Korzeniak y Tajam; a la del 25 y 26 de octubre, faltó con 
aviso el señor Senador Abreu; a la del 27 de octubre la 
señora Senadora Topolansky y a la del 1” de noviembre 
faltaron con aviso los señores Senadores Alfie, Baráibar, 
Michelini y Nicolini. A la Comisión de Industria, Energía, 
Comercio, Turismo y Servicios del 19 de octubre, faltaron 
con aviso la señora Senadora Dalmás y los señores Sena- 
dores Alfie, Breccia, Heber y Long. A la Comisión de Asun- 
tos Administrativos del mismo día, faltaron con aviso los 
señores Senadores Lara y Ríos. A la sesión de la Comisión 
de Asuntos Laborales y Seguridad Social del 20 de octubre, 
faltó con aviso la señora Senadora Dalmás y los señores 
Senadores Alfie y Ríos. A la sesión de la Comisión de 
Ganadería, Agricultura y Pesca del mismo día, faltó con 
aviso la señora Senadora Topolansky y los señores Sena- 
dores Baráibar y Da Rosa. 


SEÑOR ALFIE.- Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ALFIE.- Señor Presidente: escucho con asom- 
bro que faltaron con aviso una cantidad de Senadores 
cuando habíamos votado que todas las Comisiones se 
suspendían durante el tratamiento del Presupuesto Nacio- 
nal. No se puede estar en dos lugares al mismo tiempo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Habrán sido convocadas esas 
sesiones? 


SEÑOR ALFIE.- Nuncarecibimos la convocatoria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Arreglaremos el tema 
administrativamente y daremos los pasos que haya que dar 
para corregir el error, si es que éste existiere. 


7) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de una solicitud de 
licencia llegada a la Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Nicolini solicita licencia desde el 
día 10 al 20 de los corrientes” 


- Léase 


(Se lee) 
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SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 8 de noviembre de 2005. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Rodolfo Nin Novoa 


De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito a usted tenga a bien gestionar 
licencia sin goce de sueldo desde el día 10 de noviembre 
hasta el 20 de noviembre de 2005. 


Sin otro particular, le saluda atentamente, 


Leonardo Nicolini. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE - Se va a votar si se concede la 
solicitud de licencia. 


(Se vota:) 
- 24 en 25. Afirmativa. 


Oportunamente se convocará al suplente respectivo. 


S) ASCENSOS AL GRADO DE CAPITAN DE NAVIO 
Y OPERACION “ANTARKOS XXIT” 


SEÑOR FERNANEZ HUIDOBRO.- Pido la palabra para 
una cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Señor Presidente: la 
Comisión de Defensa Nacional del Senado reunida en el día 
de ayer me encomendó que formulara moción para que se 
distribuya la Carpeta N* 216/05, Distribuido N* 217/05, 
Ascensos al Grado de Capitán de Navío de varios señores 
oficiales de la Armada Nacional y se vote el tratamiento de 
urgencia. Asimismo, que se distribuyera la Carpeta de en- 
trada del día de hoy que hace referencia a la salida del país 
de un buque de la Armada Nacional con destino ala Antártida 
y se trate sobre tablas. 


Advierto a la Presidencia que en el caso del tratamiento 
de los ascensos al Grado de Capitán de Navío, vamos a 
formular moción para que el Senado lo haga en sesión 
secreta. Digo esto teniendo en cuenta la concurrencia que 
hay en la barra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Que se repartan las Carpetas 
referidas por el señor Senador Fernández Huidobro. 
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9) EX-LEGISLADOR DON JAIME PEREZ. HOMENA- 
JE A SU MEMORIA 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Señor Presidente: 
quizá, violando en algo el Reglamento, quiero dejar cons- 
tancia de que no pude estar presente en la sesión recién 
culminada, de homenaje al señor Jaime Pérez, por causa de 
fuerza mayor. 


Solicito que, de ser posible, estas palabras se envíen a 
la familia del señor Jaime Pérez. 


10) CREDIMAT 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado pasa a considerar el 
primer punto del Orden del Día. 


SEÑOR COURIEL .- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR COURIEL.- Señor Presidente: antes de entrar al 
tratamiento del Orden del Día, en nombre de mi Bancada 
solicito pasar a cuarto intermedio por 15 minutos. 


Mociono en ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se vaa votar la moción formula- 
da por el señor Senador. 


(Se vota:) 

-26en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

El Senado pasa a cuarto intermedio por 15 minutos. 
(Así se hace. Es la hora 16 y 8 minutos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, sereanuda la 
sesión. 


(Es la hora 16 y 29 minutos) 


11) ASCENSOS AL GRADO DE CAPITAN DE NAVIO 
Y OPERACION “ANTARKOS XXIT” 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Pido la palabra para 
una moción de orden. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Mociono para que 
se declaren urgentes y se consideren en el día de hoy 
-aunque no de inmediato, sino una vez culminado el primer 
punto del Orden del Día, referido a CREDIMAT- las dos 
carpetas que ya fueron distribuidas y que mencioné en mi 
moción anterior. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si el señor Senador me permite, 
complementaría su moción expresando que podemos votar 
ahora la declaración de urgencia, para luego tratar ambos 
temas una vez finalizado el cuarto punto del Orden del Día, 
momento en que ya deberemos pasar a sesión secreta con 
el fin de considerar el último asunto. 


(Se vota:) 


-26en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


12) CREDIMAT 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado pasa a considerar el 
asunto que figura en primer lugar del Orden del Día: “Pro- 
yecto de ley por el que se faculta a Obras Sanitarias del 
Estado (OSE) a celebrar contratos de función pública con 
carácter permanente, con quienes, por un plazo mínimo de 
tres años ininterrumpidos, se desempeñaron en el 
emprendimiento CREDIMAT. (Carp. N* 363/05 - Rep. 
N* 157/05). 


(Antecedentes:) 


“Carp. N*363/05 
Rep. N* 157/05 


PROYECTODELEY 


SUSTITUTIVO 


Artículo Unico.- Facúltase a OSE (Obras Sanitarias del 
Estado) a celebrar contratos de función pública con carác- 
ter permanente, a quienes se desempeñaron en el 
emprendimiento denominado CREDIMAT, implementado 
por dicho Organismo. 


Sala de la Comisión, a 20 de Octubre de 2005. 


Francisco Gallinal, Miembro Informan- 
te; Julio Lara Gilene, Eduardo Lorier, 
Jorge Saravia. Senadores. 
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PROYECTO DELEY 


Artículo Unico.- Facúltase a OSE (Obras Sanitarias del 
Estado) a celebrar contratos de función pública con carác- 
ter permanente, a quienes por un plazo mínimo de tres años 
ininterrumpidos se desempeñaron en el emprendimiento 
denominado CREDIMAT, implementado por dicho Orga- 
nismo. 


Montevideo, 12 de octubre de 2005. 


Jorge Saravia, Francisco Gallinal. Sena- 
dores. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


El presente proyecto de ley pretende hacer justicia con 
aquellos trabajadores que en los últimos 10 años, aproxima- 
damente, se desempeñaron en la OSE llevando adelante el 
emprendimiento denominado CREDIMAT, crédito y mate- 
rial, para la conexión de los hogares a las obras de sanea- 
miento. 


Se trata de aproximadamente 130 obreros, cuyos salarios 
fueron abonados por la OSE, cuyos aportes al BPS o a la 
AFAP se realizaron también por OSE, y que se desempeña- 
ron bajo las órdenes y directivas de los gerentes de dicho 
Organismo. 


OSE carece de potestades jurídicas para la contratación 
directa de estos empleados, que de a poco van quedando 
cesantes en el desempeño de su labor, y a efectos de 
corregir dicha injusticia se promueve el presente proyecto 
dándole al organismo la facultad para proceder a su contra- 
tación. 


Montevideo, 12 de octubre de 2005. 


Jorge Saravia, Francisco Gallinal. Sena- 
dores. 


Comisión de Asuntos 
Laborales y Seguridad Social 


ACTA N? 19 


En Montevideo, el veinte de octubre de dos mil cinco, a la 
hora dieciséis y cinco minutos se reúne, en forma extraor- 
dinaria la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social del Senado. rr 
Asisten los Senadores miembros señores doctor Francisco 
Gallinal, Julio Lara Gilene, ingeniero agrónomo Eduardo 
Lorier y Jorge Saravia. 
Faltan con aviso, según nota oportunamente presentada, 
los Senadores señora Susana Dalmás y señores contador- 
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economista Isaac Alfie y doctor Eduardo Ríos. 
Preside el señor Senador Julio Lara Gilene.___________ 
Actúa en Secretaría la señora Beatriz Pérez Rovira con la 
colaboración de la señora Verónica Cantero. __________ 
En primer término se da entrada al siguiente proyecto de ley: 
- Porelquese faculta a OSE (Obras Sanitarias del Estado) 
a celebrar contratos de función pública con carácter perma- 
nente (Carp. 363/05). La Comisión considera el proyecto y 
realiza modificaciones. Se aprueba por unanimidad y se 
nombra Miembro Informante al señor Senador Gallinal.___ 
Seguidamente se plantea la situación del proyecto de ley 
por el que se crea una Comisión Permanente, en la órbita del 
Ministerio de Educación y Cultura, para el otorgamiento de 
“Pensiones Graciables” (Carp. 279/05) y que fuera elevado 
al Plenario. Dicho proyecto volvió a Comisión para realizar 
ajustes y al respecto se faculta al Senador Lara Gilene a 
realizar las modificaciones correspondientes, como Miem- 
bro Informante. rr 
A continuación la Comisión pasa a recibir las siguientes 
delegaciones: 
- Sociedad Uruguaya de Actores;________________ 


- Empleados no sindicalizados de la empresa Dirox S.A.; 


- Asociación de Trabajadores de TV Libre. _________ 
De lo tratado se toman versiones taquigráficas que cons- 
tan de seis, diez y siete fojas útiles respectivamente, y 
forman parte integrante de esta acta (Distribuidos 
Nos. 517/05,518/05 y 519/05).________________ 
A la hora dieciocho y cincuenta y tres minutos se levanta 
Ta SESIÓN: 22 2 rte Es 
Para constancia se labra la presente que, una vez aprobada, 
firman el señor Presidente y la señora Secretaria de la 
Comas SS 

Julio Lara Gilene 

Presidente 


Beatriz Pérez Rovira 
Secretaria.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: la Comisión de 
Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado, con el 
voto unánime de sus integrantes, trae a consideración del 
Cuerpo este proyecto de ley, que se origina en otro que 
también presentamos a consideración del Senado el señor 
Senador Saravia y quien habla. El tema está referido a la 
situación que atraviesan quienes, durante mucho tiempo, 
se han desempeñado dentro de OSE como empleados en el 
emprendimiento llamado CREDIMAT. 
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La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social 
tuvo oportunidad de recibir en audiencia a representantes 
de estos trabajadores, quienes pusieron de manifiesto la 
difícil circunstancia que están atravesando, en virtud de 
que han venido quedando cesantes en el ejercicio de sus 
responsabilidades a partir del ingreso de la nueva Adminis- 
tración. En determinadas situaciones se dispuso el pasaje 
de muchos de ellos al Seguro de Desempleo, en el marco de 
una relación contractual atípica que se dio entre el organis- 
mo y estos empleados, algunos de los cuales cumplieron 
funciones durante más de diez años. 


Se trata de empleados que trabajaban para OSE y que 
también aportaban a través de este organismo. Sus salarios, 
así como los aportes correspondientes al Banco de Previ- 
sión Social, oa las AFAPs en su caso, fueron abonados por 
Obras Sanitarias del Estado. 


Estas personas trabajaron durante mucho tiempo bajo 
las órdenes y directivas de los gerentes del organismo, a 
través de este emprendimiento llamado CREDIMAT, que 
significa “Créditos y Materiales”, que realizaba la conexión 
de los hogares a las obras de saneamiento. Como nunca se 
terminó de definir claramente cuál era el vínculo contractual 
que unía a estos empleados con OSE, y como quedaron 
cesantes muchos de ellos en el transcurso de los últimos 
tiempos, se hacía necesario encontrar una solución de 
carácter legal. Esto es así, por dos razones. En primer lugar, 
porque hay una ley vigente que prohíbe el ingreso de 
nuevos funcionarios a la Administración Pública y, en 
segundo término, porque aun cuando se considerara de 
orden -porque corresponde- hacer una excepción, la forma 
de ingreso de estos empleados a OSE -en este caso, para 
cumplir con este proyecto-, sería a través de un concurso de 
carácter público. 


A través de esta iniciativa, lo que se pretende es que se 
reconozcan los derechos de aproximadamente 130 obreros 
que, como ya dije, en muchos casos han trabajado de esta 
forma durante diez años. 


En ocasión de la visita del Directorio de OSE a la Comi- 
sión planteamos el problema. En esa instancia, en que el 
Directorio concurrió acompañado del señor Subsecretario 
General, que es abogado, se nos manifestó que el Ente 
carecía de un instrumento legal que permitiera solucionar el 
problema. Señalamos entonces que sí se había encontrado 
un mecanismo en el caso de URAGUA, porque la ley referida 
al tema -que fue votada aquí no hace mucho tiempo- preveía 
expresamente cómo contemplar la situación de quienes 
habían sido funcionarios de OSE y habían renunciado para 
incorporarse a URAGUA. A través de esa ley se les generó 
un mecanismo que les permitió reincorporarse al organismo. 
Tomamos esa idea y, junto con el señor Senador Saravia, se 
nos ocurrió otorgarle a OSÉE un instrumento legal que le 
permitiera hacer justicia con estas 130 personas que, que- 
remos señalar -nos parece del caso y entendemos que 
corresponde-, son, todos, obreros que ganan salarios de 
escasa significación y se desempeñan en distintos de- 
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partamentos del país, habiendo cumplido cabalmente con 
sus responsabilidades en el transcurso de todos estos 
años. 


Así fue que presentamos un proyecto de ley, que luego 
fue corregido en Comisión. Incluso, creo que figura mal en 
el Orden del Día, porque allí se señala que se trata de un 
proyecto de ley para “quienes por un plazo mínimo de tres 
años ininterrumpidos se desempeñaron en el 
emprendimiento CREDIMAT”, lo que correspondería al 
título original del proyecto. Sin embargo, en el trabajo 
posterior de la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social, convinimos en que establecer un límite de tiempo o 
laexigencia de que fuera en forma ininterrumpida, era limitar 
las posibilidades de hacer justicia. Lo mejor que podíamos 
hacer era dar la facultad al Directorio de OSE para que, a la 
luz de los antecedentes y conocedor profundo de lo que 
pasó con esta gente durante todos estos años, resolviera lo 
más conveniente para los intereses del Organismo, sin 
cometer ningún tipo de discriminación y haciendo lugar al 
reclamo justiciero de quienes pretenden tener certezas en el 
ejercicio de su trabajo, sin estar sujetos a los cambios de 
gobierno y sin ser rehenes de las diferencias que legítima- 
mente podamos tener los Partidos Políticos, porque esto no 
lo pueden terminar pagando quienes cumplen con sus res- 
ponsabilidades en la forma que corresponde. 


El hecho de presentar un proyecto de ley que faculta al 
Directorio de OSE a incorporar -como dice el proyecto- ala 
función pública, con carácter permanente, a estos emplea- 
dos, y lograr el respaldo de todas las fuerzas políticas que 
integramos este Senado de la República, nos parece que es 
una excelente solución. No tenemos dudas de que el Di- 
rectorio de OSE va a cumplir con sus responsabilidades y 
dará respuesta satisfactoria, no solamente a quienes se 
desempeñaron en el proyecto CREDIMAT, sino también a 
este Cuerpo, que al dar su voto afirmativo al proyecto de 
ley, en función de lo que surge de la exposición de motivos 
y de lo que se discutió en la Comisión respectiva, otorga 
elementos suficientes como para solucionar este proble- 
ma. 


Por ahora es lo que tenemos para informar y estamos a 
las órdenes de los señores Senadores si desean hacer 
consultas. 


SEÑOR AMARO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR AMARO.- Señor Presidente: creo que lo expre- 
sado por el señor Senador Gallinal sobre el proyecto de ley 
referido al programa CREDIMAT aclara todo lo que podría 
ser polémico. Sin embargo, nosotros vamos a tomarlo desde 
otro punto de vista. 


Adelantamos nuestro voto afirmativo, porque conoce- 
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mos el espíritu y el fundamento de dicho programa, que ya 
estaba funcionando cuando asumimos la responsabilidad 
de presidir el Directorio de OSE. Este programa fue creado 
hace más de diez años, con el fin de proporcionar las 
mayores facilidades posibles para que las familias más 
modestas, de bajos o nulos recursos económicos, pudieran 
conectarse a la red de saneamiento central y así mejorar su 
calidad de vida. 


Lo que ocurría era que el Estado uruguayo, a través de 
OSE -con recursos propios o con financiamiento de entida- 
des crediticias-, realizaba enormes esfuerzos para ejecutar 
obras de infraestructura sanitaria, construyendo plantas y 
redes en diversas localidades del país, y en muchas ocasio- 
nes, a pesar de que el colector central pasaba frente a 
padrones en los que vivían familias de bajos recursos, éstas 
no se conectaban debido a carencias económicas. Es por 
esto que surge el programa CREDIMAT, que además de dar 
el crédito, através de sus funcionarios realiza la obra, tanto 
en lo que se refiere al saneamiento tradicional, como al 
efluente decantado. Esos fueron los primeros pasos que se 
dieron cuando se creó la empresa CREDIMAT. 


Así surgió el programa: como una herramienta, como un 
instrumento social y en gran medida democratizador, por- 
que ayudaba a los sectores sociales más necesitados a que 
tuvieran los beneficios del saneamiento. En definitiva, la 
salud es un derecho de todos y para todos, por lo que no 
puede quedar reservado solamente a los económicamente 
pudientes. 


Sabemos que el programa CREDIMAT se ha extendido 
a escuelas y a entidades sin fines de lucro, y nos parece 
bien, porque lo que se invierte en agua y saneamiento es a 
favor de la salud de nuestro pueblo. Hoy OSE tiene más de 
350 servicios, sin contar los pueblos de menos de 1.000 
habitantes y los servicios de agua y saneamiento construi- 
dos por MEVIR, que se están incorporando al Ente. Un 
programa sin obreros, sin recursos humanos, no puede 
llevarse a cabo. Por estas razones creo justo y apropiado el 
proyecto de ley, a fin de proponer una solución definitiva 
para los trabajadores que, a pico y pala y con sudor, hacen 
posible que el saneamiento llegue a los hogares más humil- 
des y a las esuelas públicas del Uruguay. 


Por otra parte, se trata de obreros que hace tiempo se 
vienen desempeñando en estas tareas, por lo que poseen 
las condiciones de idoneidad técnica y la suficiente expe- 
riencia en obras como para asegurar la correcta ejecución de 
las mismas. 


La comunidad y los vecinos entienden razonable que 
estén al amparo de la ley, y personalmente creo que esto es 
de estricta justicia, porque -como bien dijo el señor Senador 
Gallinal- vienen desempeñándose en estas tareas desde 
hace más de diez años, y OSE los tenía prácticamente 
reconocidos como funcionarios, porque no estaban dirigi- 
dos como una empresa aislada, sino a nivel gerencial, por 
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los gerentes de OSE. Inclusive, esos funcionarios estaban 
afiliados al Banco de Previsión Social y, lógicamente, apor- 
taban por intermedio de OSE. 


Por lo tanto, este no es un tema político, como se quiso 
hacer ver, sino de necesidad social. OSE, por sí misma, no 
puede realizar el programa de las escuelas y de las institu- 
ciones sin fines de lucro, porque el personal obrero que 
tiene el Organismo no alcanza para cubrir los servicios. A 
eso se debe agregar el pago de horas extras y por esas 
vicisitudes pasa permanentemente quien tiene la Dirección 
del Ente. 


Vamos a votar el proyecto de ley con total tranquilidad, 
ya que consideramos que es un acto de estricta justicia que 
al obrero se le asegure la fuente de trabajo. 


13) SEÑOR MARCOS OSCAR VELASQUEZ VIDAL. 
PENSION GRACIABLE 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el tercer 
punto del Orden del Día: “Proyecto de ley por el que se le 
concede una pensión graciable al señor Marcos Oscar 
Velásquez Vidal. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N*342/05 
Rep. N* 156/05 
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Comisión de Asuntos 
Laborales y Seguridad Social 


PROYECTO SUSTITUTIVO 


Artículo 1”.- Concédese una pensión graciable al señor 
Marcos Oscar Velásquez Vidal, cédula de identidad 
N* 908.610-4, equivalente a cuatro bases de prestaciones y 
contribuciones. 


Artículo 2”.- La erogación resultante será atendida por 
Rentas Generales. 


Sala de la Comisión, a 13 de Octubre de 2005. 


Eduardo Lorier, Miembro Informante; 
Francisco Gallinal, Gustavo Guarino, 
Julio Lara Gilene, Jorge Saravia. Sena- 
dores. 
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MINISTERIO DE EDUCACION Y CULTURA 
MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS 


Montevideo, 19 de setiembre de 2005. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General 
Don Rodolfo Nin Novoa. 


Señor Presidente: 


El Poder Ejecutivo tiene el alto honor de dirigirse a ese 
Cuerpo con el objeto de someter a su consideración el adjunto 
Proyecto de Ley, por el que se concede una pensión graciable 
a favor del Sr. Marcos Oscar Velásquez Vidal, en atención 
a su meritoria trayectoria como destacado cultor de nuestra 
música y de nuestras más acendradas tradiciones. 


El Proyecto recoge la necesidad de reconocer su voca- 
ción y talento como autor, intérprete e investigador, de gran 
trayectoria dentro del medio uruguayo e internacional. 


Correspodne valorar su talento como una personalidad 
de la mayor jerarquía artística que, particularmente ha con- 
tribuido a resaltar nuestra tradición oriental a través de 
reconocidas canciones populares abordando las diversas 
temáticas como canción, candombe, carnaval, estilo, gato, 
habanera, milonga, polca, ranchera, tango, vals criollo, 
vidalita, etc. Sus mejores composiiones totalizan setenta y 
una obras seleccionadas del habiente que están registradas 
en AGADU, a las cuales debe agregarse otras obras que 
integran un cuantioso archivo temático actualmente depo- 
sitado en dependencias municipales, producto de sus con- 
diciones relevantes de literato fabulista y de investigador 
musical. 


Cabe consignar que se han tomado en consideración a 
favor de la propuesta de otorgamiento del beneficio pro- 
puesto, la nota de la Cámara de Senadores de 9/12/2003 que 
resolvió solicitar al Poder Ejecutivo la iniciativa requerida 
que acompaña proyecto de ley presentado en lo pertinente, 
y la nota de la Intendencia Municipal de Montevideo, 
Secretaría General, de 17/12/2003, que remitió la Resolución 
N* 8616 adoptada por la Junta Departamental de Montevi- 
deo de 11/12/2003, transmitiendo la inquietud de esa Corpo- 
ración ante la desfavorable situación económica y la preca- 
ria salud que padece el autor, intérprete e investigador 
involucrado, en virtud de lo cual solicita se le conceda una 
pensión graciable, de acuerdo con las normas vigentes. 


Su carrera se inicia en la década del 60, como impulsor 
por jerarquizar el canto criollo y la música popular. Ha sido 
un autor y compositor cuya obra, de reconocida trascen- 
dencia y popularidad, ha enriquecido laimagen nacional en 
el campo de la música a lo largo de más de cuarenta años. 


En nuestro medio alcanza enorme éxito, lo que le permitió 
en 1964 lograr el Primer Premio a la mejor canción con su 
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célebre polca “La rastrojera”, en el Primer Festival de Fol- 
clore realizado en Salto, y la obtención en ese año del Primer 
Premio como solista en Canal 5 SODRE. Las canciones más 
clásicas de su repertorio autoral como “Nuestro camino”, 
“El sapo y la comadreja”, “Aquilino y su acordeón”, dentro 
de sus recordadas obras, fueron grabadas por consagrados 
artistas en la materia como Los Olimareños, Alfredo 
Zitarrosa, Washington Carrasco, entre otros. 


A través de la divulgación de su aporte a la cultura 
nacional, ha cooperado en mantener directa vinculación 
con la difusión cultural del país en el exterior. Desde 1974 
se radicó y permaneció durante quince años en París, Fran- 
cia. Hizo conocer y trascender la música folclórica y popular 
uruguaya mediante sus continuas actuaciones y espectá- 
culos en Europa. 


Es un gran intérprete de guitarra y cantautor de género 
popular que lo ha convertido en un exponente de excepcio- 
nal talento musical. 


A suregreso al país en 1987, por invitación de docentes 
del Liceo Francés, fue homenajeado por cantores de distin- 
tas generaciones de nuestro medio, con un gran espectácu- 
lo en el Teatro El Galpón, donde actuó al cierre del mismo el 
Dúo Cantaclaro, integrado por los hermanos Marcos Oscar 
y Jorge Gustavo Velásquez Vidal. 


En su calidad de humorista de espectáculos de Carnaval, 
ha tenido notorias actuaciones integrando el canto y el 
humor, con su personaje “Tintoreto” que había concebido 
en Francia, así como realizó en Montevideo diversas pre- 
sentaciones carnavaleras e intervino como intérprete en 
diferentes teatros. 


En el ámbito de sus inquietudes artísticas y populares ha 
propiciado puntuales iniciativas de interés, en la Comisión 
de Folclore de AGADU, como la concreción y las bases del 
Primer Concurso de Canciones de raíz folclórica uruguaya. 


Justifica en forma especial este proyecto, la grave situa- 
ción económica por la que atraviesa el beneficiario. 


El Proyecto de Ley, en su Artículo Primero, establece el 
nombre del beneficiario así como el monto de la pensión. En 
el Artículo Segundo se establece que la erogación resultan- 
te será atendida por Rentas Generales. 


Asimismo, a efectos de su tramitación ante el BPS, se 
expresa que la Cédula de Identidad del beneficiario tiene el 
N*908.610-4. 


El Poder Ejecutivo saluda al Señor Presidente de la 
Asamblea General con su más alta consideración. 


Rodolfo Nin Novoa, Vicepresidente de la 
República en ejercicio de la Presidencia, 
Danilo Astori, Jorge Brovetto. 
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PROYECTO DELEY 


Artículo Primero.- Concédese una pensión graciable al 
Sr. Marcos Oscar Velásquez Vidal, Cédula de Identidad 
N* 908.610-4, equivalente a cuatro salarios mínimos nacio- 
nales. 


Artículo Segundo.- La erogación resultante será atendi- 
da por Rentas Generales. 


Danilo Astori, Jorge Brovetto. 


Comisión de Asuntos 
Laborales y Seguridad Social 


ACTA N? 18 


En Montevideo, el trece de octubre de dos mil cinco, a la 
hora dieciséis y cuarenta minutos, se reúne la Comisión de 
Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado. _____ 
Asisten los Senadores miembros señor Doctor Francisco 
Gallinal, ingeniero agrónomo Gustavo Guarino, Julio Lara 
Gilene, ingeniero agrónomo Eduardo Lorier y Jorge Saravia. 
Faltan con aviso, según nota oportunamente presentada, 
los Senadores señora Susana Dalmás y contador-econo- 
mista Isaac Alfie. 


Actúa en Secretaría la señora Beatriz Pérez Rovira con la 
colaboración de la señora Verónica Cantero. _________ 
Abierta la sesión, se considera el proyecto de ley por el que 
se dispone que la actualización de las liquidaciones, de los 
trabajadores de Establecimientos Frigoríficos del Cerro S.A., 
comprendidos en la Ley N* 16.194, de 12 de julio de 1991, 
deberá realizarse de acuerdo con lo dispuesto por el artícu- 
lo 39 de la Ley N* 13.728, de 17 de diciembre de 1968 (Carp. 
ZII) A rt st 
Se aprueba el proyecto por unanimidad, y se nombra Miem- 
bro Informante al señor Senador Lara Gilene._________ 
A continuación se da entrada al proyecto de ley por el que 
se concede una pensión graciable a la señora Adelina Pérez 
(Carp. B3STRMOOD. 
La Comisión pasa a considerar los siguientes proyectos de 
ley por los que se conceden pensiones graciables: 
- Alseñor Elgar Alfredo Baeza (Carp. 91/05); ________ 
- Alseñor Marcos Oscar Velásquez Vidal (Carp. 342/05); 
- Alseñor Abel Soria Gil (Carp.347/05)._____________ 
- Y,alaseñora Adelina Pérez (Carp.357/05).__________ 
Todas ellas son modificadas, sustituyendo el término “Sa- 
larios mínimos nacionales” por el término “base de pres- 
taciones y contribuciones”, según lo dispuesto por la Ley 
N* 17.856, y aprobados. 
Se designan los siguientes Miembros Informantes: _____ 
- Señor Senador Saravia para el señor Baeza (Carp. 


- Señor Senador Lorier para el señor Velásquez Vidal 
(Carp. IAZ/09% ooo corr 
- Señor Senador Lara Gilene para el señor Soria Gil (Carp. 
347/05); 
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- Señora Senadora Dalmás para la señora Pérez (Carp. 
BEMOL 
A continuación se acuerda realizar una sesión extraordina- 
ria el próximo jueves veinte con el siguiente Orden del Día: 
1%) Proyecto de ley, a ingresar el martes dieciocho en el 
Senado, referente a la situación de los trabajadores del 
sistema “CREDIMAT”. 2%) Proyecto de ley por el que se 
establece un proceso específico de elaboración del índice 
medio de salarios para el ajuste de las retribuciones de 
jubilados o pensionistas (Carp. 93/05). 3%) Recibir a las 
siguientes delegaciones: a) Sociedad uruguaya de Actores; 
b) Trabajadores no sindicalizados de la empresa Dirox S.A.; 
y,Cc) Asociación de Trabajadores de TV libre. __________ 
Finalmente se comete a los señores Presidentes de la Comi- 
sión y de la de Hacienda a fijar fecha para una próxima 
reunión, para el tratamiento del proyecto de ley de fueros 
sindicales, ingresado al Senado el veintinueve de julio 
PPAO sea o e e no 
A la hora diecisiete y cuarenta minutos se levanta la sesión. 
Para constancia se labra la presente que, una vez aprobada, 
firman el señor Presidente y la señora Secretaria de la 
Comisión. 


Julio Lara Gilene 
Presidente 


Beatriz Pérez Rovira 
Secretaria.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de ley. 
(Se lee) 
- Repártanse las bolillas de votación. 


(Así se hace) 


14) CREDIMAT 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa la discusión del pro- 
yecto de ley que estamos considerando por el que se faculta 
a OSE a celebrar contratos de función pública con carácter 
permanente. 


SEÑORA DALMAS.- Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra. 


SEÑORA DALMAS.- Quisiera realizar algunas precisio- 
nes acerca de nuestra posición con respecto a este tema. El 
señor Senador Gallinal ya ha relatado cuál fue el proceso de 
tratamiento de este proyecto de ley. 


En ocasión de la comparecencia del Directorio de OSE a 
la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social del 
Senado, el Presidente de OSE, señor Colacce, manifestó lo 
siguiente: “Por nuestra parte, estamos de acuerdo con el 
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principio del crédito,” -se refiere al crédito que se habilita 
por este plan llamado CREDIMAT- “y con mantenerlo, pero 
se generó una situación que entendemos no corresponde, 
como procedimiento, pues cuando un vecino venía a soli- 
citar el crédito para conectarse al saneamiento, le decían 
que el crédito era con mano de obra y materiales incluidos; 
entonces, aparecía la mano de obra, pero no se trataba de 
funcionarios del Organismo.” 


Se constató una situación que, a los ojos del Directorio 
era irregular, ya que se incluía mano de obra dentro del 
crédito y, de alguna manera, se fue generando una situación 
tal con estos trabajadores que tanto sus salarios como sus 
aportes al BPS eran pagados por OSE. Es decir que OSE 
ejercía una intermediación, lo que aparentemente no cons- 
tituye una situación muy normal. 


A ese respecto, el doctor Uriarte que también concurrió 
ala mencionada Comisión, señaló: “...estos trabajadores de 
CREDIMAT quedaban en calidad de contratados por el 
usuario bajo la Ley N* 14.411, relativa a la construcción, y 
la OSE actuaba como intermediaria, reteniendo los aportes 
y volcándolos”. 


Posteriormente afirmó que “...lo más grave de esto es 
que ellos dicen que realizaron obras para OSE. Lo que 
nosotros efectivamente pudimos constatar, en base alo que 
pagaban los particulares y según estos contratos por medio 
de los cuales se los empleaba, era que OSE los derivaba a 
hacer cualquier tipo de cosas; esto es lo que estamos 
investigando.” 


é 


Al respecto dio el siguiente ejemplo: “...se hicieron 
donaciones en dólares y en pesos sobre esos préstamos de 
CREDIMAT, cuyo fin no era precisamente la donación, más 
allá de que eventualmente uno pueda decir que OSE tiene 
capacidad para hacerlo. Sin embargo, ese era dinero que 
estaba afectado a otra cosa.” 


Más adelante, expresó que “... efectivamente ellos fue- 
ron utilizados como mano de obra casi gratuita para realizar 
cosas que no tenían nada que ver con el objetivo para el cual 
fueron contratados.” En realidad, habían sido contratados 
para conexiones entre instalaciones domiciliarias y el caño 
de saneamiento exterior. 


Nosotros entendimos que era necesario tener un instru- 
mento legal para esto, pero teníamos una duda muy impor- 
tante y así lo manifestamos. Se trata de una situación 
irregular y que, lamentablemente, afecta a un gran número 
de trabajadores que en lo inmediato quedan sin trabajo. Sin 
embargo, quiero expresar que hay un sinnúmero de situa- 
ciones en el Estado con todo tipo de contrataciones que 
están siendo estudiadas en general por el Gobierno y la 
Oficina Nacional del Servicio Civil a fin de encontrar una 
solución general para todas esas irregularidades o situacio- 
nes no muy claras. La intención es que, efectivamente, 
logremos una reestructura del Estado que permita raciona- 
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lizar los recursos humanos en una forma verdadera, autén- 
tica y atendiendo las reales necesidades del Estado urugua- 
yo de hoy. 


Poreso hacemos hincapié en el texto legal que faculta al 
Directorio de OSE y le da flexibilidad para manejar este tipo 
de contratos, así como situaciones que se puedan dar en el 
futuro en virtud de esta reestructura que el Gobierno aspira 
sea analizada por el Parlamento durante la Rendición de 
Cuentas del año próximo. 


SEÑOR AMARO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR AMARO.- Simplemente, deseo aclarar que es la 
única forma en que se puede encarar un convenio con las 
escuelas públicas. Creo que ningún uruguayo que viva en 
este país puede negar que es imprescindible dar seguridad 
sanitaria a los niños. Ya hemos tenido alguna triste expe- 
riencia en Bella Unión, departamento de Artigas, donde se 
tuvo que apelar a la Marina y al Ejército para dar cumpli- 
miento al servicio, porque los niños se estaban bañando en 
las piletas de decantación de MEVIR. 


El Directorio de OSE, luego de concurrir a la Comisión de 
la que la señora Senadora Dalmás acaba de leer algunos 
pasajes, firmó un convenio con Educación de Enseñanza 
Primaria -hizo muy bien y lo aplaudo- para darle cobertura 
sanitaria a la escuela pública. ¿Cómo podría hacerlo si no 
retoma aesos 130 funcionarios de CREDIMAT para atender 
todas las conexiones de saneamiento que están pendien- 
tes? Hay algunos departamentos que tienen 900 y otros 
1.000. Se está estudiando un saneamiento general para todo 
el país, para las regiones con una población de menos de 
1.000 habitantes. También me consta, y creo que está muy 
bien, que es interés de este Gobierno hacer el saneamiento 
de la Ciudad de la Costa. Sia eso no le damos la infraestruc- 
tura que ya está instrumentada, y es adecuada, porque no 
se han planteado quejas sobre el trabajo de los obreros de 
CREDIMAT, únicamente se podrían corregir anomalías 
-que entiendo y acompaño- por medio de la ley. Este 
proyecto de ley, justamente, vendría a poner las cosas en 
sus verdaderos niveles. 


SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MICHELINI.- Nosotros vamos a votar el proyec- 
to de ley porque naturalmente le da una oportunidad a la 
gente trabajadora, que se ha desempeñado en tareas manua- 
les y que ha contribuido a que haya más conexiones de OSE 
a nivel del saneamiento. 


Sin embargo, eso no quita que, de alguna forma, expre- 
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semos que tal vez en alguna oportunidad haya que estudiar- 
lo más a fondo. Quizás para que OSE contrate a muchos de 
estos trabajadores requiera autorización legal. Estos obre- 
ros estaban vinculados directamente a las conexiones en 
casas de familia humildes a través del crédito correspon- 
diente. Si OSE los contrata ahora, habría que ver si existe 
el marco legal para que puedan realizar trabajos dentro de 
esas casas. 


Independientemente de esa situación, he pedido el uso 
de la palabra para señalar que acá estamos otorgando una 
facultad. Queremos que OSE tenga la mayor cantidad posi- 
ble de herramientas. Hoy no puede tomar trabajadores; le 
estamos dando una facultad, un instrumento, una herra- 
mienta para que, llegado el caso, pueda contratarlos a 
través de esta autorización o facultad que le estamos con- 
cediendo. 


Eso no debe confundirse con que nosotros queramos 
manejar desde el Senado ala empresa pública. El Directorio 
está haciendo bien las cosas, está ordenando la Casa por- 
que hay muchas cosas que, a nuestro entender, no queda- 
ron como debían. Por lo tanto, no deseamos que este 
proyecto de ley, que es una herramienta, una facultad, 
pueda dar a entender que, desde el Senado, queremos 
manejar a la empresa OSE y que dicho Organismo o su 
Directorio -sobre todo su Presidente- no tienen el respaldo 
que, por lo menos, la bancada de Gobierno le está dando 
frente a todo lo que está haciendo, sobre todo, reitero, su 
Presidente. 


Entonces, votamos la iniciativa y la enviamos a la Cáma- 
ra de Representantes. Allí, quizás, la versión taquigráfica 
de esta reunión podrá ser analizada con mayor profundidad 
e inclusive se podrá crear un marco legal que le permita a 
OSE tomar más funcionarios, si al final así lo determina. 
Queremos dejar expresa constancia de que mediante este 
proyecto de ley no estamos manejando a OSE ni quitando 
el respaldo que el Directorio y su Presidente tienen de 
nuestra bancada. 


SEÑOR RUBIO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RUBIO.- Señor Presidente: si OSE necesita una 
facultad para tener un mayor margen de manejo, estoy de 
acuerdo, pero eso no quiere decir que compartamos la 
historia de este asunto. He tenido algunos contactos y sé 
que hay muchos trabajadores que, por esta vía, han creado 
un vínculo, pero creo que el problema no es de ellos, sino 
de todo el sistema. En lo que se refiere al sistema, debo 
señalar que estoy radicalmente en contra de su historia; 
como procedimiento de política pública, estoy radicalmente 
en contra, aunque éste no es el momento para discutir. 
Entonces, si OSE necesita ciertos márgenes para contratar 
a algunos de estos trabajadores a fin de que realicen algu- 
nas de las funciones que quiere desarrollar -según lo que me 
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han dicho, esta no es la función que quiere hacer el Orga- 
nismo y puede haber otras-, estamos de acuerdo con que el 
Parlamento se los otorgue. 


SEÑOR BARAIBAR.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BARAIBAR.- Señor Presidente: con el respeto y 
el afecto que me merecen todos mis colegas Senadores, 
desde el Miembro Informante hasta otros que han interve- 
nido -nada menos que el señor Senador Amaro y la señora 
Senadora Dalmás, con la lectura que hizo de la intervención 
del Directorio de OSE-, debo decir que, lejos de tener clara 
la historia, el presente y el futuro de este proyecto de ley, 
lo único que he logrado es encontrarme absolutamente 
lleno de dudas acerca de su pertinencia. No obstante, 
después tendremos oportunidad de estudiar la versión 
taquigráfica y de examinar, con una fina lectura, todo lo que 
aquí se ha señalado. Me parece que es loable que a las 
familias humildes se les haya permitido hacer la conexión. 
Como sabemos, se gastaban millones de dólares para brin- 
dar el saneamiento y, como después la gente no tenía dinero 
para hacer la conexión, no lo usaba y se seguían vertiendo 
las aguas servidas. 


Atendemos también el aspecto social de que haya traba- 
jadores que, en definitiva, son víctimas, más que responsa- 
bles de una situación que está llena de anomalías en cuanto 
a la manera en que han resuelto su forma de contratación; 
no es responsabilidad de ellos, sino, claramente, de los 
jerarcas que durante muchos años los fueron contratando. 
Entonces, se fue generando una situación que, de hecho, se 
convirtió en un aparente derecho y que ahora se plasma en 
este proyecto que está en vías de abrir un camino para 
seguir tratando el tema. 


Acá el tema es uno solo: mediante este proyecto de ley 
se está resolviendo si 140 trabajadores deben, o no, ser 
contratados por OSE. Creo que todo lo que venimos discu- 
tiendo en el Presupuesto, todo lo que hemos escuchado 
decir a los Ministros y a los miembros de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto sobre la reforma del Estado y 
la necesidad de encarar un nuevo ordenamiento en materia 
de contratación y del funcionamiento de todos los organis- 
mos estatales, muestra que este proyecto va absolutamente 
a contrapelo de la orientación general de nuestro Gobierno. 


Entiendo que hay un problema humano. Hoy, mucha 
gente que estuvo trabajando en una situación de la que no 
es responsable -sílo son los jerarcas del Organismo que los 
contrataba y les pagaba el salario-, frente a la ansiedad de 
mantener el trabajo, está generando una situación que 
tenemos que abordar. 


Vamos a votar esta iniciativa pero, como lo han dicho 
otros señores Senadores preopinantes, lo único que esta- 
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mos aprobando es un facúltase. Luego, en la instancia de la 
Cámara de Representantes nuestros compañeros tendrán 
tiempo de examinar en profundidad el proyecto y de convo- 
car nuevamente a OSE. 


Pido que la versión taquigráfica de nuestras palabras 
sea enviada al Directorio de OSE para que, con todos los 
elementos en sus manos, en definitiva, nos dé su opinión en 
la materia. 


En ese entendido es que vamos a votar favorablemente 
el proyecto. 


15) INASISTENCIAS 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa desea aclarar el tema de 
las faltas. El Senado resolvió, en su oportunidad, que el 
Presidente está autorizado a conceder permiso a aquellas 
Comisiones que tienen necesidad de reunirse. En mi ausen- 
cia, el Presidente del Senado, el señor Senador Couriel, 
otorgó tres permisos que fueron comunicados a todos los 
señores Senadores de las respectivas Comisiones. Prueba 
de ello fueron las faltas con aviso, ya que todos dijeron que 
no podían concurrir; por lo tanto, la convocatoria fue hecha 
en tiempo y forma por cada una de las respectivas Secreta- 
rías. 


16) CREDIMAT 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa la discusión general 
del proyecto de ley por el que se faculta a OSE a celebrar 
contratos de función pública con carácter permanente. 


SEÑOR LAPAZ.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR LAPAZ.- Señor Presidente: quisiera saber si el 
proyecto de ley que vamos a votar es el que figura en el 
Orden del Día o es el sustitutivo. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Hay dos proyectos de ley, 
señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Si usted me permite, señor Sena- 
dor, voy a hacer una aclaración. 


En el Orden del Día, en la citación, se incluyen los 
proyectos originales y no los sustitutivos. Todos los 
señores Senadores tienen el proyecto sustitutivo, que es el 
que en esta oportunidad vamos a votar y que fuera informa- 
do por el señor Senador Gallinal y aprobado por los señores 
Senadores Lara Gilene, Lorier y Saravia. 
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Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general 
el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-31en31.Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo Unico. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo Unico.- Facúltase a OSE (Obras Sanitarias del 
Estado) a celebrar contratos de función pública con carác- 
ter permanente, a quienes se desempeñaron en el 
emprendimiento denominado CREDIMAT, implementado 
por dicho Organismo.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-30en 30. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


SEÑOR GALLINAL .- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GALLINAL .- Señor Presidente: varios señores 
Senadores han señalado que en el proyecto de ley se 
establece el término “facúltase”. ¡Vaya silo sabemos quie- 
nes fuimos sus autores! Lo hicimos a propósito y no qui- 
simos expresar “impétrase” u “oblígase” a la OSÉE a incor- 
porar a los funcionarios, porque nos parecía que, de esa 
forma, estábamos violentando la autonomía del Organis- 
mo. En ese sentido fue que trabajamos, pero debemos 
agregar algo más. Con esa filosofía no solamente lo presen- 
tamos con el señor Senador Saravia, sino que así lo apro- 
bamos en Comisión. También se lo trasmitimos al Directorio 
de OSE, con el propósito de que haga uso de esa facultad 
-como sabemos que lo va a hacer- con justicia. Como 
sabemos, el propósito que se busca con esta iniciativa es 
incorporar alos 130 obreros que se desempeñaron en dicho 
proyecto. 
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Finalmente, corresponde aclarar que no necesariamente 
tendrán que desempeñar funciones en el tema CREDIMAT. 
Si a partir de su incorporación, el Directorio de OSE decide 
que deben desarrollar otra labor, está dentro de sus facul- 
tades tomar una decisión de esas características. 


Nada más. Muchas gracias. 
(Aplausos en la Barra) 
(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa recuerda a la Barra que 
no se pueden hacer manifestaciones a favor ni en contra; si 
tengo que reprimir las que son en contra, debo hacer lo 
propio con las que se realicen a favor. 


Muchas gracias. 


17) PENSIONES GRACIABLES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
que figura en segundo término del Orden del Día: “Proyecto 
de ley por el que se crea una Comisión Permanente en la 
órbita del Ministerio de Educación y Cultura con el come- 
tido de entender en el otorgamiento de las pensiones 
graciables (Carp. N*279/05 - Rep. N” 150/05 - Anexo I)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N*279/05 
Rep. N* 150/05 


PROYECTODELEY 
“DE LAS PENSIONES GRACIABLES” 


Artículo 1”.- Créase una COMISION PERMANENTE en 
la órbita del Ministerio de Educación y Cultura para el 
otorgamiento de las pensiones graciables. 


Dicha COMISION deberá integrarse con un represen- 
tante del Ministerio de Educación y Cultura, un represen- 
tante del Ministerio de Economía y Finanzas, un represen- 
tante del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y un 
representante del Banco de Previsión Social. 


La misma deberá constituirse una vez promulgada la 
presente ley. 


Artículo 2”.- La Comisión tendrá por cometido, el otor- 
gamiento efectivo de las pensiones graciables. 


Para ello se le otorgará a ésta, las más amplias facultades 
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para el seguimiento, la toma de decisiones, así como el 
elevamiento a consideración del Poder Ejecutivo de las 
solicitudes de pensiones graciables presentadas. 


Artículo 3”.- El otorgamiento de las pensiones graciables: 


A. La Comisión deberá resolver el otorgamiento de las 
pensiones graciables por unanimidad de votos de 
sus miembros. 


B. Dicha comisión contará con un plazo de 90 días para 
expedirse contados de corrido a partir del día de 
recibido el expediente de solicitud sin importar de 
dónde provenga el mismo. 


C. La Comisión deberá controlar que el cobro de las 
pensiones graciables se efectúe en un plazo máximo 
de 60 días contados a partir del otorgamiento de las 
mismas por la Cámara de Senadores. 


Montevideo, 3 de agosto de 2005. 


Julio C. Lara Gilene. Senador. 


EXPOSICION DEMOTIVOS 


Las pensiones graciables encuentran consagración en 
la Constitución de la República; en su artículo 85, numeral 
13), el mismo dispone dentro de las competencias de la 
Asamblea General, el “(...) acordar pensiones y recompen- 
sas pecuniarias o de otra clase y decretar honores públicos 
a los grandes servicios.” 


En nuestro país el tema de las pensiones graciables 
merece una solución más efectiva de la que hasta hoy se le 
ha dado, es sabido que en ocasiones el beneficiario de estas 
pensiones fallece sin siquiera haber percibido el pago de la 
pensión, aun cuando la Asamblea General se la había con- 
cedido. 


De manera que con intención de dar solución a este 
problema proponemos, la creación de una Comisión Perma- 
nente en la órbita del Ministerio de Educación y Cultura, 
constituida por un representante de dicho Ministerio, así 
como también un representante del Ministerio Economía y 
Finanzas, un representante del Ministerio Trabajo y Segu- 
ridad Social, y finalmente un representante del Banco de 
Previsión Social, la que garantizará el otorgamiento efecti- 
vo de estas pensiones en plazos racionales, justos y pru- 
dentes, dándole celeridad al pago efectivo de las mismas. 


Para ello se le otorgará a la mencionada Comisión, las 
más amplias facultades para el seguimiento, la toma de 
decisiones, así como el elevamiento a consideración del 
Poder Ejecutivo de las solicitudes de pensiones graciables 
presentadas. 
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Es de relevancia dejar en claro que en nuestro país se han 
otorgado hasta el momento tan sólo 357 pensiones 
graciables, muchas de estas como mencionamos ut supra 
son pagadas luego de fallecido el beneficiario, de esta forma 
buscamos evitar la proliferación de solicitudes inconclusas 
y se garantizaría la excepcionalidad en el otorgamiento de 
este beneficio. 


Montevideo, 3 de agosto de 2005. 


Julio C. Lara Gilene. Senador. 


INFORME 


Primeramente debemos comenzar por señalar la necesi- 
dad de otorgar al tema de las pensiones graciables una 
solución más efectiva de la que hasta hoy se le ha dado. 


Cuando decimos más efectiva nos referimos a la búsque- 
da de un procedimiento que garantice la fluidez y la celeri- 
dad en el otorgamiento de las mismas. 


Podríamos preguntarnos el porqué de esta necesidad 
que hoy planteamos, y la primera gran respuesta radica en 
una realidad que vivimos en torno a este tema y es que en 
ocasiones el beneficiario de estas pensiones fallece sin 
siquiera haber percibido el pago de la pensión, aun cuando 
la Asamblea General se la había concedido. 


Desde ya que esta propuesta no pretende eludir los 
procedimientos establecidos en nuestra constitución al 
respecto; léase artículo 85, numeral 13), el mismo dis- 
pone dentro de las competencias de la Asamblea General, el 
“(...) acordar pensiones y recompensas pecuniarias o de 
otra clase y decretar honores públicos a los grandes servi- 
cios.” 


Asimismo, la propuesta no busca el otorgamiento indis- 
criminado de las mismas, es decir proponemos “fluidez y 
celeridad con garantías”. 


Cabe entonces preguntarse cómo obtener la combina- 
ción de estos conceptos. 


La respuesta a esta cuestión entendemos va de la mano 
con la creación de una Comisión Permanente en la órbita del 
M.E.yC. para el otorgamiento de las pensiones graciables, 
constituida por un representante de dicho Ministerio, así 
como también un representante del Ministerio de Economía 
y Finanzas, un representante del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, y finalmente un representante del Banco 
de Previsión Social, la que garantizará el otorgamiento 
efectivo de estas pensiones en plazos racionales, justos y 
prudentes, dándole celeridad al pago efectivo de las mis- 
mas. 
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Para ello se le otorgará a la mencionada Comisión, las 
más amplias facultades para el seguimiento, la toma de 
decisiones, así como el elevamiento a consideración del 
Poder Ejecutivo de las solicitudes de pensiones graciables 
presentadas. 


Julio C. Lara Gilene. Senador. 


Comisión de Asuntos 
Laborales y Seguridad Social 


ACTA N*15 


En Montevideo, el quince de setiembre de dos mil cinco, a 
la hora dieciséis y cincuenta minutos, se reúne la Comisión 
de Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado. ___ 
Asisten los Senadores miembros señora Susana Dalmás, y 
señores contador-economista Isaac Alfie, doctor Francisco 
Gallinal, y señor Julio Lara Gilene, e ingeniero agrónomo 
Eduardo Lorier. rr 
Faltan con aviso, según nota oportunamente presentada, 
los señores Senadores doctor Eduardo Ríos y Jorge Saravia. 
Preside el señor Senador Lara Gilene.____ 
Actúa en Secretaría la señora Beatriz Pérez Rovira con la 
colaboración de la señora Verónica Cantero. _________ 
Abierta la sesión, por Secretaría se da entrada a los siguien- 
tes proyectos de ley: _____________ 
- Mensaje y proyecto de ley por el que se extiende el 
efecto de laudos, acuerdos y convenios elaborados en los 
Consejos de Salarios (Carp. 309/05); y,_____________ 
- Proyecto de ley, aprobado por la Cámara de Represen- 
tantes, por el que se concede una pensión graciable al señor 
José Luis Pomi Miracle (Carp.329/05).______________ 
La Comisión considera este último proyecto de ley y aprue- 
ba uno sustitutivo. Se nombra Miembro Informante a la 
Senadora Susana Dalmás. ____ 
El Senador Lara Gilene da cuenta de una nota, recibida por 
varios Senadores, en la que se requiere la solicitud de una 
pensión graciable para el señor Luis Antonio Iglesias. El 
Senador Lorier manifiesta que, en la Comisión de Educación 
y Cultura ya se consideró el tema y se resolvió darle trámite 
rápidamente, bajo forma de una minuta al Poder Ejecutivo. 
Por tanto los Senadores de la Comisión pueden adjuntar sus 
TCM A E DE NO. 
El Senador Lara Gilene plantea realizar una invitación al 
Directorio de ANCAP, referida al tema energético y la 
situación de Metzen y Sena, y el Senador Alfie agrega 
también la situación de la empresa Ramírez. Oportunamente 
SOSCUESALA:> 0 o Ls re a lr a 
A continuación se considera el proyecto de ley por el que 
se crea una Comisión Permanente, en la órbita del Ministerio 
de Educación y Cultura, para el otorgamiento de “Pensiones 
Graciables” (Carp.279/05).________________ 
Se considera y aprueba dicho proyecto de ley, designando 
Miembro Informante al señor Senador Lara Gilene.______ 
Finalmente ingresa a Sala una delegación de trabajadores 
de Establecimientos Frigoríficos del Cerro S.A. 
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De lo tratado se toma versión taquigráfica que consta de 
seis fojas útiles y forma parte integrante de esta acta (Dis- 
tribuido NO 4AB4AOS). 
A la hora diecisiete y veinte minutos se levanta la sesión. 
Para constancia se labra la presente que, una vez aprobada, 
firman el señor Presidente y la señora Secretaria de la 
Comas SS 

Julio Lara Gilene 

Presidente 


Beatriz Pérez Rovira 
Secretaria. 


Carp. N*279/05 
Rep. N* 150/05 
Anexo I 


PROYECTODELEY 


SUSTITUTIVO 


Artículo 1*.- Créase una Comisión Permanente en la 
órbita del Ministerio de Educación y Cultura para el trata- 
miento de las pensiones graciables a nivel del Poder Ejecu- 
tivo. 


Dicha Comisión se integrará con un representante del 
Ministerio de Educación y Cultura, que la presidirá, un 
representante del Ministerio de Economía y Finanzas, un 
representante del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
y un representante del Banco de Previsión Social. 


La misma deberá integrarse dentro del plazo de 90 días 
de promulgada la presente ley. 


Artículo 2”.- La Comisión que se crea tendrá por come- 
tido la consideración y el tratamiento de las pensiones 
graciables que se soliciten. 


A estos efectos, se le otorgarán las más amplias facul- 
tades para el estudio, seguimiento y envío a consideración 
del Poder Ejecutivo de las solicitudes de pensión graciable 
presentadas. 


Artículo 3”.- La Comisión dispondrá de un plazo de 90 
días contados a partir de la fecha de recibo de la correspon- 
diente solicitud, para expedirse al respecto. 


Las resoluciones que dispongan favorablemente el en- 
vío al Poder Ejecutivo de las solicitudes de pensión graciable 
que se formulen, deberán ser adoptadas por la Comisión por 
unanimidad de sus miembros. 
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Artículo 4”.- La Comisión que se crea tendrá asimismo 
como cometido, controlar que el pago de las pensiones 
graciables otorgadas por la Cámara de Senadores, se realice 
a los beneficiarios dentro del plazo máximo de 60 días a 
contar de la fecha de dicho otorgamiento, comunicando el 
incumplimiento de pago dentro de dicho plazo al Ministerio 
de Educación y Cultura a efectos de la adopción por parte 
de éste de las medidas que pueda corresponder para 
efectivizarlo. 


Montevideo, 31 de octubre de 20053. 


Julio C. Lara Gilene. Senador. 


INFORME 


Las pensiones graciables encuentran consagración en 
la Constitución de la República; en su artículo 85, numeral 
13), el mismo dispone dentro de las competencias de la 
Asamblea General, el “(...) acordar pensiones y recompen- 
sas pecuniarias o de otra clase y decretar honores públicos 
a los grandes servicios.” 


En nuestro país el tema de las pensiones graciables 
merece una solución más efectiva de la que hasta hoy se le 
ha dado, es sabido que en ocasiones el beneficiario de estas 
pensiones fallece sin siquiera haber percibido el pago de la 
pensión, aun cuando la Asamblea General se la había con- 
cedido. De manera que con intención de dar solución a este 
problema proponemos la creación de una Comisión Perma- 
nente en la órbita del Ministerio de Educación y Cultura, 
constituida por un representante de dicho Ministerio, así 
como también un representante del Ministerio de Economía 
y Finanzas, un representante del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, y finalmente un representante del Banco 
de Previsión Social, la que garantizará el otorgamiento 
efectivo de estas pensiones en plazos racionales, justos y 
prudentes, dándole celeridad al pago efectivo de las mis- 
mas. 


Para ello se le otorgará a la mencionada Comisión, las 
más amplias facultades para el seguimiento, la toma de 
decisiones, así como el elevamiento a consideración del 
Poder Ejecutivo de las solicitudes de pensiones graciables 
presentadas. 


Es de relevancia dejar en claro que en nuestro país se han 
otorgado hasta el momento tan sólo 357 pensiones 
graciables, muchas de estas como mencionamos ut supra 
son pagadas luego de fallecido el beneficiario, de esta forma 
buscamos evitar la proliferación de solicitudes inconclusas 
y se garantizaría la excepcionalidad en el otorgamiento de 
este beneficio. 


Julio C. Lara Gilene, Senador. 
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PROYECTODELEY 


“DELAS PENSIONES GRACIABLES” 


Artículo 1”.- Créase una COMISION PERMANENTE en 
la órbita del Ministerio de Educación y Cultura para el 
otorgamiento de las pensiones graciables. 


Dicha COMISION deberá integrarse con un represen- 
tante del Ministerio de Educación y Cultura, un represen- 
tante del Ministerio de Economía y Finanzas, un represen- 
tante del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y un 
representante del Banco de Previsión Social. 


La misma deberá constituirse una vez promulgada la 
presente ley. 


Artículo 2”.- La Comisión tendrá por cometido, el otor- 
gamiento efectivo de las pensiones graciables. 


Para ello se le otorgará a ésta, las más amplias facultades 
para el seguimiento, la toma de decisiones, así como el 
elevamiento a consideración del Poder Ejecutivo de las 
solicitudes de pensiones graciables presentadas. 


Artículo 3”.- El otorgamiento de las pensiones graciables: 


A. La Comisión deberá resolver el otorgamiento de las 
pensiones graciables por unanimidad de votos de 
sus miembros. 


B. Dicha comisión contará con un plazo de 90 días para 
expedirse contados de corrido a partir del día de 
recibido el expediente de solicitud sin importar de 
dónde provenga el mismo. 

C. La Comisión deberá controlar que el cobro de las 
pensiones graciables se efectúe en un plazo máximo 
de 60 días contados a partir del otorgamiento de las 
mismas por la Cámara de Senadores. 


Montevideo, 3 de agosto de 2005. 


Julio C. Lara Gilene. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Lara. 


SEÑOR LARA GILENE.- Señor Presidente: vamos a in- 
formar sobre la creación de una Comisión Permanente en la 
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órbita del Ministerio de Educación y Cultura con el come- 
tido de entender en el otorgamiento de las pensiones 
graciables, que fue aprobada en forma unánime por la Comi- 
sión. 


Ante todo, entendemos que es relevante destacar que, 
en nuestro país, el tema de las pensiones graciables encuen- 
tra consagración en la Constitución de la República. Es por 
ello que hoy, con esta propuesta, buscamos reglamentar un 
mandato de tal jerarquía. 


La problemática de la inexistencia de un sistema para el 
otorgamiento de las pensiones graciables ha sido tratada en 
anteriores Legislaturas, no lográndose a la fecha la creación 
de una estructura jurídica e institucional que haga posible 
la viabilidad de dichas pensiones, tanto en su estudio como 
en su efectivo otorgamiento. 


Es por estas razones que hoy presentamos el presente 
proyecto de ley a fin de crear una Comisión Permanente en 
la órbita del Ministerio de Educación y Cultura para el 
tratamiento de las pensiones graciables. Entendemos que 
es este el camino adecuado para el logro de una solución a 
esta problemática que se ha arraigado, tanto en la esfera 
política como en la social. 


Cabe, entonces, fundamentar la propuesta explicando 
someramente por qué consideramos que la existencia de 
esta Comisión Permanente resolvería definitivamente el 
asunto. 


En primer lugar, debemos destacar que la creación de 
una Comisión dotada de las más amplias facultades para el 
seguimiento y la toma de decisiones, así como el tratamiento 
a nivel del Poder Ejecutivo de las solicitudes de pensiones 
graciables, constituye de por sí un gran avance en la tan 
mentada búsqueda de celeridad en lo que respecta a su 
otorgamiento, pues implica la existencia de un órgano espe- 
cializado dirigido, exclusiva y específicamente, a este tema. 


Por otra parte, la estipulación de los plazos en el presen- 
te proyecto, tanto para que se expida la Comisión como para 
el efectivo pago de las pensiones, garantiza el cumplimiento 
del objetivo ya mencionado en la exposición de motivos, y 
es que los beneficiarios logren cobrarlas en vida. 


A través de esta propuesta, creemos que se cumple un 
mandato constitucional y, por otro lado, que se resuelve de 
mejor manera el problema de la inexistencia de un marco 
estructural que permita el efectivo otorgamiento de las 
pensiones graciables, problemática que se arrastra de Le- 
gislaturas pasadas. Por lo expuesto, solicitamos que el 
Cuerpo acompañe la aprobación de este proyecto de ley. 


A título informativo, queremos agregar que hoy estamos 
votando varias pensiones graciables. A la vez, voy a dar 
cifras oficiales: el año pasado solamente fueron cobradas 
cinco y el anterior únicamente siete. Lo que buscamos con 
este instrumento en el que trabajamos activamente -y apro- 
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vecho a agradecer a los compañeros de la Comisión por ello- 
es regular, en un plazo determinado, que sería de 90 días, 
para que la Comisión pueda expedirse sobre las partes 
involucradas. Luego de manifestarse afirmativamente, ten- 
dría un plazo de 60 días para que puedan ser cobradas. 


Se crea una gran expectativa con el otorgamiento de una 
pensión graciable. A veces pasan cinco, seis o siete años 
desde que las Cámaras votaron las minutas de aspiración, 
y por ello se piensa que se ha aprobado su otorgamiento, 
pero resulta que noes así. No estamos aumentando ningún 
gasto sino que, simplemente, tratamos que la Comisión se 
expida en el menor tiempo posible y que el interesado cobre, 
como corresponde, a los 60 días de su otorgamiento. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: comprendo y 
comparto el espíritu del proyecto de ley. Se trata de crear 
una Comisión Permanente en el ámbito del Poder Ejecutivo. 
Sin perjuicio de que comparto el espíritu del proyecto de 
ley, me apresuro a señalar que en el artículo 4* hay un error 
que, creo, es importante y debe ser corregido, lo cual puede 
hacerse rápidamente. 


De acuerdo con lo que establece el artículo 111 de la 
Constitución de la República, la pensión graciable se 
otorga por ley por lo que requiere la intervención de las dos 
Cámaras; sin embargo, el artículo 4” del proyecto de ley 
habla de un plazo máximo de 60 días para el pago a contar 
del otorgamiento correspondiente. Parece referirse al otor- 
gamiento por la Cámara de Senadores, por lo cual habría que 
ajustar la redacción y establecer que el plazo máximo de 60 
días será a contar de la fecha de la vigencia de la ley que la 
otorga. Digo esto, porque en el texto está contado a partir 
de que el Senado se pronuncia. 


Es cuanto quería manifestar. 
SEÑOR LARA GILENE.- ¿Me permite, señor Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el Miembro 
Informante para una aclaración. 


SEÑOR LARA GILENE.- Señor Presidente: comparto lo 
que acaba de expresar el señor Senador; incluso, lo mane- 
jamos en su momento con el señor Senador Breccia, quien 
también nos sugirió algún cambio que luego hicimos. Me 
parece que se podría buscar una redacción mejor. 


Asimismo, quiero aclarar -lo hablaba hace un momento 
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con el señor Senador Larrañaga- que cuando el tema se vota 
tanto en la Cámara de Representantes como en el Senado, 
eso no significa que después el interesado perciba la pen- 
sión graciable. Por ejemplo, eso ha pasado con pensiones 
que han sido otorgadas desde hace siete años, pese a que 
fueron votadas por las dos Cámaras. En algunos casos, ha 
ocurrido que la gente ha fallecido, como por ejemplo suce- 
dió con el “Pepe” Sasía y con pintores y escultores muy 
importantes. Después, esos asuntos quedan en algún cajón 
de un Ministerio, en este caso, en el de Economía y Finan- 
zas. 


En todo caso, debería corregirse la redacción. Cabe 
aclarar que no se está aumentando nada sino que, simple- 
mente, esa Comisión va a tener todas las facultades para 
expedirse, pudiéndolo hacer a favor o en contra. Hay que 
tener presente que, prácticamente, hemos votado por una- 
nimidad casi todas las pensiones que han sido presentadas, 
y a veces lo hemos hecho sin profundizar si realmente 
estaban contemplados los requisitos que se exigen para su 
otorgamiento; muchas veces, esto no sucede. Precisamen- 
te, queremos que esta Comisión Permanente que se crea 
tenga 90 días para pronunciarse. En realidad, las pensiones 
que han ingresado no han sido muchas, pero lo que preten- 
demos es que, si la Comisión las aprueba, las personas estén 
cobrando a los 60 días, y por ese motivo incorporamos al 
Banco de Previsión Social. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: sugiero que el 
artículo 4%, quede redactado de la siguiente manera: “La 
Comisión que se crea tendrá asimismo como cometido, 
controlar que el pago de las pensiones graciables” -aquí 
eliminaríamos la expresión “otorgadas por la Cámara de 
Senadores”- “se realice a los beneficiarios dentro del plazo 
máximo de 60 días a contar de la fecha de la promulgación 
de la ley respectiva, comunicando el incumplimiento de 
pago dentro de dicho plazo al Ministerio de Educación y 
Cultura”, etcétera. 


Entonces, se deben contar los 60 días desde la fecha de 
promulgación de la ley respectiva; si la Comisión advierte 
que se ha hecho el pago, selo comunicará al Ministerio. Esa 
es mi propuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicitaríamos al señor Senador 
Korzeniak que acerque esta sugerencia a la Mesa cuando 
estemos en la consideración particular. 


SEÑOR ABDALA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 
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SEÑOR ABDALA.- Señor Presidente: debo decir que no 
tenía la información que nos ha acercado el señor Senador 
Lara Gilene en cuanto a que solamente se estaban pagando 
cinco pensiones graciables. La verdad es que esto me 
impresiona mucho, porque da la sensación de que estamos 
en medio de un caos. 


También quiero decir que, en general, la liberalidad con 
que el Parlamento trata este tema es muy grande, por lo que 
creo que es muy pertinente el planteo del señor Senador 
Lara Gilene a los efectos de ordenar todo esto. Francamente, 
tengo la sensación de que estos aspectos se manejan de 
modo anárquico, porque cuando alguien viene y plantea el 
otorgamiento de una pensión graciable nunca queda muy 
clara su justificación. 


Asimismo, me parece que el tema de las pensiones 
graciables refleja una concepción monárquica, virreinal o 
de otra época, y debo decir que no soy muy afín a la 
aprobación al voleo de este beneficio, porque tengo la 
impresión de que, a veces, las hemos otorgado hasta por 
vínculos sanguíneos. La verdad es que no entiendo si un 
vínculo sanguíneo hace mejor a la gente; en todo caso, 
pudo hacer mejor al personaje histórico que está detrás, 
pero no a los nietos ni a los sobrinos; esto es inexplicable. 


Entonces, bienvenido sea el planteo del señor Senador 
Lara Gilene, pues va a ordenar un tema que en este momento 
es caótico. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Pido la palabra para 
solicitar una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Señor Presidente: a 
lo mejor peco de una tremenda ignorancia -por la cual, desde 
ya pido perdón-, pero leyendo este proyecto, y más ahora 
que se le elimina la frase referida ala Cámara de Senadores, 
parecería que hay una Comisión que decide las pensiones 
graciables y que luego es el Poder Ejecutivo el que toma la 
determinación. 


Solicito si es posible que se explique un poco más este 
punto. 


SEÑOR ALFIE.- Lo aprueba el Parlamento y lo eleva al 
Poder Ejecutivo. 


SEÑOR KORZENIAK.- Se guía por lo que dispone el 
artículo 111 de la Constitución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A este respecto, existe un man- 
dato constitucional, señor Senador. 


SEÑORA PERCOVICH.- Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA PERCOVICH.- Señor Presidente: comparto al- 
gunas de las expresiones del señor Senador Abdala con 
relación al criterio con que se conceden las pensiones 
graciables. Personalmente tenía entendido -y me hubiera 
gustado que este aspecto estuviera contemplado en la 
redacción del proyecto de ley- que el Ministerio de Educa- 
ción y Cultura estaba estudiando criterios lo más objetivos 
posible, para llegar a una definición de cómo se adjudica 
una pensión graciable, que creo es el marco que necesita- 
mos. Imagino que ése es el espíritu de este proyecto de ley, 
aunque así no esté expresado. Quiero que quede constancia 
en la versión taquigráfica de que espero que este sea uno 
de los objetivos de esta Comisión, es decir, la definición de 
criterios y límites más o menos precisos para la concesión 
de pensiones graciables, porque la verdad es que aquí las 
votamos haciendo fe en los compañeros de la Comisión de 
Asuntos Laborales y Seguridad Social en el sentido de que 
los proyectos que se presentan contemplan algunos ele- 
mentos imprescindibles como para que realmente esas 
bolitas blancas o negras que ponemos, tengan una justifi- 
cación. 


Como sucede en otras cuestiones en las cuales decidi- 
mos, por ejemplo, otorgar o no fondos a instituciones o 
asociaciones civiles, estos son elementos que nos gustaría 
estuvieran encuadrados dentro de otra lógica -de servicios 
prestados, etcétera- que hoy no tenemos. Al respecto, 
esperamos que esta Comisión que se crea por iniciativa del 
señor Senador Lara Gilene y de la Comisión de Asuntos 
Laborales y Seguridad Social, esté en consonancia con esta 
línea de trabajo que había planteado el señor Ministro de 
Educación y Cultura. 


SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: vamos a votar 
esta iniciativa la cual, naturalmente, irá a la otra Cámara, 
pero el asunto es el siguiente. No sé si se le hicieron 
consultas al propio Ministerio de Educación y Cultura, 
pues parecería lógico que quien maneja este tema pudiera 
asesorarnos al respecto. 


Obviamente, aquí hay una cuestión urgente, porque hay 
pensiones graciables que vota el Parlamento y que después 
quedan archivadas; pero mediante este proyecto se genera 
una Comisión, un mecanismo, y parecería lógico que si 
todos queremos que esto vaya en buena dirección, se 
hubiera consultado a las autoridades del Ministerio. 


Entonces, le damos importancia al tema, pero aspiramos 
a que la Cámara de Representantes pueda estudiarlo un 
poco más y cuente con la opinión del Poder Ejecutivo a este 
respecto. En todo caso, si hay que hacer alguna modifica- 
ción, el proyecto deberá volver a esta Cámara. 
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No queremos obstruir algo que nos parece loable, es 
decir, que nadie a quien se le vote una pensión graciable 
deje de cobrarla. Sin embargo, también es cierto que aquí se 
crea una Comisión y se incluyen algunos aspectos sobre los 
cuales nos hubiera gustado, reitero, tener la opinión del 
Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD 

En discusión particular. 

Léase el artículo 1*. 

(Selee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo 1”.- Créase una Comisión Permanente en la 
órbita del Ministerio de Educación y Cultura para el trata- 
miento de las pensiones graciables a nivel del Poder Ejecu- 
tivo. 


Dicha Comisión se integrará con un representante del 
Ministerio de Educación y Cultura, que la presidirá, un 
representante del Ministerio de Economía y Finanzas, un 
representante del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
y un representante del Banco de Previsión Social. 


La misma deberá integrarse dentro del plazo de 90 días 
de promulgada la presente ley”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

- 24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 2*. 

(Selee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo 2”.- La Comisión que se crea tendrá por come- 
tido la consideración y el tratamiento de las pensiones 
graciables que se soliciten. 


A estos efectos, se le otorgarán las más amplias facul- 
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tades para el estudio, seguimiento y envío a consideración 
del Poder Ejecutivo de las solicitudes de pensión graciable 
presentadas”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-25en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 3* 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo 3”.- La Comisión dispondrá de un plazo de 90 
días contados a partir de la fecha de recibo de la correspon- 
diente solicitud, para expedirse al respecto. 


Las resoluciones que dispongan favorablemente el en- 
vío al Poder Ejecutivo de las solicitudes de pensión graciable 
que se formulen, deberán ser adoptadas por la Comisión por 
unanimidad de sus miembros”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-25en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Léase el artículo 4”, con la modificación propuesta por el 
señor Senador Korzeniak. 


(Se lee:) 
SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo 4”.- La Comisión que se crea tendrá asimismo 
como cometido, controlar que el pago de las pensiones 
graciables se realice a los beneficiarios dentro del plazo 
máximo de 60 días a contar de la fecha de la promulgación 
de la ley respectiva, comunicando el incumplimiento de 
pago, si lo hubiere, dentro de dicho plazo al Ministerio de 
Educación y Cultura, a efectos de la adopción por parte de 
éste de las medidas que puedan corresponder para 
efectivizarlo.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
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(Se vota:) 
-25en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Ha quedado aprobado el proyecto de ley, que se comu- 
nicará a la Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 


“ARTICULO 1”.- Créase una Comisión Permanente en la 
órbita del Ministerio de Educación y Cultura para el trata- 
miento de las pensiones graciables a nivel del Poder Ejecu- 
tivo. 


Dicha Comisión se integrará con un representante del 
Ministerio de Educación y Cultura, que la presidirá, un 
representante del Ministerio de Economía y Finanzas, un 
representante del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
y un representante del Banco de Previsión Social. 


La misma deberá integrarse dentro del plazo de 90 días 
de promulgada la presente ley. 


ARTICULO 2". - La Comisión que se crea tendrá por 
cometido la consideración y el tratamiento de las pensiones 
graciables que se soliciten. 


A estos efectos, se le otorgarán las más amplias facul- 
tades para el estudio, seguimiento y envío a consideración 
del Poder Ejecutivo de las solicitudes de pensión graciable 
presentadas. 


ARTICULO 3”.- La Comisión dispondrá de un plazo de 
90 días contados a partir de la fecha de recibo de la corres- 
pondiente solicitud, para expedirse al respecto. 


Las resoluciones que dispongan favorablemente el en- 
vío al Poder Ejecutivo de las solicitudes de pensión graciable 
que se formulen, deberán ser adoptadas por la Comisión por 
unanimidad de sus miembros. 


ARTICULO 4”.- La Comisión que se crea tendrá asimis- 
mo como cometido, controlar que el pago de las pensiones 
graciables se realice a los beneficiarios dentro del plazo 
máximo de 60 días a contar de la fecha de la promulgación 
de la ley respectiva, comunicando el incumplimiento de 
pago, si lo hubiere, dentro de dicho plazo al Ministerio de 
Educación y Cultura a efectos de la adopción por parte de 
éste de las medidas que pueda corresponder para 
efectivizarlo.” 


18) PROYECTOS PRESENTADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un proyecto 
presentado. 


CAMARA DE SENADORES 


8 de noviembre de 2005 


(Se da del siguiente:) 
SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Las señoras Senadoras Dalmás, Topolansky, Xavier y 
Percovich y los señores Senadores Vaillant, Fernández 
Huidobro, Lorier, Nicolini, Saravia, Cid, Korzeniak, Couriel, 
Nin Novoa, Ríos, Rubio y Michelini presentan, con exposi- 
ción de motivos, los siguientes proyectos de ley: por el que 
se establecen normas tendientes a cooperar con la Corte 
Penal Internacional en la lucha contra el genocidio, críme- 
nes de lesa humanidad y crímenes de guerra.” 

- ALA COMISIÓN DE CONSTITUCION Y LEGISLA- 
CION. 


(Texto del proyecto de ley presentado:) 


“PROYECTO DELEY 


GENOCIDIO, CRIMENES DELESA HUMANIDAD, CRI- 
MENES DE GUERRA y COOPERACION con la CORTE 
PENAL INTERNACIONAL (Estatuto de Roma) 


PARTEI. PRINCIPIOS GENERALES 


Art. 1 (Crímenes y delitos) 


Sustitúyase el artículo 2” del Código Penal por el si- 
guiente: 


“Artículo 2 (División de los Delitos) 


Los delitos, atendida su gravedad, se dividen en 
crímenes, delitos y faltas. Los crímenes son delitos de 
extrema gravedad que se rigen por las leyes especiales 
que los tipifiquen, lo dispuesto en este Código y las 
normas de derecho internacional, en cuanto les sean 
aplicables. Las faltas se rigen por lo dispuesto en el 
Libro III de este Código”. 


Art. 2 (Derecho y deber de juzgar crímenes internacio- 
nales) 


La República Oriental del Uruguay tiene el derecho y el 
deber de juzgar los hechos que fueren delictivos según los 
principios generales del derecho internacional, con inde- 
pendencia de que los mismos hayan sido tipificados o no. 
Especialmente tiene el derecho y el deber de juzgar, de 
conformidad con las disposiciones contenidas en esta ley, 
los crímenes reconocidos en el Estatuto de Roma de la Corte 
Penal Internacional aprobado por Ley N* 17.510 de 27 de 
junio de 2002. 
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Serán aplicables alos crímenes y delitos tipificados por 
esta ley los principios generales de derecho penal consa- 
grados en el derecho nacional y en los tratados y conven- 
ciones de los que Uruguay es parte y, en particular, cuando 
correspondiere, los enunciados en el Estatuto de Roma de 
la Corte Penal Internacional y los especialmente estableci- 
dos en la presente ley. 


Art. 4 (Ambito de aplicación - Condiciones de Extradi- 
ción) 


4.1. Los crímenes y delitos que se tipifican por esta ley 
se aplicarán en relación con: 


A) Los crímenes y delitos cometidos o cuyos efectos 
deban producirse en el territorio de la República o en 
espacios sometidos a su jurisdicción. 


B) Los crímenes y delitos cometidos en el extranjero por 
nacionales uruguayos, sean o no funcionarios públi- 
cos, civiles o militares, siempre que el imputado no 
haya sido absuelto o condenado en el extranjero o, en 
este último caso, no haya cumplido la pena. 


4.2. Cuando se encontrare en territorio de la República 
o en lugares sometidos a su jurisdicción, una persona 
sospechosa de haber cometido un crimen o delito de los 
tipificados en los Títulos I a IV de la Parte Il de la presente 
ley, el Estado uruguayo está obligado a tomar las medidas 
necesarias para ejercer su jurisdicción respecto de dicho 
crimen o delito, si no recibiera solicitud de entrega a la Corte 
Penal Internacional o pedidos de extradición, debiendo 
proceder a su enjuiciamiento como si el crimen o delito se 
hubiese cometido en territorio de la República, indepen- 
dientemente del lugar de su comisión, la nacionalidad del 
sospechoso o de las víctimas. 


4.3. Verificada la situación prevista en el párrafo prece- 
dente: si de trata de un crimen o delito cuyo juzgamiento sea 
jurisdicción de la Corte Penal Internacional, se actuará 
conforme a lo previsto en el artículo 49; sí se trata de un 
crimen o delito cuyo juzgamiento no sea jurisdicción de la 
Corte Penal Internacional, se procederá de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo $5. 


4.4. La jurisdicción nacional no se ejercerá cuando: 


A) Tratándose de crímenes o delitos cuyo juzgamiento 
sea jurisdicción de la Corte Penal Internacional: 


a) Se solicite la entrega por la Corte Penal Interna- 
cional. 


b) Se solicite la extradición por parte del Estado 
competente al amparo de Tratados o Convencio- 
nes internacionales vigentes para la República. 
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c) Se solicite la extradición por parte del Estado 
competente no existiendo Tratados o Convencio- 
nes vigentes con la República, en cuyo caso y sin 
perjuicio de los demás requerimientos legales, 
para conceder la extradición, el Estado requirente 
debió haber ratificado el Estatuto de Roma de la 
Corte Penal Internacional. 


B) Si se reciben en forma concurrente solicitudes de 
entrega a la Corte Penal Internacional y de extradi- 
ción por terceros Estados, se procederá de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 60. 


C) Se trate de crímenes o delitos que no se encuentran 
bajo la jurisdicción de la Corte Penal Internacional, 
cuando se conceda la extradición por parte del Esta- 
do competente. 


4.5. Los crímenes y delitos tipificados en esta ley no se 
considerarán delitos políticos, ni delitos comunes conexos 
con delitos políticos o cuya represión obedezca a fines 
políticos. 


Art. 5 (Actuación bajo jurisdicción nacional) 


5.1. Cuando se constate la situación prevista en el 
artículo 4.2, encontrándose en territorio de la República o 
en lugares sometidos a su jurisdicción, una persona sospe- 
chosa de haber cometido un crimen o delito que no fuese 
jurisdicción de la Corte Penal Internacional, conocerá el 
Juez competente quien, si las circunstancias lo justifican y 
con noticia al Ministerio Público, dispondrá orden de pri- 
sión preventiva que se notificará inmediatamente al Estado 
en cuyo territorio se sospecha que la persona ha cometido 
los crímenes o delitos, al Estado de su nacionalidad que se 
encuentre más próximo y, si fuese apátrida, al Estado en que 
habitualmente resida. Las comunicaciones serán realizadas 
por el Poder Ejecutivo por vía diplomática y contendrán 
información sobre el procedimiento que dispone la presente 
ley. 


5.2. Dentro de las veinticuatro horas de producido el 
arresto, el Juez tomará audiencia al detenido en presencia 
del Ministerio Público, en la cual: 


A) Le intimará la designación de defensor de su elec- 
ción, bajo apercibimiento de tenérsele por designado 
al de oficio de turno. 


B) Nombrará un intérprete y le facilitará las traduccio- 
nes que sean necesarias para su defensa. 


C) Le informará que existen motivos para creer que ha 
cometido un crimen o delito tipificado en la presente 
ley y que se le presume inocente mientras no se 
pruebe su culpabilidad. 
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D) Procederá a tomarle declaración en presencia del 
defensor. 


5.3. Lo actuado en audiencia será comunicado al Poder 
Ejecutivo quien lo notificará al Estado en cuyo territorio se 
sospecha que la persona ha cometido los crímenes o delitos 
y al Estado de su nacionalidad que se encuentre más próxi- 
mo y, si fuese apátrida, al Estado en que habitualmente 
resida. La persona detenida tendrá facilidades para comu- 
nicarse inmediatamente con el representante correspon- 
diente del Estado de su nacionalidad que se encuentre más 
próximo o, si se trata de un apátrida, con el representante del 
Estado en que habitualmente resida. 


5.4. Si dentro del plazo de veinte días desde la fecha de 
notificación a los Estados prevista en el párrafo 1 de este 
artículo no se hubiese recibido ningún pedido de extradi- 
ción, dentro de los diez días corridos siguientes se dispon- 
drá la libertad del indagado o, si hubiese mérito, se iniciará 
el procedimiento penal. 


Art. 6 (Improcedencia de Asilo y Refugio) 


No corresponderá conceder asilo diplomático ni refugio 
cuando existan motivos fundados para considerar que la 
persona ha cometido un crimen o delito de los tipificados en 
la presente ley, aun cuando reuniera las demás condiciones 
para ser asilado o solicitar refugio. 


Art.7 (Imprescriptibilidad) 


Los crímenes, delitos y penas tipificados en los Títulos 
Ta III de la Parte II de la presente ley son imprescriptibles, 
cualquiera sea la fecha en que se hayan cometido. 


Art. $ (Improcedencia de amnistía y similares) 


Los crímenes, delitos y penas tipificados en los Títulos 
Ta III de la Parte Il de la presente ley, no podrán declararse 
extinguidos por indulto, amnistía, gracia, ni por ningún otro 
instituto de clemencia, soberana o similar, que en los he- 
chos impida el juzgamiento de los sospechosos o el efectivo 
cumplimiento de la pena por los condenados. 


Art. 9 (Obediencia debida y otros eximentes) 


No podrá invocarse la orden de un funcionario superior 
o de una autoridad pública, ni la existencia de circunstan- 
clas excepcionales cualesquiera sean estas (como, por ejem- 
plo, amenaza o estado de guerra, inestabilidad política o 
cualquier otra emergencia pública real o presunta) como 
justificación de los crímenes o delitos tipificados en los 
Títulos I a II de la Parte Il de la presente ley. Por consi- 
guiente, ni haber actuado bajo órdenes superiores, ni la 
invocación de circunstancias excepcionales, eximirán de 
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responsabilidad penal a quienes cometan, en cualquiera de 
sus modalidades, los crímenes o delitos referidos. 


Art. 10 (Responsabilidad jerárquica) 


El superior jerárquico, funcionario civil o militar, cual- 
quiera sea su cargo oficial o de gobierno, será penalmente 
responsable por los crímenes o delitos establecidos en los 
Títulos I a III de la Parte II de la presente ley que fuesen 
cometidos por quienes estén bajo su autoridad, mando o 
control efectivo, cuando en razón de su investidura, cargo 
o función, hubiere sabido o debido saber que estaban 
participando de cualquier manera en la comisión de los 
crímenes o delitos referidos y estando posibilitado para 
ejercerlos, no hubiere adoptado todas las medidas razona- 
bles y necesarias a su alcance para prevenir o reprimir la 
comisión de dichos crímenes o delitos. 


Art. 11 (Exclusión de jurisdicción especial) 


Los hechos constitutivos de los crímenes y delitos 
tipificados en la presente ley no podrán considerarse como 
cometidos en el ejercicio de funciones militares, no serán 
considerados delitos militares y quedará excluida la juris- 
dicción militar para su juzgamiento. 


Art. 12 (Inhabilitación absoluta) 


12.1. A los ciudadanos uruguayos condenados por crí- 
menes o delitos previstos en los Títulos l a III de la Parte II 
de la presente ley, se les impondrá pena accesoria de 
inhabilitación absoluta para ocupar cargos, oficios públi- 
cos y derechos políticos, por el tiempo de la pena. 


12.2. Si el penado fuese un profesional o idóneo en 
oficios de la medicina condenado por delitos previstos en 
los Títulos I a III de la Parte II de la presente ley, se le 
impondrá, además, inhabilitación especial para el ejercicio 
de su profesión u oficio por el tiempo de la pena. 


12.3. Si la condena fuese dispuesta por la Corte Penal 
Internacional, regirán las inhabilitaciones previstas en los 
numerales precedentes. 


Art. 13 (Intervención de la víctima) 


13.1. Tratándose de crímenes y delitos previstos en los 
Títulos I a Il de la Parte Il de la presente ley respecto de los 
cuales se hubiese dispuesto el archivo de los antecedentes 
o si luego de transcurridos sesenta días desde la formula- 
ción de la denuncia aún continúa la etapa de instrucción o 
indagación preliminar, el denunciante, la víctima o sus 
familiares podrán formular ante el Juez competente petición 
fundada de reexamen del caso o solicitud de información 
sobre el estado del trámite. 
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13.2. Si la petición se presenta por haberse dispuesto el 
archivo de los antecedentes, se dará intervención al Fiscal 
subrogante quien reexaminará las actuaciones en un plazo 
de veinte días. 


13.3. La resolución judicial será comunicada al 
peticionante, al Ministerio Público y al Fiscal de Corte. 


13.4. En cualquier estado de la instrucción o del proce- 
dimiento en cuanto correspondiere, el denunciante, la víc- 
tima o sus familiares podrán solicitar al Juez información 
sobre el estado del trámite, proponer prueba o poner a su 
disposición las que tengan en su poder. 


13.5 Durante el proceso, a solicitud del fiscal o de oficio, 
el juez adoptará cualquier medida que considere adecuada 
y necesaria para proteger la seguridad, el bienestar físico y 
psicológico, la dignidad y la vida privada de las víctimas y 
los testigos. A tal fin, tendrá en cuenta todos los factores 
pertinentes, incluidos la edad, el género, la salud, asícomo 
las características del delito, en particular cuando éste 
entrañe violencia sexual, violencia en razón del género o 
violencia contra niñas y niños. 


En casos de violencia sexual no se requerirá la corrobo- 
ración del testimonio de la víctima, no se admitirá ninguna 
evidencia relacionada con la conducta sexual anterior de la 
víctima o testigos ni se aceptará utilizar como defensa el 
argumento del consentimiento. 


Como excepción, y a fin de proteger a las víctimas, los 
testigos o el acusado, el juez podrá disponer por resolución 
fundada la presentación de pruebas por medios electróni- 
cos u otros medios técnicos especiales tendientes a preve- 
nir la victimización secundaria. En particular, se aplicarán 
estas medidas en el caso de víctimas de agresión sexual y 
menores de edad, sean víctimas o testigos. Será de aplica- 
ción en lo pertinente lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley 
17.514. 


Se procurarán todos les medios posibles para que el 
fiscal cuente con asesores jurídicos especialistas en deter- 
minados temas, entre ellos violencia sexual, violencia por 
razones de género y violencia contra los niños. Asimismo, 
se procurará que el tribunal cuente con personal especiali- 
zado para atender a las víctimas de traumas, incluidos los 
relacionados con la violencia sexual y de género. 


Art. 14 (Reparación de las víctimas) 


14.1. El Estado será responsable de la reparación de las 
víctimas de los crímenes y delitos tipificados en los Títulos 
I a III de la Parte Il de la presente ley que se cometan en 
territorio de la República o que se cometan en el extranjero 
por agentes del Estado o por quienes sin serlo hubiesen 
contado con la autorización, apoyo o aquiescencia de agen- 
tes del Estado. 
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14.2. La reparación de la víctima deberá ser integral 
comprensiva de indemnización, restitución y rehabilitación 
y se extenderá también asus familiares, grupo o comunidad 
a la cual pertenezca. Se entenderá por “familiares”, el con- 
junto de personas unidas por un lazo de matrimonio o 
parentesco, así como por el hecho de cohabitar o mantener 
una forma de vida en común. 


Art. 15 (Circunstancias Agravantes) 


Agravan especialmente los crímenes y delitos previstos 
en la presente ley, cuando no sean elementos constitutivos 
de los mismos y sin perjuicio de otras circunstancias 
agravantes que sean de aplicación, cuando el crimen o 
delito se cometa respecto de niños, mujeres embarazadas, 
personas con limitaciones en su salud física o mental a 
causa de su edad o enfermedad o de cualquier otra causa; 
o grupos familiares. Se entenderá por “grupos familiares” el 
conjunto de personas unidas por un lazo de matrimonio o 
parentesco, así como por el hecho de cohabitar o mantener 
una forma de vida en común. 


PARTE II. CRIMENES y PENAS 


Título I. Crimen de Genocidio 


Art. 16 (Genocidio) El que con la intención de destruir 
total o parcialmente a un grupo nacional, étnico, racial, 
religioso, político, sindical, o a un grupo con identidad 
propia fundada en razones de género, orientación sexual, 
culturales, sociales, edad, discapacidad o salud, perpetrare 
alguno de los actos mencionados a continuación, será 
castigado con quince a treinta años de penitenciaría: 


a) Homicidio intencional de una o más personas del 
grupo; 


b) Tortura, desaparición forzada, privación de libertad, 
agresión sexual, embarazo forzoso, sometimiento a 
tratos inhumanos o degradantes o lesiones graves 
contra la integridad física o mental de una o más 
personas del grupo; 


c) Sometimiento intencional de una o más personas del 
grupo, aprivaciones de recursos indispensables para 
su supervivencia; auna perturbación grave de salud; 
a la expulsión sistemática de sus hogares o a condi- 
ciones de existencia que puedan impedir su género 
de vida o acarrear su destrucción física, total o par- 
cial o del grupo; 


d) Medidas destinadas aimpedir nacimientos enel seno 
del grupo; 


e) Traslado por la fuerza o bajo amenazas de uno o más 
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miembros del grupo a otro grupo, o el desplazamiento 
del grupo del lugar donde está asentado. 


Art. 17 (Instigación al Genocidio) 


El que instigare públicamente a cometer crimen de geno- 
cidio, será castigado por el solo hecho de la instigación con 
doce meses de prisión a cuatro años de penitenciaría. 


Título TT. Crímenes de Lesa Humanidad 


CAPITULO 1. Crímenes de Lesa Humanidad - Estatuto de Roma 


Art. 18 (Crimen Internacional de Lesa Humanidad) 


El que cometiera cualquiera de los crímenes de lesa 
humanidad previstos en el artículo 7” del Estatuto de Roma 
de la Corte Penal Internacional aprobado por Ley N* 17.510 
de 27 de junio de 2002, será castigado con quince a treinta 
años de penitenciaría. 


Capítulo 2. Crímenes de Lesa Humanidad - Actos aislados 


Art. 19 (Extensión de principios generales) 


Serán considerados crímenes de lesa humanidad los 
delitos que se tipifican en el presente Capítulo 2 y será de 
aplicación lo dispuesto en la Parte I de esta ley. A los 
efectos de lo dispuesto en los artículos siguientes, se 
entenderá por “agente del Estado” a una persona que actúa 
en ejercicio de una función pública, revista o no la calidad 
de funcionario público. 


Art. 20 (Homicidio Político) 


El que siendo agente del Estado, o sin serlo contando 
con la autorización, apoyo o aquiescencia de uno o más 
agentes del Estado, dé muerte a alguna persona en virtud de 
sus actividades u opiniones políticas, sindicales, religio- 
sas, culturales, de género, reales o presuntas; o en razón de 
su real o presunta pertenencia a una colectividad política, 
sindical, religiosa o a un grupo con identidad propia funda- 
da en motivos de género o a un sector social, será castigado 
con quince a treinta años de penitenciaría. 


Art. 21 (Desaparición forzada de personas) 


21.1. El que de cualquier manera y por cualquier motivo, 
siendo agente del Estado o sin serlo contando con la 
autorización, apoyo o aquiescencia de uno o más agentes 
del Estado, procediere a privar de libertad a una persona, 
seguido de la negativa a informar sobre la privación de 
libertad o el paradero o la suerte de la persona privada de 
libertad; o que omita y se niegue a brindar información 
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sobre el hecho de la privación de libertad de una persona 
desaparecida, su paradero o suerte, será castigado con dos 
a veinticinco años de penitenciaría. 


21.2. El delito de desaparición forzada será considerado 
como delito continuado o permanente, mientras no se esta- 
blezca el destino o paradero de la víctima. 


21.3. Atenúa el delito de desaparición forzada de perso- 
nas las siguientes circunstancias: (a) Que la víctima sea 
puesta en libertad indemne; (b) que se informe o actúe para 
posibilitar o facilitar la aparición con vida del desaparecido. 


Art. 22 (Tortura) 


22.1. El que de cualquier manera y por cualquier motivo, 
siendo agente del Estado o sin serlo contando con la 
autorización, apoyo o aquiescencia de uno o más agentes 
del Estado impusiere cualquier forma de tortura a una per- 
sona privada de libertad o bajo su custodia o control o a una 
persona que comparezca ante la autoridad en calidad de 
testigo, perito o similar, será castigado con veinte meses de 
prisión a ocho años de penitenciaría. 


22.2. Se entenderá por “tortura”: 


(a) Todo acto por el cual se inflija dolores o sufrimientos 
graves, físicos, mentales o morales. 


(b) El sometimiento a penas o tratos crueles, inhumanos 
o degradantes. 


(c) Todo acto tendiente a anular la personalidad o dis- 
minuir la capacidad física o mental aunque no cause 
dolor ni angustia física o cualquier acto de los previs- 
tos en el art. 291 del Código Penal realizado con fines 
indagatorios, de castigo o intimidación. 


22.3. Nose entenderá por tortura el dolor o los sufrimien- 
tos que se deriven únicamente de sanciones lícitas o que 
sean consecuencia normal o fortuita de ellas. 


Art. 23 (Privación grave de la libertad) 


El que cometiera el delito previsto en el artículo 281 del 
Código Penal siendo agente del Estado o que sin serlo 
hubiera contado con la autorización, apoyo o aquiescencia 
de uno o más agentes del Estado, será castigado con seis 
a doce años de penitenciaría. 


Art. 24 (Agresión sexual contra persona privada de 
libertad) 


El que siendo agente del Estado o sin serlo contando con 
la autorización, apoyo o aquiescencia de uno o más agentes 
del Estado, cometiere cualquier acto de agresión sexual 
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contra una persona privada de libertad o bajo su custodia 
o control o contra una persona que comparezca ante la 
autoridad en calidad de denunciante, testigo, perito o simi- 
lar, será castigado con dos a quince años de penitenciaría. 


a) (Violación) 


Se entenderá por delito de lesa humanidad de violación, 
la invasión al cuerpo de una persona mediante una conduc- 
ta violenta de coacción, intimidación o amenaza de fuerza en 
contra de la víctima, o de una tercera persona, o del apro- 
vechamiento de la incapacidad de la víctima para dar su 
consentimiento, que haya ocasionado la penetración por 
insignificante que fuera, de cualquier parte del cuerpo de la 
víctima o del autor con un órgano sexual o del orificio anal 
o vaginal de la víctima con un objeto u otra parte del cuerpo. 


b) (Esclavitud sexual). 


Se entenderá por delito de lesa humanidad de esclavitud 
sexual, el ejercicio de los atributos del derecho de propie- 
dad o de algunos de ellos, sobre una o más personas con el 
fin de que éstas realicen actos de naturaleza sexual. 


c) (Prostitución forzada) 


Se entenderá por delito de lesa humanidad de prostitu- 
ción forzada la conducta por la cual se obliga a una o más 
personas a realizar actos de naturaleza sexual, mediante la 
fuerza, amenaza de la fuerza, abuso de poder, coacción o 
intimidación en contra de la víctima o de una persona, con 
el fin de obtener o esperar obtener beneficios pecuniarios 
u otros de la misma naturaleza. 


d) (Embarazo forzado) 


Se entenderá por delito de lesa humanidad el embarazo 
forzado, el confinamiento ilícito de una mujer con el fin de 
embarazarla o de mantener el embarazo contra su voluntad 
con la intención de modificar la composición étnica de una 
población o de cometer otra violación grave del derecho 
internacional. 


e) (Esterilización forzada) 


Se entenderá por delito de lesa humanidad de esteriliza- 
ción forzada, la privación a una o más personas de su 
capacidad reproductiva realizada contra su voluntad, sin su 
consentimiento informado, o que no haya tenido justifica- 
ción en un tratamiento médico o clínico de la víctima. 


f) (Abusos sexuales) 


Se entenderá por delito de lesa humanidad de abuso 
sexual, cualquier acto de naturaleza sexual realizado contra 
una O más personas, o hacer que esa o esas personas 
realicen un acto de naturaleza sexual, por la fuerza, amenaza 
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de la fuerza, coacción, intimidación, presión psicológica o 
abuso de poder en contra de la víctima o de una tercera 
persona, aprovechando un entrono de coacción o la inca- 
pacidad de esa o esas personas de dar su consentimiento y 
que constituya una conducta de gravedad comparable a los 
delitos enunciados en los artículos anteriores. 


Art. 25 (Asociación para cometer genocidio, crímenes 
de lesa humanidad o crímenes de guerra) 


Los que se asociaren para cometer uno o más crímenes 
de los tipificados en la presente ley, serán castigados por 
el simple hecho de la asociación, con la pena de ocho meses 
de prisión a seis años de penitenciaría. 


Título MT. Crímenes de Guerra 


Art.26 (Crimen de Guerra) 


26.1. El que en un conflicto armado de carácter interna- 
cional o interno, conforme los términos en que dichos 
conflictos son definidos por el derecho internacional, co- 
meta cualquiera de los crímenes de guerra que se tipifican 
a continuación, en particular cuando sea a gran escala o 
como parte de un plan o política, será castigado con dos a 
treinta años de penitenciaría. 


26.2. A los efectos de los crímenes de guerra que se 
tipifican en el presente, se considerarán personas y bienes 
protegidos, a quienes el derecho internacional ampara como 
tales en el marco de los conflictos armados internacionales 
O internos. 


26.3. Serán crímenes de guerra: 


1. El homicidio intencional; 


2. La tortura o los tratos inhumanos, incluidos los expe- 
rimentos biológicos; 


3. El hecho de causar deliberadamente grandes sufri- 
mientos o atentar gravemente contra la integridad 
física o la salud; 


4. La destrucción y la apropiación de bienes no justifi- 
cadas por necesidades militares o del conflicto arma- 
do, y efectuadas a gran escala, ilícita y arbitrariamen- 
te; 


5. El hecho de forzar a un prisionero de guerra o a un 
combatiente adversario detenido, a serviren las fuer- 
zas de una Potencia enemiga o del adversario; 


6. El hecho de privar deliberadamente a un prisionero de 
guerra o a un combatiente adversario detenido o a 
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otra persona protegida de su derecho a ser juzgado 
legítima e imparcialmente; o someterlo a condenas o 
ejecuciones sin previo juicio ante un Tribunal regu- 
larmente constituido con todas las garantías judicia- 
les generalmente reconocidas como indispensables; 


7. La deportación o el traslado, confinamiento o deten- 
ción ilegales; 


8. La toma de rehenes; 


9. Dirigir intencionalmente ataques contra la población 
civil en cuanto tal o contra personas civiles o prote- 
gidas que no participen directamente en las hostili- 
dades; 


10. Dirigir intencionalmente ataques contra bienes civi- 
les o bienes protegidos, es decir, bienes que no son 
objetivos militares; 


11. Dirigir intencionalmente ataques contra personal, 
instalaciones, material, unidades o vehículos partici- 
pantes en una misión de mantenimiento de la paz o de 
asistencia humanitaria de conformidad con la Carta 
de las Naciones Unidas, siempre que tengan derecho 
a la protección otorgada a civiles o bienes civiles o 
a personas o bienes protegidos, con arreglo al dere- 
cho internacional de los conflictos armados; 


12. Lanzar un ataque intencionalmente o cuando sea de 
prever que causará pérdidas de vidas, lesiones a 
civiles o personas protegidas o daños a bienes de 
carácter civil o protegidos o daños extensos, durade- 
ros y graves al medio ambiente natural que serían 
manifiestamente excesivos en relación con la ventaja 
militar concreta y directa de conjunto que se prevea; 


13. Atacar o bombardear, por cualquier medio, ciudades, 
aldeas, viviendas o edificios que no estén defendi- 
dos y que no sean objetivos militares; 


14. Causar la muerte o lesiones a un enemigo o comba- 
tiente adversario que haya depuesto las armas o que, 
al no tener medios para defenderse, se haya rendido 
a discreción; 


15. Utilizar de modo indebido la bandera blanca, la 
bandera nacional o las insignias militares o el unifor- 
me del enemigo o de las Naciones Unidas, así como 
los emblemas distintivos de los Convenios de Gine- 
bra, y causar así la muerte o lesiones graves; 


16. El traslado, directa o indirectamente, por la Potencia 
ocupante de parte de su población civil al territorio 
que ocupa o la deportación o el traslado de la tota- 
lidad o parte de la población del territorio ocupado, 
dentro o fuera de ese territorio; u ordenar cualquier 
otro desplazamiento de la población civil por razones 
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relacionadas con el conflicto armado, a menos que 
así lo exija la seguridad de los civiles o de personas 
protegidas de que se trate, por razones militares 
imperativas; 


17. Dirigir intencionalmente ataques contra edificios 
dedicados a la religión, la instrucción, las artes, las 
ciencias o la beneficencia, los monumentos históri- 
cos, los hospitales y los lugares en que se agrupa a 
enfermos y heridos, siempre que no sean objetivos 
militares; 


18. Someter a personas que estén en poder de otra parte 
en el conflicto, a mutilaciones físicas o aexperimen- 
tos médicos o científicos de cualquier tipo que no 
estén justificados en razón de un tratamiento médico, 
dental u hospitalario, ni se lleven a cabo en su 
interés, y que causen la muerte o pongan gravemente 
en peligro su salud; 


19. Matar o herir a traición a personas pertenecientes a 
la nación, al ejército enemigo o a los combatientes 
adversarios; 


20. Declarar que no se dará cuartel; 


21. Destruir, confiscar o apoderarse de bienes del ene- 
migo o del combatiente adversario, a menos que las 
necesidades del conflicto armado lo hagan imperati- 
vo; 


22. Declarar abolidos, suspendidos o inadmisibles ante 
un tribunal los derechos y acciones de los nacionales 
de la parte enemiga o del combatiente adversario; 


23. Obligar a los nacionales de la parte enemiga a parti- 
cipar en operaciones bélicas dirigidas contra su pro- 
pio país, aunque hubieran estado al servicio del 
beligerante antes del inicio de la guerra; 


24. Saquear una ciudad o una plaza, incluso cuando es 
tomada por asalto; 


25. Emplear veneno o armas envenenadas; 


26. Emplear gases asfixiantes, tóxicos o similares o cual- 
quier líquido, material o dispositivo análogos; 


27. Emplear balas que se ensanchan o aplasten fácilmen- 
te en el cuerpo humano, como balas de camisa dura 
que no recubra totalmente la parte interior o que 
tenga incisiones; 


28. Emplear armas, proyectiles, materiales y métodos de 
guerra que, por su propia naturaleza, causen daños 
superfluos o sufrimientos innecesarios o surtan efec- 
tos indiscriminados en violación del derecho huma- 
nitario internacional de los conflictos armados; 
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29. 


30. 


3 


Rh 


32. 


33. 


34. 


35. 


36. 


37. 


38. 


Cometer atentados y ultrajes contra la dignidad 
personal, especialmente los tratos humillantes y de- 
gradantes; 


Cometer actos de violación, esclavitud sexual, pros- 
titución forzada, embarazo forzado, esterilización for- 
zada definidos en el artículo 24 y cualquier otra forma 
de violencia sexual que constituya una infracción 
grave de los Convenios de Ginebra; 


. Utilizar la presencia de una persona civil u otra 


persona protegida para poner ciertos puntos, zonas 
o fuerzas militares o combatientes a cubierto de 
operaciones militares o de combate armado; 


Dirigir intencionalmente ataques contra edificios, 
material, unidades y medios de transporte sanitarios, 
y contra personal que utilice los emblemas distinti- 
vos de los Convenios de Ginebra de conformidad con 
el derecho internacional; 


Hacer padecer intencionalmente hambre o sed a la 
población civil como método de hacer la guerra o de 
combate, privándola de los objetos indispensables 
para su supervivencia, incluido el hecho de obstacu- 
lizar intencionalmente los suministros de socorro, la 
acción humanitaria o el acceso a las víctimas, de 
conformidad con los Convenios de Ginebra y las 
normas del derecho internacional humanitario; 


Reclutar o alistar a niños menores de 18 años en las 
fuerzas armadas nacionales o grupos combatientes o 
utilizarlos para participar activamente en las hostili- 
dades; 


Demorar en forma injustificada en repatriar o liberar 
a los prisioneros de guerra o a los combatientes 
enemigos detenidos o a la población civil internada 
una vez finalizadas las hostilidades; 


Atacar, destruir o inutilizar por cualquier medio, los 
bienes indispensables para la supervivencia o sub- 
sistencia de la población civil (víveres, ganado, re- 
serva de agua potable, etc.); 


Infligir castigos colectivos o realizar actos o amena- 
zas que tengan por objeto aterrorizar a la población 
civil; 


Lanzar un ataque empleando armas y métodos de 
combate que no permitan hacer distinción entre ob- 
jetivos militares y no militares o entre combatientes 
y personas protegidas, como, por ejemplo, el bom- 
bardeo por zona en ciudades, los bombardeos masi- 
vos, el recurrir a un método o medio de lanzamiento 
que no pueda ser dirigido contra un objetivo militar 
determinado, el emplear armas o métodos de combate 
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del que se pueda prever que cause fortuitamente 
lesiones o muerte a personas protegidas o daños a 
bienes protegidos; 


Dirigir intencionalmente ataques contra: (a) bienes 
culturales protegidos por el derecho internacional o 
utilizar dichos bienes culturales o sus alrededores 
inmediatos en apoyo de acciones militares o cometer 
hurtos, daños u otros actos de vandalismo contra los 
mismos; (b) patrimonio cultural de gran importancia 
para la humanidad, comprendido el patrimonio cultu- 
ral vinculado a un sitio de patrimonio natural, esté o 
no incluido en las listas mantenidas por la UNESCO 
o de otra organización internacional; 


Lanzar un ataque contra obras o instalaciones que 
contengan fuerzas peligrosas a sabiendas de que ese 
ataque causará muertos o heridos entre la población 
civil o daños a bienes de carácter civil (presas hidro- 
eléctricas, diques, centrales nucleares, etc.); 


Lanzar un ataque contra zonas desmilitarizadas; 


Emplear armas cuyo efecto principal sea lesionar 
mediante fragmentos que no puedan localizarse por 
rayos X en el cuerpo humano; 


Emplear minas antipersonales entendiendo por tales 
toda munición colocada debajo, sobre o cerca de la 
superficie del terreno u otro lugar, concebida para 
explosionar por la presencia, la proximidad oen con- 
tacto de una persona y que pudiera incapacitar, 
lesionar o matar a más de una persona; 


Emplear minas, armas trampas y otros artefactos 
similares, contra la población civil o personas prote- 
gidas o bienes protegidos o en contravención de las 
disposiciones del derecho internacional; 


Emplear trampas y armas incendiarias, entendiendo 
por tales toda arma, munición o trampa concebida 
primordialmente para incendiar objetos o causar que- 
maduras a las personas mediante la acción de las 
llamas, del calor o de una combinación de ambos, 
producidos por reacciones químicas; 


Emplear armas químicas, biológicas (bacteriológicas 
o toxínicas) u otras armas de destrucción masivas, 
cualquiera fuese su naturaleza; 


Emplear armas láser con aptitud para causar cegueras 
permanentes; 


Utilizar técnicas de modificación ambiental con fines 
militares, de combate u otros fines hostiles que ten- 
gan efectos vastos, duraderos o graves, entendién- 
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dose por “técnicas de modificación ambiental” 
todas las técnicas que tienen por objeto alterar, 
mediante la manipulación deliberada de los proce- 
sos naturales, la dinámica, la composición o es- 
tructura de la Tierra, incluida su biótica, su litosfera, 
su hidrósfera y su atmósfera o el espacio ultraterres- 
tre; 


49. Omitir en forma intencional: (a) señalizar, vallar y 
vigilar, durante la vigencia de un conflicto armado o 
luego de finalizado éste, las zonas en las que se 
hallen restos explosivos de guerra con el fin de 
impedir el ingreso de población civil en dichas zonas. 
(b) la limpieza, remoción o destrucción de los restos 
explosivos de guerra, inmediatamente de finalizado 
un conflicto armado, cuando sea posible la señala- 
ción o ubicación de dichos restos explosivos de 
guerra. Se entenderá por “restos explosivos de gue- 
rra” los definidos como tales por el derecho interna- 
cional; 


50. A los efectos de las conductas descriptas en los 
numerales precedentes, se tendrá presente que en 
caso de duda de si un objeto que normalmente se 
destina a fines civiles, se utiliza con el fin de contri- 
buir efectivamente a una acción militar, se presumirá 
que se utiliza para fines civiles. No se considerarán 
como un solo objetivo militar, diversos objetivos 
militares claramente separados e individualizados 
que se encuentren en una ciudad, pueblo, aldea u 
otra zona en que haya una concentración análoga de 
personas o bienes protegidos. 


Título IV. Delitos contra la administración de Justicia por 
la Corte Penal Internacional 


Art. 27 (Delitos contra la administración de justicia) 


El que cometiera cualquiera de los delitos previstos en 
el artículo 70 del Estatuto de Roma de la Corte Penal Inter- 
nacional aprobado por Ley N* 17.510 de 27 de junio de 2002, 
será castigado con dos años de prisión a diez años de 
penitenciaría. 


Título V. Delitos especiales 


Art.28 (Lavado de activos y financiación de los críme- 
nes de genocidio, de lesa humanidad y de guerra) 


Sustitúyase el artículo 8” de la Ley N* 17.835, de 23 de 
setiembre de 2004, por el siguiente: 


“Artículo 8. Los delitos tipificados en los artículos 54 
a 57 del Decreto-Ley N* 14.294. de 31 de octubre de 1974, 


CAMARA DE SENADORES 


8 de noviembre de 2005 


-incorporados por el artículo 5” de la Ley N* 17.016, de 
22 de octubre de 1998- se configurarán también cuando 
su objeto material sean los bienes, productos o ins- 
trumentos provenientes de delitos tipificados por 
nuestra legislación vinculados a las siguientes activida- 
des: crimen de genocidio, crímenes de guerra, crímenes 
de lesa humanidad, terrorismo; contrabando superior a 
U$S 20.000 (veinte mil dólares de los Estados Unidos de 
América); tráfico ilícito de armas, explosivos, municio- 
nes o material destinado a su producción; tráfico ilícito 
de Órganos, tejidos y medicamentos; tráfico ilícito de 
personas; extorsión; secuestro; proxenetismo; tráfico 
ilícito de sustancias nucleares; tráfico ilícito de obras de 
arte, animales o materiales tóxicos; estafa, cuando es 
cometida por personas físicas o representantes o em- 
pleados de las personas jurídicas sujetas al control del 
Banco Central del Uruguay en el ejercicio de sus fun- 
ciones; y todos los delitos comprendidos en la Ley 
N* 17.060 de 23 de diciembre de 1998. 


En los casos previstos en el presente artículo serán 
aplicables las disposiciones contenidas en los artículos 
58 a 67 y 71 a 80 del Decreto-Ley N* 14.294 de 31 de 
octubre de 1974, incorporados por el artículo 5” de la Ley 
N* 17.016 de 22 de octubre de 1998. 


Las disposiciones del presente artículo regirán aun 
cuando el hecho antecedente origen de los bienes, pro- 
ductos o instrumentos hubiera sido cometido en el ex- 
tranjero, en tanto el mismo hubiera estado penado en el 
lugar de su comisión y en la República Oriental del 
Uruguay.” 


Art. 29 (Apología de hechos pasados) 


El que hiciere, públicamente, la apología de hechos 
anteriores a la entrada en vigencia de la presente ley que 
hubieran calificado como crímenes o delitos de haber esta- 
do vigente la misma, será castigado con tres a veinticuatro 
meses de prisión. 


Título VI. Prevención - Programas de capacitación 


Art. 30 (Difusión y programas de formación) 


El Estado se obliga a informar y difundir, de la forma más 
amplia posible, las normas de derecho interno e internacio- 
nal que regulan los crímenes y delitos que se tipifican. Se 
implementarán programas de formación y capacitación con- 
tinua en la materia destinados a los funcionarios públicos, 
especialmente a todos los niveles del personal docente, 
judicial, policial, militar y de relaciones exteriores. Se dise- 
ñarán programas especiales de formación continua y com- 
pleta en derecho internacional humanitario destinados es- 
pecialmente al personal militar. 
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PARTE III. COOPERACION Y RELACION CON LA CORTE 
PENAL INTERNACIONAL 


Título I. Disposiciones generales sobre cooperación 


Art.31 (Cooperación plena) 


31.1. La República Oriental del Uruguay cooperará ple- 
namente con la Corte Penal Internacional y cumplirá con las 
solicitudes de cooperación y asistencia que se le formulen, 
de conformidad con lo previsto en el Estatuto de Roma de 
la Corte Penal Internacional aprobado por Ley N* 17.510 de 
27 de junio de 2002 y el ordenamiento jurídico interno de la 
República. A los efectos de los artículos siguientes, toda 
referencia al “Estatuto de Roma” se entenderá realizada al 
Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional aprobado 
por Ley N* 17.510 de 27 de junio de 2002. 


31.2 No podrá invocarse la inexistencia de procedimien- 
tos en el orden interno para denegar el cumplimiento de 
solicitudes de cooperación emanadas de la Corte Penal 
Internacional. 


31.3. No podrá discutirse acerca de la existencia de los 
hechos que la Corte Penal Internacional impute a una per- 
sona, ni sobre la culpabilidad del requerido. 


Art. 32 (Organos competentes) 


32.1. El Poder Ejecutivo tendrá a su cargo la representa- 
ción ante la Corte Penal Internacional, actuando a través del 
Ministerio de Relaciones Exteriores y será competente para 
entender en todos los asuntos que determina la presente 
ley. 


32.2. El Poder Judicial tendrá competencia a través de la 
Suprema Corte de Justicia y de los órganos jurisdiccionales 
que correspondan, según lo dispuesto por la presente ley 
para los asuntos que deban someterse a su jurisdicción. 


32.3. Las solicitudes de cooperación y asistencia recibi- 
das de la Corte Penal Internacional se remitirán a la Direc- 
ción de Cooperación Jurídica Internacional del Ministerio 
de Educación y Cultura, quien actuará como autoridad 
central. 


32.4. El Poder Ejecutivo designará quien lo represente en 
las instancias ante la Suprema Corte de Justicia. Sin perjui- 
cio, cuando la Suprema Corte de Justicia deba efectuar 
comunicaciones o notificaciones al Poder Ejecutivo en 
procesos de asistencia o cooperación, lo hará a la Dirección 
de Cooperación Jurídica Internacional del Ministerio de 
Educación y Cultura y al órgano del Poder Ejecutivo que 
hubiese comparecido en el proceso de asistencia o coope- 
ración de que se trate. 
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Art.33 (Comunicaciones con la Corte Penal Interna- 
cional) 


33.1. Las comunicaciones desde y hacia la Corte Penal 
Internacional se realizarán por vía diplomática y estarán 
eximidas del requisito de legalización. 


33.2. Las comunicaciones y documentos recibidos de la 
Corte Penal Internacional o que se envían a ésta, lo serán en 
idioma español o en su caso, deberán ser acompañadas de 
la respectiva traducción al idioma español. 


Art. 34 (Solicitud de Cooperación a la Corte Penal 
Internacional) 


El Poder Ejecutivo y el Poder Judicial podrán solicitar a 
la Corte Penal Internacional o a cualquiera de sus órganos, 
las solicitudes de cooperación que consideren necesarias 
para una investigación o proceso penal que se siga en 
nuestro país, conforme a lo previsto en el art. 93 párrafo 10 
del Estatuto de Roma. 


Art. 35 (Obligación de reserva y medidas de protección) 


35.1 Las solicitudes de cooperación de la Corte Penal 
Internacional, los documentos que las fundamenten, las 
actuaciones que se realicen en función de dichas solicitu- 
des de cooperación, incluidos los procedimientos ante la 
Suprema Corte de Justicia u otros órganos jurisdiccionales 
previstos en la presente ley y toda la información que se 
transmita, procese, comunique o custodie respecto a dichas 
solicitudes, actuaciones o procedimientos, tendrán carác- 
ter reservado, salvo que se disponga su dispensa por 
resolución judicial a pedido del Poder Ejecutivo. 


35.2. Sin perjuicio, se adoptarán especialmente medidas 
efectivas que aseguren la protección de la seguridad y 
bienestar físico y sicológico de los indagados, detenidos, 
víctimas, posibles testigos y sus familiares, debiendo estar 
alas especiales recomendaciones o medidas que al respecto 
hubiese expresamente solicitado o adoptado la Corte Penal 
Internacional, siempre que las mismas no estén prohibidas 
en el orden jurídico interno y sean de posible cumplimiento 
de acuerdo con los medios que se dispongan. 


Art. 36 (Sesiones de la Corte Penal Internacional en el 
Uruguay) 


Cuando se trate de la investigación o enjuiciamiento de 
crímenes cometidos en el Uruguay o cuando se encuentren 
en nuestro país las personas indagadas, testigos o víctimas 
de crímenes que fueron cometidos en otra jurisdicción, se 
autoriza sin restricciones que la Corte Penal Internacional 
sesione en el Uruguay o establezca una oficina especial, 
facilitando que así lo haga también cuando esta entienda 
que redundaría en interés de la justicia. 
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Art. 37 (Privilegios e inmunidades) 


El personal de la Corte Penal Internacional gozará en el 
territorio del Estado de los privilegios e inmunidades que 
sean necesarios para cumplir con sus funciones, en los 
términos del artículo 48 del Estatuto de Roma. 


Art. 38 (Autorización transitoria de víctimas o testi- 
gos) 


En acuerdo con la Corte Penal Internacional y con noti- 
cia de la Suprema Corte de Justicia, el Poder Ejecutivo podrá 
autorizar la residencia transitoria en Uruguay de víctimas 
traumatizadas o amenazadas, testigos u otras personas que 
estén en peligro a causa del testimonio dado por otros 
testigos, siempre y cuando el costo de su manutención y 
protección sea de cargo de la Corte Penal Internacional. 


Título II. Procedimientos generales, oposiciones e 
impugnaciones 


Artículo 39 (Intervención preceptiva de la Suprema 
Corte de Justicia) 


La Suprema Corte de Justicia intervendrá 
preceptivamente, de la forma prevista en la presente ley, en 
las solicitudes de asistencia y cooperación que se reciban 
de la Corte Penal Internacional o de cualquiera de sus 
órganos. 


Art. 40 (Asuntos de competencia exclusiva de la Supre- 
ma Corte de Justicia) 


Será competencia exclusiva de la Suprema Corte de 
Justicia, sin perjuicio de otras que se determinan, resolver 
si se constatan o no las causales previstas en el Estatuto de 
Roma para: 


(a) solicitar al Fiscal de la Corte Penal Internacional que 
se inhiba en su competencia a favor del Estado uru- 
guayo (artículo 18 párrafo 2 del Estatuto de Roma); 


(b) impugnar la competencia de la Corte Penal Interna- 
cional o impugnar la admisibilidad de la causa (artí- 
culos 17 y 19 del Estatuto de Roma); 


(c) no dar curso a una solicitud de asistencia o coopera- 
ción recibida de la Corte Penal Internacional o de sus 
órganos por las causas previstas en el estatuto de 
Roma: 


(1) se tratare de divulgación de información o docu- 
mentos que pudiera afectar intereses de la segu- 
ridad nacional (artículo 72 del Estatuto de Roma); 
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(2) se contravendría un principio jurídico fundamen- 
tal de aplicación general (artículo 93 párrafo 3 del 
Estatuto de Roma); 


(3) el cumplimiento inmediato de la solicitud de asis- 
tencia pudiera interferir con una investigación o 
enjuiciamiento distinto de aquel al que refiere la 
solicitud (artículo 94 párrafo 1 del Estatuto de 
Roma); 


(4) por cualquier otra causa prevista en el Estatuto de 
Roma. 


Art. 41 (Resolución previa de la Suprema Corte de 
Justicia para formular oposiciones, impugnaciones o de- 
negar solicitudes de Cooperación) 


41.1. Se requerirá resolución previa y favorable de la 
Suprema Corte de Justicia, para proceder frente a la Corte 
Penal Internacional de acuerdo con cualquiera de las situa- 
ciones previstas en el artículo anterior. 


41.2. La resolución podrá ser adoptada de oficio durante 
el trámite de cooperación (con excepción de la causal pre- 
vista en el artículo 40 literal c numeral 1) oa pedido del Poder 
Ejecutivo, en cuyo caso se seguirá el procedimiento esta- 
blecido en el artículo 43. 


41.3. La Suprema Corte de Justicia solo podrá examinar 
y resolver el supuesto contemplado en el artículo 40 literal 
c numeral 1, cuando exista expresa y previa solicitud del 
Poder Ejecutivo en tal sentido. 


41.4. Las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia 
adoptadas en los procedimientos previstos en la presente 
ley serán susceptibles de recurso de reposición. 


Art. 42 (Procedimiento general ante la Suprema Corte 
de Justicia) 


42.1. Recibida de la Corte Penal Internacional o de cual- 
quiera de sus órganos una solicitud de asistencia o coope- 
ración, la misma será remitida a la Suprema Corte de Justicia 
dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes. 


42.2. El control de los requisitos formales de una solici- 
tud de cooperación o asistencia corresponderá al Poder 
Ejecutivo y a la Suprema Corte de Justicia. La resolución 
definitiva sobre los mismos será privativa de la Suprema 
Corte de Justicia. 


42.3. El Ministerio de Relaciones Exteriores o la Direc- 
ción de Cooperación Jurídica Internacional del Ministerio 
de Educación y Cultura, al recibir la solicitud de asistencia 
ocooperación, podrán observar el incumplimiento de requi- 
sitos formales previstos por el Estatuto de Roma para la 
solicitud de cooperación o asistencia, en cuyo caso y sin 
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perjuicio de remitir las actuaciones junto con las observa- 
ciones a la Suprema Corte de Justicia, realizarán las consul- 
tas con la Corte Penal Internacional o sus órganos para 
procurar subsanar los vicios formales. 


42.4. Recibida la solicitud por la Suprema Corte de Jus- 
ticia, ésta examinará de inmediato o en los plazos estable- 
cidos en la presente ley para el tipo de solicitud o asistencia 
de que se trate: 


(a) si la orden de solicitud de cooperación o asistencia 
cumple con los requisitos formales previstos por el 
Estatuto de Roma y si son procedentes las observa- 
ciones que al respecto hubiese formulado el Poder 
Ejecutivo, si las hubiere; 


(b) si se verifica cualquiera de los supuestos previstos 
en el artículo 40, a excepción del establecido en el 
literal c numeral 1, para cuyo análisis requerirá expre- 
sa petición del Poder Ejecutivo de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 41.3. 


42.5. Si la Suprema Corte de Justicia entiende que la 
solicitud de cooperación o asistencia no reúne los requisi- 
tos formales, siendo procedentes las observaciones que al 
respecto hubiese formulado el Poder Ejecutivo o sin haber 
mediado dichas observaciones igualmente constata que la 
solicitud adolece de vicios formales, lo comunicará al Poder 
Ejecutivo y suspenderá el procedimiento hasta aguardar el 
resultado de las consultas que se formulen con la Corte 
Penal Internacional o sus órganos. 


42.6. Sila Suprema Corte de Justicia resuelve que no son 
procedentes las observaciones del Poder Ejecutivo sobre 
los requisitos formales de la solicitud, se estará a dicha 
resolución y el Poder Ejecutivo lo comunicará a la Corte 
Penal Internacional o a sus Órganos, si ya hubiese formula- 
do consultas al respecto. 


42.7. Sila solicitud de cooperación o asistencia reúne los 
requisitos formales, no se constata ninguna de las situacio- 
nes previstas en el artículo 40 que puedan ser resueltas de 
oficio y no ha mediado comparecencia del Poder Ejecutivo 
al amparo de la facultad prevista en el artículo 43.1, la 
Suprema Corte de Justicia dispondrá lo pertinente para el 
cumplimiento de la solicitud de asistencia o cooperación. 


42.8. Si la Suprema Corte de Justicia entiende que se 
verifica alguna de las causales previstas en el artículo 40 
que pueden ser resueltas de oficio, adoptará resolución 
expresa previa vista al Fiscal de Corte y lo comunicará al 
Poder Ejecutivo, quien en cumplimiento de dicha resolución 
procederá frente a la Corte Penal Internacional o a sus 
órganos, de conformidad con lo previsto en el Estatuto de 
Roma y a la presente ley, de acuerdo con el caso de que se 
trate. 


42.9. La Suprema Corte de Justicia podrá requerir todos 
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los informes que entienda pertinente a cualquier órgano del 
Estado. 


42.10. El Poder Ejecutivo, sin perjuicio de la facultad de 
comparecer de acuerdo con lo previsto en el artículo 43.1, 
podrá en cualquier estado del trámite formular las observa- 
ciones o recomendaciones convenientes a su interés. 


Art. 43 (Procedimiento ante la Suprema Corte de Jus- 
ticia ante solicitud del Poder Ejecutivo) 


43.1 Cuando convenga al interés del Poder Ejecutivo 
proceder frente a la Corte Penal Internacional o a cualquiera 
de sus Órganos de acuerdo con las situaciones previstas en 
el artículo 40 literales (a) a (c), podrá solicitar, en cualquier 
momento, que la Suprema Corte de Justicia adopte resolu- 
ción al respecto. A estos efectos, el Poder Ejecutivo solici- 
tará audiencia ante la Suprema Corte de Justicia, que se 
celebrará dentro de las veinticuatro horas siguientes y en 
la cual comparecerá verbalmente o por escrito, presentando 
toda la información y documentación en que fundamente su 
petición. 


43.2 La Suprema Corte de Justicia mantendrá en suspen- 
so el trámite de cooperación o asistencia que estuviese en 
curso, si lo hubiere, hasta que adopte resolución, pudiendo 
mantener, sustituir o suspender las medidas que ya hubiese 
dispuesto. Asimismo, podrá requerir, en la audiencia o 
posteriormente, previo a dictar resolución, toda lainforma- 
ción complementaria que considere necesaria o solicitarla 
directamente al órgano que corresponda. De lo actuado en 
la audiencia se labrará acta resumida. 


43.3. La Suprema Corte de Justicia, dentro de los quince 
días siguientes a la audiencia y previa vista al Fiscal de 
Corte, resolverá si surge suficientemente acreditada con- 
forme a las disposiciones del Estatuto de Roma, la causal 
invocada por el Poder Ejecutivo o cualquier otra de las 
causales contenidas en el artículo 40 respecto de las cuales 
estuviese habilitada para resolver de oficio. 


43.4. La resolución y sus fundamentos se comunicarán 
en audiencia especialmente convocada al efecto y se dará 
por notificada en la misma. Si la resolución deniega la 
solicitud del Poder Ejecutivo, éste tendrá derecho a reiterar- 
la invocando la existencia de hechos nuevos. 


Art. 44 (Impugnación de admisibilidad o competencia) 


44.1. Si la Suprema Corte de Justicia resuelve que se 
verifican las causales para solicitar al Fiscal de la Corte 
Penal Internacional que se inhiba en su competencia a favor 
del Estado uruguayo (artículo 18 párrafo 2 del Estatuto de 
Roma) o para impugnar la competencia de la Corte Penal 
Internacional o la admisibilidad de la causa (artículos 17 y 
19 del Estatuto de Roma), el Poder Ejecutivo procederá de 
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acuerdo con la resolución de la Suprema Corte de Justicia 
y a lo previsto en el Estatuto de Roma para el caso de que 
se trate, estando habilitado a deducir ante la Corte Penal 
Internacional o sus órganos, las oposiciones, impugnacio- 
nes, apelaciones o recursos que correspondan. 


44.2. El Poder Ejecutivo suministrará a la Corte Penal 
Internacional o a sus órganos, toda la información relativa 
al estado de las actuaciones que se llevan a cabo en la 
República. 


44.3. El Poder Ejecutivo informará periódicamente a la 
Suprema Corte de Justicia, en los plazos y forma en que ésta 
solicite, sobre el estado de los procedimientos ante la Corte 
Penal Internacional o sus órganos. 


44.4. Mientras esté en trámite ante la Corte Penal Inter- 
nacional una impugnación de admisibilidad o competencia, 
si se recibiera de la Corte Penal Internacional o de alguno 
de sus Órganos, solicitudes de información, cooperación o 
de asistencia para la investigación u obtención de pruebas 
que la Corte Penal Internacional estime importantes o presu- 
ma que existe un riesgo cierto de que las mismas no estarán 
disponibles ulteriormente (art. 18 párrafo 6 del Estatuto de 
Roma) o se tratare de declaraciones de testigos o 
diligenciamiento de pruebas que estuviesen en trámite des- 
de antes de la impugnación (art. 19 párrafo 8 literal b del 
Estatuto de Roma) o de medidas tendientes a impedir que 
una persona respecto de la cual se hubiera pedido su 
detención eluda la acción de la justicia (art. 19 párrafo 8 
literal e del Estatuto de Roma), la Suprema Corte de Justicia 
dará curso a su diligenciamiento, en cuanto dichas solicitu- 
des de cooperación resulten ajustadas a derecho. 


44.5. Si la Corte Penal Internacional resuelve en defini- 
tiva que la causa es admisible o que es competente, se acep- 
tará dicha competencia o admisibilidad y se procederá a dar 
trámite a los requerimientos de cooperación y asistencia. 


Art. 45 (Afectación de intereses de seguridad nacional) 


45.1. Si habiendo mediado solicitud expresa del Poder 
Ejecutivo y tramitado el procedimiento previsto en el artí- 
culo 43, la Suprema Corte de Justicia resuelve estar ante un 
caso en que la divulgación de información o de documentos 
pudiera afectar los intereses de la seguridad nacional, po- 
drá autorizar, a solicitud del Poder Ejecutivo, las medidas 
razonables y pertinentes que se sugerirá adoptar por medio 
de la cooperación con la Corte Penal Internacional para 
salvaguardar los intereses afectados. 


45.2. El Poder Ejecutivo comunicará de inmediato a la 
Corte Penal Internacional la oposición del Estado a la divul- 
gación de la información o de los documentos, procurando 
acordar con la Corte Penal Internacional o sus órganos, las 
medidas razonables sugeridas para el caso. 


45.3. Si la Corte Penal Internacional adoptara dichas 
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medidas, se aceptarán y cumplirán las mismas cesando la 
oposición deducida. Si, por el contrario, la Corte Penal 
Internacional no dispone las medidas sugeridas, el Estado 
mantendrá la oposición, comunicándolo de inmediato a la 
Corte Penal Internacional y a la Suprema Corte de Justicia. 


45.4. La adopción o propuesta de adopción por parte de 
la Corte Penal Internacional de cualquier otra nueva medida 
razonable alternativa, tendiente a contemplar los intereses 
que motivaron la oposición del Estado, diferente o comple- 
mentaria de las sugeridas por la Suprema Corte de Justicia, 
podrá ser aceptada por el Poder Ejecutivo en cuanto éste 
entienda que quedan salvaguardados los intereses de la 
seguridad nacional, en cuyo caso cesará la oposición dedu- 
cida. 


45.5 Si la resolución de la Suprema Corte de Justicia 
entiende que de ningún modo se afecta la seguridad nacio- 
nal, el Poder Ejecutivo no estará habilitado para oponerse 
a la divulgación de información o documentos invocando 
intereses de seguridad nacional y, si correspondiere por 
tratarse del supuesto previsto en el artículo 73 del Estatuto 
de Roma, recabará el consentimiento del autor del docu- 
mento o de la información. 


Art. 46 (Contravención de un principio jurídico funda- 
mental o violación de obligaciones internacionales del 
Estado) 


46.1. Si la Suprema Corte de Justicia resuelve que se con- 
traviene un principio jurídico fundamental de aplicación 
general (artículo 93 párrafo 3 del Estatuto de Roma) o que 
se viola una obligación preexistente del Estado en virtud de 
Tratados Internacionales o la inmunidad de un Estado o de 
un bien de un Estado o la inmunidad diplomática de una 
persona (artículos 97 literal c y 98 del Estatuto de Roma), se 
suspenderá el trámite de cooperación o asistencia y el Poder 
Ejecutivo lo comunicará y realizará las consultas pertinen- 
tes con Corte Penal Internacional o sus órganos, quien 
resolverá de conformidad con el Estatuto de Roma. 


46.2 La Suprema Corte de Justicia podrá sugerir las 
condiciones especiales a las cuales podría adecuarse la 
solicitud de cooperación o asistencia para que su cumpli- 
miento resulte conforme a derecho. El Poder Ejecutivo 
comunicará dichas condiciones en las consultas que realice 
a la Corte Penal Internacional o a sus órganos. Si se acor- 
dara con la Corte Penal Internacional el cumplimiento de la 
solicitud en las condiciones especiales que hubiera esta- 
blecido la Suprema Corte de Justicia, el Poder Ejecutivo lo 
comunicará a ésta, quien dispondrá lo pertinente para dar 
curso a la solicitud de cooperación de acuerdo con las 
condiciones establecidas. 


Art. 47 (Aplazamiento de la solicitud de asistencia por 
existir una investigación o enjuiciamiento en curso) 


47.1. Si la Suprema Corte de Justicia resuelve que el 
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cumplimiento inmediato de la solicitud de asistencia puede 
interferir con una investigación o enjuiciamiento distinto 
de aquel al que refiere la solicitud (artículo 94 párrafo 1 del 
Estatuto de Roma), deberá estimar el plazo razonable para 
concluir la investigación o la finalización del enjuiciamiento 
en curso y decidir si la medida de cooperación o asistencia 
solicitada por la Corte Penal Internacional o sus órganos, 
puede igualmente cumplirse sujeta a condiciones especia- 
les de forma tal que no interfiera con la investigación o 
enjuiciamiento en curso. 


47.2. El Poder Ejecutivo comunicará inmediatamente la 
resolución a la Corte Penal Internacional y coordinará las 
condiciones especiales en las cuales se cumpliría la solici- 
tud de asistencia o cooperación sin interferir con la inves- 
tigación o enjuiciamiento en curso o, en su caso, acordará 
con la Corte Penal Internacional el aplazamiento en el cum- 
plimiento de la medida, por un término que no será inferior 
al establecido por la Suprema Corte de Justicia. Todo sin 
perjuicio de lo previsto en el artículo 94 párrafo 2 del 
Estatuto de Roma. 


47.3. Si se acordara con la Corte Penal Internacional el 
cumplimiento de la solicitud bajo las condiciones especia- 
les que hubiera establecido la Suprema Corte de Justicia, el 
Poder Ejecutivo lo comunicará a ésta, quien dispondrá lo 
pertinente para a dar trámite a la solicitud de cooperación 
de acuerdo con las condiciones establecidas. 


Título MIT. Medidas de cooperación y asistencia 


Capítulo 1. Detención y entrega de personas 


Art. 48. (Solicitud de Detención y Entrega) 


48.1. Si se recibiera de la Corte Penal Internacional o de 
cualquiera de sus Órganos, una solicitud de detención y 
entrega de una persona o de entrega de una persona que ya 
estuviese bajo prisión preventiva, la Suprema Corte de 
Justicia resolverá expresamente sobre la admisibilidad de la 
solicitud dentro del plazo de diez días de su recepción, 
previa vista al Fiscal de Corte, de conformidad con el 
procedimiento previsto en el artículo 42. 


48.2 Si la solicitud reúne los requisitos formales o sus 
defectos han sido subsanados y no se constata ninguna de 
las situaciones previstas en el artículo 40 o las mismas han 
sido resueltas, correspondiendo el cumplimiento de la me- 
dida, la Suprema Corte de Justicia librará inmediatamente la 
orden de detención de la persona requerida. 


48.3 Dentro de las veinticuatro horas de producido el 
arresto o de haberse resuelto procedente la medida si la 
persona ya se encontrase privada de libertad, la Suprema 
Corte de Justicia, con noticia del Fiscal de Corte, realizará 
una audiencia en la que: 
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a) Intimará al detenido la designación de defensor de su 
elección, bajo apercibimiento de tenérsele por desig- 
nado al de oficio de turno. 


b) Nombrará un intérprete, siel detenido no se expresa- 
ra en idioma español. 


c) Informará al detenido sobre los motivos de la deten- 
ción y los detalles de la solicitud de entrega. 


d) Informará al detenido que se le presume inocente 
mientras no se pruebe su culpabilidad ante la Corte 
Penal Internacional y que no está obligado a declarar 
contra sí mismo ni a declararse culpable, pudiendo 
guardar silencio sin que ello vaya a tenerse en cuenta 
alos efectos de determinar su culpabilidad oinocen- 
cia. 


e) Informará al detenido del procedimiento de entrega a 
la Corte Penal Internacional previsto en la presente 
ley y el Estatuto de Roma. 


f) Dejará constancia de sus manifestaciones respecto 
del contenido de la solicitud de entrega, las que 
deberán ser efectuadas en presencia del defensor. 


g) Interrogará al detenido, previa consulta con su de- 
fensor, si desea prestar conformidad a la entrega, 
informándole que de así hacerlo se pondrá fin al 
trámite judicial. El detenido podrá reservarse la res- 
puesta para más adelante. 


48.4. Dentro de las cuarenta y ocho horas de celebrada 
la audiencia o luego de resueltas las excepciones de cosa 
juzgada o litispendencia si las mismas se hubiesen inter- 
puesto (artículo 53), se pasarán los autos al Fiscal de Corte, 
quien, dentro de los cinco días siguientes, se pronunciará 
sobre la solicitud de entrega. Devuelto el expediente, den- 
tro de los diez días siguientes la Suprema Corte de Justicia 
dictará sentencia sobre la entrega, que contendrá decisión 
acerca de los puntos contenidos en el artículo 59 párrafo 2 
del Estatuto de Roma. 


48.5. Si la Suprema Corte de Justicia comprueba que el 
proceso no se llevó a cabo conforme a derecho o que no se 
respetaron los derechos de la persona, sin perjuicio de 
disponer de oficio las investigaciones o denuncias que 
correspondan, lo comunicará al Poder Ejecutivo para que 
éste efectúe las consultas pertinentes con la Corte Penal 
Internacional. La decisión sobre la entrega se aplazará 
hasta conocer el resultado de las consultas con la Corte 
Penal Internacional. 


48.6. Si la Suprema Corte de Justicia dispusiera la entre- 
ga, lo notificará al detenido y al Poder Ejecutivo, quien 
comunicará dicha decisión a la Corte Penal Internacional y 
celebrará consultas con ésta a fin de acordar la fecha y 
condiciones de la entrega, la que se efectuará lo antes 
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posible. Cuando se efectúe la entrega, se informará a la 
Corte Penal Internacional el tiempo exacto durante el cual la 
persona estuvo privada de libertad. 


48.7. La Corte Penal Internacional comunicará al Poder 
Ejecutivo y éste a la Suprema Corte de Justicia, la sentencia 
que hubiera recaído en el enjuiciamiento de toda persona 
que fuera detenida y entregada a la Corte Penal Internacio- 
nal por la República. 


Art. 49 (Detención de persona sospechosa) 


49.1. Cuando se constate la situación prevista en el 
artículo 4.2, encontrándose en territorio de la República o 
en lugares sometidos a su jurisdicción una persona sospe- 
chosa de haber cometido un crimen o delito tipificado en el 
Estatuto de Roma: 


(a) Se notificará inmediatamente a la Corte Penal Interna- 
cional, al Estado en cuyo territorio se sospecha que 
la persona ha cometido el crimen o delito, al Estado 
de su nacionalidad que se encuentre más próximo y, 
si fuese apátrida, al Estado en que habitualmente 
resida. 


(b) Se dará cuenta inmediata a la Suprema Corte de 
Justicia quien dispondrá, si las circunstancias lo 
justifican, orden de prisión preventiva. 


49.2 Dentro de las veinticuatro horas de producido el 
arresto, la Suprema Corte de Justicia, con noticia del Fiscal 
de Corte, realizará una audiencia en la que: 


a) Intimará al detenido la designación de defensor de su 
elección, bajo apercibimiento de tenérsele por desig- 
nado al de oficio de turno. 


b) Nombrará un intérprete, si el detenido no se expresa- 
ra en idioma español. 


c) Informará que existen motivos para creer que ha 
cometido un crimen de competencia de la Corte Penal 
Internacional y que se procederá a tomarle declara- 
ción. 


d) Informará al detenido que se le presume inocente 
mientras no se pruebe su culpabilidad y que no está 
obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse 
culpable, pudiendo guardar silencio sin que ello 
vaya a tenerse en cuenta a los efectos de determinar 
su culpabilidad o inocencia. 


e) Informará al detenido sobre el procedimiento que se 
tramita y lo establecido en el Estatuto de Roma. 


f) Procederá a tomarle declaración en presencia del 
defensor. 
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49.3 Finalizada la audiencia, la Suprema Corte de Justicia 
podrá disponer que la persona continué bajo prisión pre- 
ventiva o adoptar otras medidas sustitutivas. Lo actuado 
en audiencia será comunicado al Poder Ejecutivo, quien lo 
notificará a la Corte Penal Internacional o a sus órganos, al 
Estado en cuyo territorio se sospecha que la persona ha 
cometido los crímenes o delitos y al Estado de su naciona- 
lidad que se encuentre más próximo y, si fuese apátrida, al 
Estado en que habitualmente resida. La persona detenida 
tendrá facilidades para comunicarse inmediatamente con el 
representante correspondiente del Estado de su nacionali- 
dad que se encuentre más próximo o, si se trata de un 
apátrida, con el representante del Estado en que habitual- 
mente resida. 


49.4. Si dentro de un plazo de veinte días corridos desde 
la fecha de comunicación prevista en el párrafo 1 literal (a), 
no se recibiera de la Corte Penal Internacional una solicitud 
de entrega u otra solicitud de asistencia, ni se recibieran 
pedidos de extradición de otros Estados, la Suprema Corte 
de Justicia, con noticia del Fiscal de Corte, remitirá las 
actuaciones al Juzgado Letrado competente, quien dentro 
de los diez días corridos siguientes dispondrá la libertad del 
indagado o, si existiera mérito, la iniciación del procedi- 
miento penal. 


49.5. Si la Corte Penal Internacional o sus órganos 
hubieran solicitado la entrega u otra medida de asistencia, 
se procederá de acuerdo con lo previsto en el artículo 42. Si 
se recibiera solicitudes de extradición de terceros Estados, 
se estará a lo dispuesto en los artículos 4.4 y 60 en cuanto 
sean aplicables. 


Art. 50 (Solicitud de prisión preventiva) 


50.1. Si se recibiera de la Corte Penal Internacional o de 
cualquiera de sus órganos, una solicitud de prisión preven- 
tiva formulada por la Corte Penal Internacional de confor- 
midad con el artículo 92 del Estatuto de Roma, la Suprema 
Corte de Justicia, con noticia al Fiscal de Corte y actuando 
de acuerdo con lo previsto en los artículos 48.1 y 48.2 de la 
presente ley, librará inmediatamente la orden de arresto 
solicitada. 


50.2. Si la solicitud de prisión preventiva se realiza por 
vía de la Organización Internacional de Policía Criminal 
(INTERPOL) u otra organización regional competente, ella 
deberá ser puesta en conocimiento de la Suprema Corte de 
Justicia para que se proceda de acuerdo con el párrafo 
precedente. 


50.3. Dentro de las veinticuatro horas de producido el 
arresto, la Suprema Corte de Justicia, con noticia del Fiscal 
de Corte, realizará una audiencia en la que: 


a) Intimará al detenido la designación de defensor de su 
elección, bajo apercibimiento de tenérsele por desig- 
nado al de oficio de turno. 
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b) Nombrará un intérprete, si el detenido no se expre- 
sara en idioma español. 


c) Informará al detenido sobre los motivos de la deten- 
ción. 


d) Informará al detenido que se le presume inocente 
mientras no se pruebe su culpabilidad ante la Corte 
Penal Internacional y que no está obligado a declarar 
contra sí mismo ni a declararse culpable, pudiendo 
guardar silencio sin que ello vaya atenerse en cuenta 
alos efectos de determinar su culpabilidad o inocen- 
cia. 


e) Informará al detenido del procedimiento de prisión 
preventiva y entrega a la Corte Penal Internacional 
previsto en la presente ley y en el Estatuto de Roma. 


f) Dejará constancia de sus manifestaciones respecto 
de la orden de preventiva, las que deberán ser efec- 
tuadas en presencia del defensor. 


50.4. Si la solicitud de entrega y los documentos que la 
justifican no es recibida por el Poder Ejecutivo en el plazo 
de sesenta días contados desde la fecha de la detención 
provisional, la persona detenida quedará en libertad, sin 
perjuicio de lo dispuesto por el art. 92 párrafo 4 del Estatuto 
de Roma. 


Art. 51 (Excarcelamiento por error en la persona re- 
querida) 


51.1. La Suprema Corte de Justicia dispondrá la libertad 
de la persona detenida en cumplimiento de una solicitud de 
detención y entrega o de prisión preventiva, si se comprue- 
ba que el detenido no es la persona reclamada, lo que será 
notificado inmediatamente al Poder Ejecutivo, quien lo co- 
municará y realizará las consultas pertinentes con la Corte 
Penal Internacional. 


51.2. La excarcelación se podrá disponer bajo caución u 
otras medidas sustitutivas a la prisión preventiva hasta 
tanto se reciba el resultado de las consultas que se celebren 
con la Corte Penal Internacional. 


51.3 La Suprema Corte de Justicia ordenará que se pro- 
cure localizar a la persona requerida y comprobar si la misma 
se encuentra en territorio del Estado. El resultado de dichas 
investigaciones será informado por el Poder Ejecutivo a la 
Corte Penal Internacional. 


Art. 52 (Secuestro de cosas) 


52.1. La solicitud de detención y entrega y, en su caso, 
de prisión preventiva, podrá extenderse al secuestro de 
objetos o de documentos que estén en poder de la persona 
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requerida y sean instrumentos probatorios del delito, ins- 
trumentos del delito o efectos provenientes de él. 


52.2 La entrega de estos objetos a la Corte Penal Inter- 
nacional será ordenada por la resolución que conceda la 
entrega de la persona, sin perjuicio de los derechos de los 
terceros de buena fe. 


Art. 53 (Impugnación dela solicitud de entrega por cosa 
juzgada olitispendencia) 


53.1. La persona cuya entrega se solicita por la Corte 
Penal Internacional, tendrá derecho aimpugnar la solicitud 
de entrega oponiendo ante la Suprema Corte de Justicia, 
únicamente, las excepciones de cosa juzgada o de 
litispendencia ante un tribunal nacional. 


53.2. Las excepciones podrán interponerse en cualquier 
momento del trámite, hasta las cuarenta y ocho horas si- 
guientes de celebrada la audiencia prevista en el artículo 
48.3. 


53.3. Deducida la oposición, la Suprema Corte de Justicia 
suspenderá el trámite de entrega y con noticia al Fiscal de 
Corte, comunicará de inmediato la impugnación al Poder 
Ejecutivo, quien celebrará consultas con la Corte Penal 
Internacional para determinar, conforme al artículo 89 párra- 
fo 2 del Estatuto de Roma, si ha habido una decisión sobre 
la admisibilidad de la causa. 


53.4. Sila causa ha sido admitida, continuará el procedi- 
miento de entrega. Si está pendiente la decisión sobre 
admisibilidad, se aplazará el trámite de la entrega hasta que 
la Corte Penal Internacional adopte una decisión definitiva. 
Las resoluciones respectivas serán notificadas al 
impugnante. 


Art. 54 (Solicitud de libertad provisional) 


54.1. El detenido tendrá derecho a pedir la libertad pro- 
visional. En caso de que así lo solicite, la Suprema Corte de 
Justicia dará vista al Fiscal de Corte y lo notificará de 
inmediato al Poder Ejecutivo, quien comunicará a la Corte 
Penal Internacional sobre la solicitud presentada. 


54.2. La Suprema Corte de Justicia resolverá sobre el 
pedido de libertad provisional considerando la gravedad de 
los presuntos crímenes, la existencia o no de circunstancias 
urgentes y excepcionales que justifiquen la libertad provi- 
sional y la existencia de garantías que aseguren el cumpli- 
miento de la obligación de entregar la persona requerida a 
la Corte Penal Internacional. A estos efectos, tendrá en 
consideración las recomendaciones que formule la Corte 
Penal Internacional, incluidas las relativas a las medidas 
para impedir la evasión de la persona. 


54.3. La Suprema Corte de Justicia adoptará resolución 
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sobre el pedido de libertad provisional, previa opinión del 
Fiscal de Corte, en el plazo de los diez días siguientes al día 
en que recibiera las recomendaciones de la Corte Penal 
Internacional y, para el caso en que accediera a conceder la 
excarcelación, adoptará todas las medidas sustitutivas a la 
prisión preventiva indispensables para asegurar la entrega 
de la persona a la Corte Penal Internacional y remitirá a ésta 
los informes periódicos que requiera. 


Art. 55 (Consentimiento de la persona detenida) 


55.1. En cualquier estado del trámite de una solicitud de 
detención y entrega o de prisión preventiva, la persona 
detenida podrá dar, en presencia de su defensor, su consen- 
timiento libre y expreso para ser entregada a la Corte Penal 
Internacional. 


55.2. La Suprema Corte de Justicia resolverá sin más 
trámite y notificará a la persona detenida y al Poder Ejecu- 
tivo, quien comunicará la decisión ala Corte Penal Interna- 
cional y celebrará consultas con ésta a fin de acordar la 
fecha y condiciones de la entrega. 


Art. 56 (Plazo máximo de detención de persona reque- 
rida) 


La persona requerida por la Corte Penal Internacional no 
podrá estar privada de libertad por un término superior alos 
ciento veinte días. 


Art. 57 (Solicitud de entrega temporal) 


57.1. Cuando la persona requerida por la Corte Penal 
Internacional esté detenida en territorio uruguayo, siendo 
enjuiciada o cumpliendo condena por un delito diferente 
por el cual pide su entrega la Corte Penal Internacional, ésta 
podrá solicitar el traslado provisional o temporal a su sede, 
con el fin de proceder a su identificación, declaración 
testimonial u otro tipo de asistencia. 


57.2. Sise recibiera de la Corte Penal Internacional una 
solicitud en tal sentido, la Suprema Corte de Justicia proce- 
derá de conformidad con lo previsto en el artículo 42 y con 
noticia del Fiscal de Corte, del Poder Ejecutivo, del defensor 
de la persona requerida, del Juez y del Fiscal del proceso 
que se tramita en territorio uruguayo, realizará una audien- 
cia en la cual informará al detenido sobre la solicitud de 
entrega temporal y lo interrogará, en presencia de su defen- 
sor, si brinda o noel consentimiento para el traslado provi- 
sional a la Corte Penal Internacional. 


57.3. Si la persona brinda su consentimiento, la Suprema 
Corte de Justicia, previa vista al Fiscal de Corte, al Poder 
Ejecutivo, al Juez y al Fiscal del proceso que se tramita en 
territorio uruguayo, resolverá en un plazo de diez días so- 
bre las condiciones a que estará sujeto el traslado tem- 
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poral, notificándolo a los órganos mencionados y al dete- 
nido. 


57.4. El Poder Ejecutivo comunicará y acordará en con- 
sulta con la Corte Penal Internacional, las condiciones para 
el traslado temporal que hubiese resuelto la Suprema Corte 
de Justicia. 


57.5. Si la persona no brinda su consentimiento, no se 
procederá al traslado temporal. La Suprema Corte de Justi- 
cia lo informará al Poder Ejecutivo, quien lo comunicará 
inmediatamente a la Corte Penal Internacional. 


Art. 58 (Solicitud de orden de comparecencia) 


58.1. Si se recibiera de la Corte Penal Internacional una 
orden de comparecencia de una persona en los términos del 
artículo 58 párrafo 7 del Estatuto de Roma, como alternativa 
a una solicitud de detención, la Suprema Corte de Justicia 
procederá de conformidad con lo previsto en el artículo 42 
de esta ley y con noticia al Fiscal de Corte: 


(a) Adoptará de inmediato todas las medidas necesarias 
alternativas a la prisión preventiva para asegurar la 
ejecución de la orden de comparecencia a la Corte 
Penal Internacional, como, por ejemplo: imponer la obli- 
gación de no abandonar el país realizando las comu- 
nicaciones pertinentes; la obligación de permanecer 
dentro de determinados límites territoriales; la obliga- 
ción de presentarse periódicamente a una Seccional 
Policial o cualquier otra medida que se estime adecua- 
da, sin perjuicio de las que recomiende la Corte Penal 
Internacional. No se adoptará ninguna medida alter- 
nativa a la prisión preventiva, cuando la orden de 
comparecencia a la Corte Penal Internacional dispon- 
ga expresamente que éstas no serán necesarias. 


(b) Citará a la persona a una audiencia que se celebrará 
dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, 
indicando que deberá comparecer acompañada de 
defensor de su elección bajo apercibimiento de te- 
nerlo por designado al Defensor de Oficio de Turno. 
La citación se efectuará de conformidad con lo dis- 
puesto en los artículos 66.2 y 66.3. 


(c) Si la persona citada a la audiencia no compareciera o 
no hubiera podido ser ubicada, se librará orden de 
arresto con noticia al Fiscal de Corte. El Poder Ejecu- 
tivo lo comunicará de inmediato a la Corte Penal 
Internacional. Arrestada la persona, se procederá a 
tomarle audiencia dentro de las veinticuatro horas 
siguientes. 


58.2. En la audiencia, la Suprema Corte de Justicia pro- 
cederá a: 


(a) Designarle Defensor de Oficio si no estuviese presen- 
te su Defensor. 


8 de noviembre de 2005 


(b) Nombrar un intérprete, si la persona no se expresara 
en idioma español. 


(c) Notificarle personalmente la orden de comparecen- 
cia a la Corte PenalInternacional y las medidas dis- 
puestas si las hubiere. 


(d) Informar que se le presume inocente mientras no se 
pruebe su culpabilidad ante la Corte Penal In- 
ternacional y que no está obligada a declarar con- 
tra sí misma ni a declararse culpable, pudiendo 
guardar silencio sin que ello vaya atenerse en cuenta 
alos efectos de determinar su culpabilidad o inocen- 
cia. 


(e) Informar del procedimiento de comparecencia a la 
Corte Penal Internacional previsto en la presente ley 
y en el Estatuto de Roma. 


(1) Se dejará constancia de sus manifestaciones respec- 
to de la orden de comparecencia, las que deberán ser 
efectuadas en presencia del Defensor. 


58.3. La Suprema Corte de Justicia informará al Poder 
Ejecutivo sobre el cumplimiento de la notificación de la 
orden de comparecencia y las medidas adoptadas si las 
hubiere. El Poder Ejecutivo lo comunicará a la Corte Penal 
Internacional, quien podrá realizar las recomendaciones y 
observaciones que entienda del caso, las cuales serán 
especialmente tenidas en cuenta por la Suprema Corte de 
Justicia. 


Art. 59 (Solicitud de dispensa del principio de especia- 
lidad) 


59.1. Si la Corte Penal Internacional solicita la dispensa 
del principio de especialidad previsto en el artículo 101 
párrafo 1 del Estatuto de Roma, por haber confirmado contra 
una persona que hubiese sido entregada por la Estado a la 
Corte Penal Internacional, la existencia de nuevos cargos 
por crímenes bajo su jurisdicción en función de hechos 
diferentes de los que fundamentaron la solicitud de entrega 
y anteriores a ésta, la Suprema Corte de Justicia resolverá 
de acuerdo con el procedimiento previsto en al artículo 42, 
sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo siguiente. 


59.2. Si en relación con los hechos por los cuales se 
formulan nuevos cargos y se fundamenta la dispensa, exis- 
tieran investigaciones o actuaciones judiciales en curso en 
la jurisdicción nacional u otras que pudieran ser interferi- 
das, la Suprema Corte de Justicia informará de las mismas a 
la Corte Penal Internacional, poniéndolas a su disposición 
y remitiendo los antecedentes que se solicitaren, pero no 
podrá negar la dispensa al amparo de lo previsto en el 
artículo 40 literal c numeral 3 (artículo 94 del Estatuto de 
Roma). La resolución se notificará al Poder Ejecutivo, quien 
la comunicará a la Corte Penal Internacional. 
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Art. 60 (Solicitudes Concurrentes) 


60.1. Si se reciben solicitudes concurrentes de entrega 
a la Corte Penal Internacional y de extradición por terceros 
Estados, se notificará inmediatamente ala Corte Penal Inter- 
nacional y al Estado requirente, remitiendo las actuaciones 
a la Suprema Corte de Justicia, quien resolverá, en el plazo 
de quince días con noticia del Fiscal de Corte y del Poder 
Ejecutivo, cuál de las solicitudes tiene prioridad tomando 
en consideración lo dispuesto en el artículo 90 del Estatuto 
de Roma. La resolución se notificará al Poder Ejecutivo, 
quien la comunicará a la Corte Penal Internacional y al 
Estado requirente. 


60.2. Si estuviese pendiente la resolución sobre 
admisibilidad de la causa ante la Corte Penal Internacional, 
el trámite se suspenderá hasta conocer la resolución de la 
Corte Penal Internacional sobre admisibilidad de la causa. 


60.3 Si la Suprema Corte de Justicia resuelve que tiene 
prioridad la extradición, con noticia del Fiscal de Corte y del 
Poder Ejecutivo, derivará las actuaciones al Juzgado com- 
petente para substanciar el trámite de extradición. Si subs- 
tanciado el proceso de extradición la misma se hubiese 
denegado, la decisión se comunicará a la Corte Penal Inter- 
nacional. 


Art. 61 (Imposibilidad de localizar a la persona reque- 
rida) 


Si la persona requerida no pudiese ser localizada pese a 
los intentos realizados o si en la investigación se hubiera 
determinado que la persona no es la indicada en la solicitud 
de la Corte Penal Internacional, la Suprema Corte de Justicia 
lo informará al Poder Ejecutivo, quien efectuará las consul- 
tas pertinentes con la Corte Penal Internacional. 


Art. 62 (Autorización en tránsito de persona detenida) 


62.1. El Poder Ejecutivo, con noticia a la Suprema Corte 
de Justicia, autorizará el tránsito por el territorio uruguayo 
de cualquier persona que se encuentre detenida a disposi- 
ción de la Corte Penal Internacional, para ser transportada 
de un país a otro, cuando reciba de la Corte Penal Interna- 
cional una solicitud de autorización de tránsito de confor- 
midad con lo previsto en el artículo 89 párrafo 3 del Estatuto 
de Roma. 


62.2. Durante el tránsito se adoptarán todas las medidas 
necesarias para garantizar los derechos de la persona trans- 
portada, a quien, sino se expresara en idioma español, se le 
asignará un intérprete. 


62.3. No será necesaria la solicitud de autorización y se 
permitirá el tránsito por el territorio uruguayo, cuando la 
persona sea transportada por vía aérea y no se prevea que 
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deba aterrizar. Para el caso en que se produzca un aterrizaje 
imprevisto, la persona será detenida y se informará de 
inmediato de esta situación a la Suprema Corte de Justicia 
y a la Corte Penal Internacional, solicitándole a esta última 
la remisión de la solicitud de autorización de tránsito corres- 
pondiente, de conformidad con lo previsto en el artículo 89 
párrafo 3 del Estatuto de Roma. 


62.4. La persona transportada permanecerá detenida 
hasta tanto se reciba la solicitud de autorización de tránsito. 


62.5. Si la solicitud de autorización de tránsito no se 
recibiera antes de las noventa y seis horas, la persona será 
puesta en libertad, lo cual se informará a la Suprema Corte 
de Justicia y a la Corte Penal Internacional. Ello no obstará 
a que se produzca un pedido de detención y entrega o un 
pedido de prisión preventiva ulterior. 


62.6. Si la solicitud de autorización de tránsito fuera 
recibida dentro de las noventa y seis horas, se prolongará 
la detención de la persona hasta tanto continúe su transpor- 
te sin demora de la forma dispuesta por la Corte Penal 
Internacional. 


CAPITULO 2. Otras medidas de cooperación y asistencia 


Art.- 63 (Otras solicitudes de cooperación) 


63.1. Si se recibiera de la Corte Penal Internacional 
cualquier otro tipo de solicitud de asistencia o cooperación 
al amparo de lo previsto en el art. 93 párrafo 1 del Estatuto 
de Roma, la Suprema Corte de Justicia procederá de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 42 de la presente ley. 


63.2. El diligenciamiento de las medidas requeridas se 
ajustará a los procedimientos del ordenamiento jurídico 
interno. 


Art. 64 (Divulgación e información de documentos con- 
fidenciales proporcionados por Terceros o en poder de 
otros Estados) 


64.1. Si la medida de asistencia o cooperación solicitada 
por la Corte Penal Internacional implicara la divulgación de 
informaciones o documentos que le fueron divulgados al 
Uruguay por otro Estado, una organización 
intergubernamental o una organización internacional a títu- 
lo confidencial, se deberá recabar el consentimiento expre- 
so del autor. Se considerará confidencial todo documento 
o información que hubiese sido calificado expresamente 
como tal por su autor al momento de entregarlo. 


64.2. Si a pesar del consentimiento del autor o previo a 
recabar el mismo, el Poder Ejecutivo entendiera que la 
divulgación afectaría intereses de la seguridad nacional, 
podrá proceder de acuerdo con lo previsto en el artículo 45. 
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64.3. El consentimiento al autor del documento se soli- 
citará por el Poder Ejecutivo, y para el caso en que no fuese 
otorgado en un plazo razonable, con noticia a la Suprema 
Corte de Justicia, se comunicará este hecho a la Corte Penal 
Internacional de conformidad con lo previsto en el artículo 
73 del Estatuto de Roma. 


64.4. Si se plantearan dudas sobre el carácter de 
confidencialidad, será competencia exclusiva de la Suprema 
Corte de Justicia resolverlo conforme al procedimiento es- 
tablecido en el artículo 42. 


Art. 65 (Entrega de documentación oinformación con- 
fidencial para reunir nuevas pruebas) 


El Poder Ejecutivo estará habilitado, con noticia a la 
Suprema Corte de Justicia, a entregar al Fiscal de la Corte 
Penal Internacional, documentos o información confiden- 
cial, con la condición de que mantengan su carácter confi- 
dencial y que únicamente puedan ser utilizados para reunir 
nuevas pruebas, de conformidad con lo previsto por el 
artículo 93 párrafo 8 literal b del Estatuto de Roma. 


Art. 66 (Citaciones a testigos o peritos) 


66.1. Cuando se recibiera un pedido de citación para que 
una persona comparezca a la Corte Penal Internacional en 
carácter de testigo o perito, se dispondrán todas las medi- 
das de protección y salvaguarda al amparo de lo previsto 
en el artículo 35. 


66.2. Las notificaciones o citaciones deberán ser recibi- 
das en forma personal por su destinatario, hecho del que se 
dejará constancia en el acto de la notificación, hubiera o no 
el destinatario procedido a acusar recibo de la misma. 


66.3. Las notificaciones serán efectuadas por cualquier 
medio idóneo que habilite la Suprema Corte de Justicia, 
quien, asimismo, podrá cometer su diligenciamiento al órga- 
no jurisdiccional que determine, en función del lugar donde 
se domicilie la persona que deba ser citada o notificada. 


66.4. Si la persona que deba ser notificada o citada no se 
expresara en idioma español, se le proporcionará un traduc- 
tor en cuya presencia se practicará la diligencia. 


66.5. Se informará al destinatario de la notificación, en 
cuanto fuese citado como testigo o se presuma su calidad 
de víctima, de la existencia de la Dependencia Víctimas y 
Testigos de la Corte Penal Internacional y de los derechos 
que le asisten de conformidad con lo dispuesto en el Esta- 
tuto de Roma y las Reglas de Procedimiento y Prueba de la 
Corte Penal Internacional. Se garantizará y procurará la 
comunicación directa y confidencial de la persona, con la 
Dependencia Víctimas y Testigos de la Corte Penal Interna- 
cional. 


8 de noviembre de 2005 


Art. 67 (Solicitud para interrogar a persona sospecho- 
sa) 


67.1. Cuando se recibiera un pedido de tomar declara- 
ción a una persona que se sospecha cometió un delito de la 
competencia de la Corte Penal Internacional, sin que hubie- 
se mediado orden de comparecencia, detención o entrega, 
la Suprema Corte de Justicia procederá de conformidad con 
lo previsto en el artículo 58.1 convocando a audiencia. 


67.2. En la audiencia, la Suprema Corte de Justicia pro- 
cederá a: 


a) Designarle defensor de oficio si no estuviese presen- 
te su defensor. 


b) Nombrar un intérprete y facilitarle las traducciones 
que sean necesarias para su defensa. 


c) Informar a la persona de que existen motivos para 
creer que ha cometido un crimen de competencia de 
la Corte Penal Internacional y que se procederá a 
tomarle declaración. 


d) Informar que se le presume inocente mientras no se 
pruebe su culpabilidad ante la Corte Penal Interna- 
cional y que no está obligada a declarar contra sí 
misma ni a declararse culpable, pudiendo guardar 
silencio sin que ello vaya a tenerse en cuenta a los 
efectos de determinar su culpabilidad o inocencia. 


e) Interrogar a la persona en presencia de su defensor 
conforme lo hubiera dispuesto la Corte Penal Inter- 
nacional o sus órganos. 


67.3. Finalizada la audiencia, la persona quedará en 
libertad, sin perjuicio de las medidas alternativas a la pri- 
sión preventiva que podrá adoptar la Suprema Corte de 
Justicia hasta por un plazo máximo de veinte días, estándose 
a lo que disponga la Corte Penal Internacional. 


67.4. La Suprema Corte de Justicia informará al Poder 
Ejecutivo sobre el cumplimiento del interrogatorio y las 
medidas adoptadas si las hubiere. El Poder Ejecutivo lo 
comunicará a la Corte Penal Internacional, quien podrá 
realizar las recomendaciones y observaciones que entienda 
del caso, las cuales serán especialmente tenidas en cuenta 
por la Suprema Corte de Justicia. 


Art. 68 (Declaraciones testimoniales ointerrogatorios 
en territorio del Estado) 


68.1. Las declaraciones de testigos que por solicitud de 
la Corte Penal Internacional deban ser recabadas en territo- 
rio del Estado, se sujetarán a lo que hubiese dispuesto para 
el caso la Corte Penal Internacional y serán recibidas en 
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audiencia ante la Suprema Corte de Justicia o ante el órgano 
jurisdiccional que ésta disponga. 


68.2. Los testigos tendrán derecho a declarar en presen- 
cia de su abogado, lo que se hará saber en la citación 
correspondiente. La Suprema Corte de Justicia autorizará a 
estar presentes y participar en el interrogatorio de testigos 
o de personas sospechosas (artículo 67) a la Fiscalía de la 
Corte Penal Internacional y al abogado defensor. 


68.3. Los dichos del testigo o de cualquier persona 
interrogada en audiencia serán consignados en acta escri- 
ta, la cual deberá recoger en forma textual la declaración 
efectuada. Sin perjuicio, la audiencia será íntegramente 
grabada en audio y vídeo, quedando su custodia a resguar- 
do de la Suprema Corte de Justicia y a disposición de la 
Corte Penal Internacional. 


68.4. Si la persona no hablara español se le asignará un 
traductor público y el acta consignará la traducción del 
intérprete, sin perjuicio del registro grabado de la declara- 
ción en su idioma original. 


Art. 69 (Autorización al Fiscal para realizar diligen- 
cias en territorio uruguayo) 


La Suprema Corte de Justicia, sin perjuicio de proceder 
conforme a lo previsto en el artículo 42, autorizará al Fiscal 
de la Corte Penal Internacional a ejecutar directamente en 
territorio uruguayo y sin la presencia de autoridades com- 
petentes, una solicitud de asistencia que no requiera medi- 
das coercitivas en los supuestos contemplados en el artícu- 
lo 99 párrafo 4 del Estatuto de Roma. 


Art.70 (Presentación de testigos voluntarios) 


70.1. Cualquier persona tendrá derecho a presentarse 
ante las oficinas de la Suprema Corte de Justicia y solicitar 
audiencia confidencial invocando la presente norma, si 
conviniera a su interés comparecer voluntariamente a la 
Corte Penal Internacional ofreciéndose en calidad de testi- 
go en relación con hechos que estén siendo enjuiciados por 
ésta o investigados por la Fiscalía de la Corte Penal Inter- 
nacional. 


70.2. La Suprema Corte de Justicia dispondrá lo pertinen- 
te para atender a la persona por funcionario idóneo y de 
forma que se garantice reserva sobre sus dichos, identidad 
y domicilio, sin perjuicio de estar facultada a adoptar las 
medidas de salvaguarda que estime pertinentes al amparo 
de lo previsto en el artículo 35.2. 


70.3. Se le informará a la persona de la existencia de la 
Dependencia Víctimas y Testigos de la Corte Penal Interna- 
cional y de los derechos que le asisten de conformidad con 
lo dispuesto en el Estatuto de Roma y a las Reglas de 
Procedimiento y Prueba de la Corte Penal Internacional. Se 
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garantizará y procurará la comunicación directa y confiden- 
cial de la persona con la Dependencia Víctimas y Testigos 
de la Corte Penal Internacional. 


70.4. Se interrogará a la persona si está dispuesta a 
comparecer voluntariamente ante la Sede de la Corte Penal 
Internacional y si tiene medios para hacerlo por su propia 
cuenta. 


70.5 Si por las circunstancias que la persona invoca, ésta 
quisiera adelantar su declaración y formularla en forma 
urgente ante la Suprema Corte de Justicia, se le informará 
que no se garantiza que sus dichos vayan a tener valor 
probatorio conforme al Estatuto de Roma, sin perjuicio de 
asegurarle que serán puestos en conocimiento de la Corte 
Penal Internacional o de sus órganos. La Suprema Corte de 
Justicia recibirá la declaración de conformidad con lo dis- 
puesto en los artículos 68.3 y 68.4. 


70.6. La Suprema Corte de Justicia informará sobre la 
comparecencia voluntaria de la persona al Poder Ejecutivo, 
quien lo comunicará inmediatamente a la Corte Penal Inter- 
nacional. Si la persona hubiese manifestado querer brindar 
testimonio o comparecer ante la Sede de la Corte Penal 
Internacional y no tuviese medios para trasladarse, se infor- 
mará esta circunstancia a la Corte Penal Internacional y se 
procurará, en consulta con ésta, que se le tome declaración 
en territorio del Estado o se faciliten los medios para su 
traslado. 


CAPITULO 3. Cooperación en ejecución de sentencias 


Artículo 71 (Ejecución de Penas de Prisión adoptadas 
por la Corte Penal Internacional) 


71.1. El Estado uruguayo acepta, de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 103 párrafo 1 literal a del Estatuto 
de Roma, tomar a su cargo la ejecución de una pena defini- 
tiva de privación de libertad de una persona condenada por 
la Corte Penal Internacional, siempre y cuando: 


(a) Se trate de un ciudadano uruguayo. 


(b) El tiempo de condena no exceda al máximo previsto de 
tiempo de condena por el orden jurídico nacional. 


71.2. La ejecución de las penas privativas de libertad 
será competencia del Poder Ejecutivo y se regirá por lo 
establecido en los artículos 103 a 111 del Estatuto de Roma 
y por las disposiciones del orden jurídico nacional en lo 
pertinente. 


Art.72 (Ejecución de otras penas adoptadas por la Corte 
Penal Internacional) 


72.1.Sila Corte Penal Internacional dictara una senten- 
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cia o resolución, definitiva o cautelar, por la que se dispu- 
siera una multa, decomiso o reparación, que debieran ejecu- 
tarse en territorio uruguayo, se dará cumplimiento a la 
misma sin modificar su alcance y sin procedimiento de 
exequátur. 


72.2. La Suprema Corte de Justicia dispondrá que la 
ejecución se tramite ante el órgano jurisdiccional compe- 
tente que correspondiera. 


72.3. En ningún caso se afectarán los derechos de los 
terceros de buena fe. 


Título IV. Proposición de candidatos 


Artículo 73 (Ejercicio del derecho a proponer candida- 
tos) 


El Estado uruguayo podrá ejercer el derecho que le 
confiere el Estatuto de Roma a proponer candidatos, cuan- 
do la Asamblea de los Estados Partes fuese convocada para 
la elección de magistrados de la Corte Penal Internacional 
o de la Fiscalía de la Corte Penal Internacional. 


Art.74 (Requisitos para ser candidato) 


El candidato a la elección de magistrados de la Corte 
Penal Internacional o de la Fiscalía, deberá reunir las con- 
diciones previstas en el art. 235 de la Constitución de la 
República y en el art. 36 párrafo 3 del Estatuto de Roma. 


Art.75 (Designación de candidatos) 


75.1. Se designará un solo candidato para el cargo va- 
cante de que se trate por la Asamblea General especialmente 
convocada al efecto, por mayoría simple de votos. Si resul- 
tara que más de un candidato propuesto superase la mayo- 
ría de votos exigida, se nominará como candidato aquel que 
hubiese obtenido mayor número. 


75.2. Podrán proponer candidatos a la Asamblea Gene- 
ral: el Poder Ejecutivo, el Poder Judicial, la Cámara de 
Senadores, la Cámara de Representantes, las Universida- 
des, el Colegio de Abogados del Uruguay y cualquier 
organización no gubernamental con personería jurídica cuyo 
objeto fuese la promoción, defensa y estudio de los dere- 
chos humanos. 


Título V. Disposición transitoria 


Artículo 76 (Comunicación a la Corte Penal Internacio- 
nal) 


El Poder Ejecutivo, dentro de los diez días de la entrada 
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en vigencia de la presente ley, comunicará a la Corte Penal 
Internacional: 


(a) la sanción de la presente ley; 


(b) la aceptación por el Estado uruguayo, al amparo de 
lo previsto en el artículo 103.1 del Estatuto de Roma, 
de ejecutar penas privativas de libertad bajo las 
condiciones establecidas en el artículo 71 de la pre- 
sente ley. 


Art.77 (Codificación de Crímenes Internacionales) 


El Poder Ejecutivo dispondrá, dentro de los ciento ochen- 
ta días de entrada en vigencia de la presente ley, la forma- 
ción de una comisión de juristas que tendrá como cometido 
la elaboración de un proyecto de “Código de Crímenes y 
Delitos Internacionales”. 


Susana Dalmás, Lucía Topolansky, 
Mónica Xavier, Margarita Percovich, 
Víctor Vaillant, Eleuterio Fernández 
Huidobro, Eduardo Lorier, Leonardo 
Nicolini, Jorge Saravia, Alberto Cid, José 
Korzeniak, Alberto Couriel, Rodolfo Nin 
Novoa, Eduardo Ríos, Enrique Rubio, 
Rafael Michelini. Senadores. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


1. Introducción 


El Estatuto de Roma fue firmado por el gobierno urugua- 
yo el 19 de diciembre de 2000 y ratificado por la Ley N* 17.510 
de fecha 27 de junio de 2002; no obstante, aun no se ha imple- 
mentado en el orden jurídico interno, por lo que resulta indis- 
pensable establecer la normatividad adecuada para el juz- 
gamiento de los crímenes establecidos en el Estatuto de Roma 
y la efectiva cooperación con la Corte Penal Internacional. 


Sin perjuicio, es una instancia impostergable para com- 
patibilizar nuestro derecho interno con la exigencia ética e 
histórica de nuestra sociedad, en prevención de que nunca 
más ocurran los desvíos y abusos de poder por parte de un 
Estado que violó impunemente los más elementales derechos 
humanos durante la dictadura militar. Pero, además, esta labor 
de implementación jurídicaes también una oportunidad ade- 
cuada para cumplir con las obligaciones queimponeel derecho 
internacional de los derechos humanos en relación con otros 
crímenes internacionales y violaciones al derecho interna- 
cional humanitario, que no quedarían satisfechas con la 
mera tipificación de las figuras previstas en el Estatuto de 
Roma, tal cual son formuladas en dicho instrumento. 


Encontramos numerosos antecedentes de este proyecto 
en diversas propuestas que oportunamente se formularan 
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en relación con algunos de los aspectos que aquí se abor- 
dan: desde aquella presentada por el Colegio de Abogados 
del Uruguay, las contenidas en los proyectos de ley pormeno- 
rizadamente analizados por la Comisión de Derechos Huma- 
nos de la Cámara de Representantes (Carpeta N* 179 de 
2000); las efectuadas por organizaciones e instituciones de 
derechos humanos y, finalmente, la articulada en el proyec- 
to de ley sobre implementación del Estatuto de Roma que 
aprobara el Senado de la República en la pasada legislatura. 
Si bien con esta última se evidenciarán diferencias impor- 
tantes, noes menos cierto que comparte laimperiosa necesi- 
dad de adecuar la normativa jurídica a las exigencias impues- 
tas por la dinámica evolución del derecho internacional. 


El presente texto introduce algunos postulados segura- 
mente perfeccionables en el enriquecedor e indispensable 
debate legislativo con el objeto de que se avance en la 
consolidación jurídica de los principios esenciales de la 
convivencia social sobre la vigencia integral de los dere- 
chos humanos. 


El texto propuesto se estructura en tres sectores. La 
Parte I comprende los Principios Generales. La Parte II 
tipifica el Crimen de Genocidio (Título 1), los Crímenes de 
Lesa Humanidad (Título II), los Crímenes de Guerra (Título 
TIT), Delitos contra la Administración de Justicia por la Corte 
Penal Internacional (Título IV) y Delitos especiales (Título 
IV). La Parte III regula la cooperación y asistencia con la 
Corte Penal Internacional en Disposiciones Generales de 
Cooperación (Título I), Procedimientos Generales, Oposi- 
ciones e Impugnaciones (Título II), Medidas de Coopera- 
ción y Asistencia (Título III), Proposición de Candidatos 
(Título IV) y Disposiciones Transitorias (Título V). 


2. Principios Generales 


El Estatuto de la Corte Penal Internacional emplea el 
término "crimen" para nominar, en consonancia con el 
derecho y la práctica internacional más avanzada, los deli- 
tos de máxima gravedad que constituyen una afrenta a la 
humanidad y son competencia de la Corte Penal Internacio- 
nal. Por su parte, reserva el uso de la palabra "delito" para 
las conductas que atentan contra la administración de 
justicia de dicho organismo. 


Nuestro derecho positivo no contiene distinciones de 
tipo, ni de denominación entre crímenes y delitos; única- 
mente diferencia entre "delitos" y "faltas" (artículo 2 del 
Código Penal). Porlo tanto, considerando la incorporación 
de las nuevas figuras penales que se pretende, el proyecto 
(artículo 2) sugiere modificar el artículo 2 del Código Penal 
con la finalidad de brindar coherencia al ordenamiento 
jurídico positivo, proponiendo la división de los delitos en 
tres tipos: crímenes, delitos y faltas. 


El proyecto establece como principio general el derecho 
y deber del Estado de juzgar los crímenes internacionales 
tipificados como tales por el derecho internacional y, especial- 
mente, los enumerados en el Estatuto de Roma (artículo 2). 
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Serán de aplicación al respecto los principios generales del 
Derecho Penal nacional, los especialmente contenidos en la 
ley y los enunciados en el Estatuto de Roma (artículo 3). 


El Estatuto de Roma se desarrolla sobre la base del prin- 
cipio de complementariedad (artículo 17), por el cual el juzga- 
miento de los crímenes internacionales es competencia 
primaria de los Estados y la jurisdicción de la Corte Penal 
Internacional solo aplica cuando la persecución penal en el 
ámbito nacional tiene impedimentos fácticos o jurídicos. 


El Preámbulo del Estatuto de Roma dispone expresamen- 
te que es obligación de cada Estado ejercer su poder puni- 
tivo sobre los responsables de los crímenes internacionales 
(párrafo 6). En consecuencia, la ratificación por Uruguay 
del Estatuto de Roma, lo obliga jurídicamente al deber de 
persecución y juzgamiento de quienes incurran en los crí- 
menes comprendidos en el mismo. El proyecto establece, 
por lo tanto y como principio general, el derecho y deber del 
Estado de juzgar los crímenes internacionales tipificados 
por el derecho internacional y, especialmente, los enumera- 
dos en el Estatuto de Roma. 


La consagración del derecho y deber de juzgar los críme- 
nes internacionales tiene una gran importancia jurídico- 
práctica, por cuanto, además de la finalidad preventiva, 
acota, limita y mandata el accionar del Estado, cuya conduc- 
ta deberá ceñirse al principio establecido, tanto en el ámbito 
interno como en sus relaciones internacionales; caso con- 
trario, incurrirá en ilegalidad por violar una regla de derecho 
que, para la especie e independientemente de su rango 
formal, es expresión sustancial de un principio de derecho 
indispensable para evitar la impunidad de quienes cometan 
las acciones más repudiables que la humanidad conoce. 


La obligación jurídica de perseguir y juzgar alos respon- 
sables de graves violaciones a los derechos humanos no se 
agota, ni limita a lo previsto en el Estatuto de Roma, sino 
que, en cumplimiento de otros compromisos internaciona- 
les, nuestro país tiene la obligación de perseguir también 
otras conductas violatorias del derecho internacional, las 
que se propone incorporar al proyecto en vista, como 
oportunamente se abordará. 


Tengamos presente que, de acuerdo con el artículo 5.2 
de la "Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes", adoptada por Asam- 
blea General de Naciones Unidas en su Resolución 39/46, de 
10 de diciembre de 1984, firmada por Uruguay y aprobada 
por Ley N* 15.798 de 17 de diciembre de 1985, el Estado tiene 
la obligación de tomar las medidas necesarias para estable- 
cer jurisdicción cuando el presunto delincuente se encuen- 
tre en nuestro territorio; asimismo y conforme al artículo 6 
de dicha Convención, si luego de examinar la información 
disponible considera que las circunstancias lo justifican, 
tiene la obligación de detener a la persona por el período 
que sea necesario a fin de permitir la iniciación del proceso 
ola extradición. En igual sentido: artículo 12 de la "Conven- 
ción Interamericana para prevenir y sancionar la Tortura", 
adoptada por la OEA el 6 de diciembre de 1985, firmada por 
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Uruguay y aprobada por Ley N* 16.294 de 5 de agosto de 
1992; y artículo IV de la "Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada de Personas", adoptada por la OEA 
el 9 de junio de 1994, firmada por Uruguay y aprobada por 
Ley N* 16.724 de 1 de noviembre de 1995. 


En consideración a la obligación jurídica que emana del 
derecho internacional y para los tipos penales que se 
tipifican en el proyecto, se consagra la obligación de pro- 
ceder contra toda persona sospechosa que se encontrare en 
territorio del Estado o en lugares sometidos a su jurisdic- 
ción, aunque el supuesto crimen o delito no mantenga 
conexión con Uruguay (artículo 4.2). 


El principio de jurisdicción universal no es totalmente 
novedoso para la legislación nacional, ya que por el artículo 
10 numeral 7 del Código Penal, la ley uruguaya puede ser 
aplicada a delitos cometidos en el extranjero "en virtud de 
disposiciones especiales de orden interno, o de convenios 
internacionales". Asimismo, el artículo 32 de la Ley N* 17.016 
de 22 de octubre de 1998 y el artículo 29 de la Ley N* 17.060 
de 23 de diciembre de 1998, son detectados como antece- 
dentes legales relativamente recientes sobre aplicación de 
la jurisdicción nacional para delitos cometidos en el extran- 
jero,enelcaso, relativos al tráfico de drogas y corrupción, 
respectivamente. Se trata, en definitiva, de aplicar los prin- 
cipios de jurisdicción universal cuando se comprometen 
bienes jurídicos que afectan ala comunidad internacional o 
al bien común de la humanidad. 


En concordancia con los fundamentos mencionados, el 
proyecto legisla procedimientos primarios bajo la jurisdic- 
ción nacional cuando el crimen no guarde conexión con 
Uruguay (artículos 4.2, 4.3 y artículo 5), estableciendo los 
casos en los cuales esta no se ejercerá: solicitud de entrega 
por la Corte Penal Internacional o de extradición por el 
Estado competente (artículo 4.4). Si las mismas no se verl- 
fican y existe mérito, se iniciará el procedimiento penal 
correspondiente bajo nuestra jurisdicción actuando como 
si el crimen o delito se hubiese cometido en el territorio del 
Estado (artículos 4.2, 5 y 49); la ficción señalada tiene su 
fuente en el artículo VI de la "Convención Interamericana 
sobre Desaparición Forzada de Personas", citada). 


El principio del derecho y deber de juzgar se desarrolla 
y profundiza en necesarias disposiciones que, en su con- 
junto, evidencian la tendencia consolidada de propender a 
la punibilidad sin excepciones para los crímenes 
involucrados. 


Se establece la improcedencia del asilo y refugio a quien 
hubiere participado de cualquier manera (autores, coautores, 
cómplices) en la comisión de delitos que se tipifican o de los 
delitos conexos vinculados a los mismos (artículo 6). La 
Convención sobre el Estatuto de los Refugiados adoptada 
por Naciones Unidas el 28 de julio de 1951, en su artículo 1 
literal F, señala que los autores de delitos de lesa humani- 
dad, delitos graves y actos contrarios a las finalidades y a 
los principios de las Naciones Unidas no están amparados 
porel derecho arefugio. Asimismo, la Declaración sobre el 
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Asilo Territorial adoptada por la Asamblea General de Na- 
ciones Unidas en Resolución 2312 (XXID), de 14 de diciem- 
bre de 1967, contiene en su artículo 1 una norma similar. 


Se consagra también la imprescriptibilidad de los críme- 
nes y delitos que se propone legislar (artículo 7), tomando 
como referencia, además de la gravedad de los delitos como 
elemento determinante, lo dispuesto en la Convención so- 
bre imprescriptibilidad de Crímenes de Guerra y Lesa Huma- 
nidad, adoptada por la Asamblea General de Naciones 
Unidas en Resolución 2391 (XXIID), de 26 de noviembre de 
1968 y aprobada por Uruguay por Ley N* 17.347 de 5 de junio 
de 2001; al artículo 29 del Estatuto de Roma y el artículo VIII 
de la "Convención Interamericana sobre Desaparición For- 
zada de Personas", ya citada. No se admitirá la extinción de 
los delitos o penas por amnistía, gracia indultos u otros 
institutos de clemencia soberana (artículo 8). En tal sentido, 
se tiene en cuenta lo dispuesto en los Principios de Coope- 
ración Internacional en la Identificación, Detención, Extra- 
dición y Castigo de Crímenes de Guerra y Lesa Humanidad 
adoptados por la Asamblea General de Naciones Unidas en 
su Resolución 3074/73, que establecen que los Estados se 
abstendrán de tomar medidas legislativas o de otro orden 
que pudieran ser perjudiciales para el castigo de los culpa- 
bles de crímenes de lesa humanidad, porque estaría vedada 
cualquier medida de indulto, gracia y amnistía a surespecto. 


No se admitirá la eximente de la obediencia debida (ar- 
tículo 9) y en este sentido se es más estricto que lo previsto 
en el artículo 33 del Estatuto de Roma, que sí la admite para 
algunos supuestos. Cuando los hechos significan la veja- 
ción injustificable de la dignidad humana, su gravedad 
torna inviable esta causa de justificación. 


Tengamos presente que, además, está prohibida en otros 
instrumentos del derecho internacional de los derechos 
humanos. La obediencia debida únicamente podrá ser con- 
siderada una circunstancia atenuante de conformidad al 
artículo 46 numeral 3 del Código Penal, pero no un eximente 
de responsabilidad. 


El artículo 2 numeral 3 de la "Convención contra la 
Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes" adoptada por Naciones Unidas y el artículo 
4 de la "Convención Interamericana para prevenir y sancio- 
nar la Tortura", adoptada por la OEA -ya citadas-, disponen 
que no podrá invocarse una orden de un funcionario supe- 
rior o de una autoridad pública como justificación del delito. 


Con similar fundamento, la "Convención Interamericana 
sobre Desaparición Forzada de Personas", mencionada, 
establece que no se admitirá el eximente de obediencia 
debida, señalando expresamente en su artículo VIT: "Toda 
persona que reciba tales órdenes tiene el derecho y el deber 
de no obedecerlas". 


Por otra parte, el proyecto tampoco admite como eximen- 
tes la invocación de circunstancias excepcionales, cuales- 
quiera fuesen estas, como, por ejemplo, la amenaza o estado 
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de guerra, inestabilidad política o cualquier otra emergencia 
pública real o presunta (artículo 5 de la "Convención 
Interamericana para prevenir y sancionar la Tortura", ar- 
tículo X de la "Convención Interamericana sobre Desapari- 
ción Forzada de Personas”, y artículo 3 de la "Declaración 
sobre la Protección de Todas las Personas contra la Tortura 
y Otros Tratos Crueles, Inhumanos o Degradantes", adop- 
tada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su 
Resolución 3452 (XXX) de 9 de diciembre de 1975. 


Se propone, expresamente, especificando el principio 
general establecido en el artículo 3 del Código Penal ("No 
impedir un resultado equivale a producirlo"), un régimen de 
responsabilidad jerárquica sin distingos (artículo 10) entre 
militares y civiles, diferente por lo tanto del contenido en el 
artículo 28 del Estatuto de Roma. No se aprecia un funda- 
mento válido para efectuar diferenciaciones de imputación 
en función de la calidad del agente, desde el momento que 
toda posición jerárquica (civil o militar) conlleva una obli- 
gación de control, de supervisión y de actuar diligentemen- 
te para prevenir que las personas subordinadas 
funcionalmente violen los derechos humanos fundamenta- 
les. Tal el sentido, por ejemplo, del artículo 86 (2) del 
Protocolo Adicional a los Convenios de Ginebra de 12 de 
agosto de 1949, en relación con el derecho humanitario; del 
artículo 7 numeral 3 del Estatuto del Tribunal Penal In- 
ternacional para la Antigua Yugoslavia y del artículo 6 
numeral 3 del Estatuto del Tribunal Penal Internacional para 
Ruanda. 


Especialmente se establece que los crímenes y delitos 
que se tipifican, no serán considerados delitos militares y 
quedará excluida la jurisdicción militar para su juzgamiento 
(artículo 11). Se toma como referencia el artículo IX de la 
"Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada 
de Personas". 


Entendemos que, dada la gravedad de los crímenes 
involucrados, cuando la persona condenada bajo jurisdic- 
ción nacional o por la Corte Penal Internacional fuese un 
ciudadano uruguayo, corresponde la inhabilitación absolu- 
ta para ocupar cargos y oficios públicos (artículo 12); si se 
tratare de un profesional o idóneo en oficios de la medicina, 
se propone la inhabilitación especial para el ejercicio de su 
profesión u oficio (artículo 12.2). 


En relación con las víctimas -extensible a sus familiares 
y al denunciante-, se consagra el derecho de solicitar al juez 
competente el re examen del caso cuando se hubiese dis- 
puesto el archivo de los antecedentes por falta de mérito 
para procesar o si transcurridos 60 días desde la denuncia 
aún continúa la etapa de instrucción (artículo 13.1). Se 
establece la intervención del fiscal subrogante cuando la 
petición se formula por haberse dispuesto el archivo de los 
antecedentes por falta de mérito para procesar (artículo 
13.2). Asimismo, se faculta a la víctima para solicitar infor- 
mación o proponer probanzas (artículo 13.4), previéndose 
la adopción de medidas adecuadas para salvaguardar su 
protección (artículo 13.5). 
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Esta disposición, que regirá exclusivamente para los 
crímenes de genocidio, crímenes de lesa humanidad y críme- 
nes de guerra, permite subsanar las eventuales omisiones 
del Ministerio Público y que en tales situaciones sea el 
Tribunal, ante pedido de la víctima, quien resuelva si existe 
o no mérito para el accionamiento. La entendemos como la 
mínima concordancia con el mayor rol que se les debería 
otorgar a las víctimas en el proceso penal respecto de los 
crímenes en vista, teniendo como referencia lo dispuesto en 
la Ley N* 16.893 de 16 de diciembre de 1997 y Ley N* 17.221 
de 21 de diciembre de 1994, suspendidas en su vigencia por 
Ley 17.506 de 18 de junio de 2002 y la Regla N* 34 de la 
Recomendación (2000)19 del Comité de Ministros del Con- 
sejo de Europa, adoptada el 6 de octubre de 2000. 


Se establece la obligación del Estado de reparar 
integralmente a las víctimas de los crímenes y delitos 
tipificados en los Títulos I a III de la Parte II de la presente 
ley que se cometan en territorio del Estado o que se cometan 
en el extranjero por agentes del Estado o por quienes sin 
serlo hubiesen contado con la autorización, apoyo o aquies- 
cencia de agentes del Estado (artículo 14). Comoreferencia: 
artículo 91 del Protocolo I Adicional a los Convenios de 
Ginebra de 1949 -aplicable a conflictos armados internacio- 
nales-. 


Sin perjuicio de las circunstancias agravantes previstas 
en el Código Penal, el proyecto sugiere incorporar para los 
crímenes y delitos de que trata, como una circunstancia 
agravante especial, el hecho de que el crimen o delito se 
cometa respecto de niños, mujeres embarazadas, personas 
con limitaciones en su salud física o mental a causa de su 
edad o enfermedad o de cualquier otra causa; O grupos 
familiares (artículo 15). 


Se trata de otorgar especial y expresa relevancia a la 
vulnerabilidad de la víctima como circunstancia agravante, 
sin perjuicio de que en los hechos, existirá en la mayoría de 
los casos concurrencia con los agravantes de alevosía y 
abuso de fuerza previstos en el artículo 47 numerales 1 y 6 
del Código Penal. 


3. Crimen de Genocidio 


El genocidio se tipifica en la Parte II, Título L, artículo 16 
del proyecto; puede ser considerado, sin margen para la 
duda, el crimen internacional más grave, en cuanto implica 
la realización de actos destinados a destruir a un grupo 
determinado, debiendo entenderse por destrucción no so- 
lamente el exterminio físico o biológico sino la adopción de 
medidas que tienden a aniquilar los elementos de identidad 
que hacen a la esencia del grupo. 


La Resolución 96 (I) de 11 de diciembre de 1946 ha 
declarado que el genocidio es un delito de derecho interna- 
cional condenado por el mundo civilizado, contrario al 
espíritu y a los fines de las Naciones Unidas. La Convención 
para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio, 
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Resolución 260 A (III), de 9 de diciembre de 1948, que entró 
en vigor el 12 de enero de 1951, entiende que se comete un 
genocidio cuando con la intención de destruir total o par- 
cialmente a un grupo nacional, étnico, racial o religioso, se 
realiza cualquier acto de "matanza de miembros del grupo; 
lesión grave a la integridad física o mental de los miembros 
del grupo; sometimiento intencional del grupo a condicio- 
nes de existencia que hayan de acarrear su destrucción 
física, total o parcial; medidas destinadas a impedir los 
nacimientos en el seno del grupo y traslado por fuerza de 
niños del grupo a otro grupo” (artículo 1). El artículo 6 del 
Estatuto de Roma incluye el crimen de genocidio bajo la 
jurisdicción de la Corte Penal Internacional, adoptando la 
misma definición. 


La Convención para la Prevención y la Sanción del 
Delito de Genocidio obliga a los Estados a adoptar "las 
medidas legislativas necesarias para asegurar la aplicación 
de las disposiciones de la presente Convención, y especial- 
mente a establecer sanciones penales eficaces para castigar 
a las personas culpables de genocidio” (artículo V). 


Uruguay ratificó dicha Convención por Ley N* 13.482 de 
30 de junio de 1966, pero jamás incorporó el crimen del 
genocidio al derecho interno. 


La tipificación de la figura en nuestro orden jurídico es 
un imperativo del derecho internacional por las obligacio- 
nes que dimanan del derecho internacional general (jus 
cogen) y de la propia Convención. En esta instancia, como 
ya señaláramos, tenemos la oportunidad histórica, no sola- 
mente de saldar una omisión de décadas, sino de implementar 
en el tipo delictivo los avances del Derecho Internacional 
de los derechos humanos. 


En el proyecto proponemos tipificar el crimen de geno- 
cidio con un alcance diferente y mayor al adoptado por la 
Convención y el Estatuto de Roma, aumentando la tipología 
de los grupos protegidos y otorgando mayor alcance y 
precisión a los elementos materiales. 


La Convención y el Estatuto de Roma reconocen un 
número cerrado y taxativo de grupos protegidos: nacional, 
racial, étnico y religioso; quedaron fuera otros, como, por 
ejemplo, los políticos, culturales, sindicales, de género, 
edad, etcétera. 


El Estatuto de Roma plantea un estándar mínimo y no 
existen imposibilidades jurídicas para que el Legislador 
nacional vaya más allá en la protección de los derechos 
humanos. Va de suyo, además, que al ampliar el alcance de 
la figura respetando el imperativo básico de la Convención 
para la Prevención y Represión del Delito de Genocidio de 
1948, se cumple a satisfacción con la obligación que esta 
impone. 


Se postula incluir como grupos protegidos, además de 
los comprendidos en la Convención y el Estatuto de Roma, 


8 de noviembre de 2005 


alos políticos, sindicales, sociales o grupos con identidad 
propia fundada en razones de género, orientación sexual, 
culturales, edad, discapacidad o salud. 


En el Derecho Comparado de Latinoamérica, algunos 
países ya han incluido a los "grupos políticos” en su 
legislación sobre genocidio (Colombia: artículo 101 del 
Código Penal incorporado por Ley N* 589 de 6 de julio de 
2000; Costa Rica: artículo 375 del Código Penal). 


Debe superarse la noción de "grupo nacional" y consa- 
grarse una concepción social-colectiva de genocidio. Ten- 
gamos al efecto presente los antecedentes jurisprudenciales 
que se desarrollaron en España en el caso relativo a Chile, 
en Audiencia Nacional, autos del 5 de noviembre de 1998. 
Se permitiría que una acción de exterminio con intención de 
destruir total o parcialmente un grupo humano diferenciado 
con identidad propia, pudiera ser calificada como genocidio 
sin necesidad de forzamientos interpretativos, al estar ex- 
presamente en la ley. 


En relación con los actos comprendidos en la figura, el 
proyecto pretende aportar mayor precisión y alcance para 
solucionar los eventuales conflictos de interpretación lite- 
ral del texto de la Convención o del Estatuto de Roma; por 
ejemplo: cuando se refiere a actos contra "miembros del 
grupo" podrían presentarse dudas sobre si se configura el 
genocidio atacando a un solo miembro del grupo o si la 
acción debe afectar a varios. El problema fue resuelto en el 
instrumento "Elementos de los Crímenes”, aprobado por la 
Asamblea de Estados Partes del Estatuto de Roma de la 
Corte Penal Internacional, Nueva York 3 a 10 de setiembre 
de 2003, al disponer que la conducta califica dentro del tipo 
cuando se cometa contra "una o más personas", redacción 
esta que hemos recogido en el proyecto. 


Se posibilita penar como "genocidio" aun hecho indivi- 
dual, siempre y cuando hubiese tenido la finalidad ulterior 
de destruir una parte significativa del grupo. Es importante 
tener presente que el delito de genocidio es una especie de 
delito de intención: alcanza con la "intención de destruc- 
ción”. El ataque contra un miembro de un grupo protegido 
es suficiente para que la conducta califique de genocidio, 
siempre que el autor hubiese tenido la intención de destruir, 
por lo menos, parte de dicho grupo. 


Se incorporan como actos que pudieran causar genoci- 
dio: tortura, desaparición forzada, privación de libertad, 
agresión sexual, embarazo forzoso, sometimiento a tratos 
inhumanos o degradantes; privaciones de recursos indis- 
pensables para la supervivencia, causar una perturbación 
grave de salud, expulsión sistemática de los hogares, tras- 
lado forzoso -no solamente de niños sino también de adul- 
tos- o condiciones de existencia que puedan impedir el 
género de vida del grupo. 


A estos efectos se tomaron en cuenta las referencias 
contenidas en el instrumento Elementos de los Crímenes, ya 
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citado, considerando incluso la figura del genocidio que 
han legislado algunos países donde se hace referencia a 
algunos de estos actos. Por ejemplo, el traslado de adultos 
(y no solo de niños) como práctica de genocidio, se prevé 
en el artículo 138 del Código Penal de Bolivia y en el artículo 
606 del Código Penal de España; el ataque a la salud, en el 
artículo 149 bis del CPF de México y artículo 606 del Código 
Penal de España. 


Finalmente, proponemos tipificar lainstigación al geno- 
cidio (artículo 17) como delito autónomo del previsto en el 
artículo 147 del Código Penal, en cumplimiento de lo dis- 
puesto en el artículo 3 literal c de la Convención y atento a 
la especial peligrosidad que implica la incitación pública al 
genocidio, por cuanto, dirigida a un número indeterminado 
de personas ("pública"), puede devenir en incontrolable 
masificación con nefastas consecuencias para los bienes 
jurídicos protegidos. Tengamos presente la experiencia de 
genocidio en Ruanda y la instigación permanente dirigida 
por radio a los Hutus para que cometan actos de genocidio 
contra la población Tutsi. 


4. Crímenes de lesa humanidad 


El proyecto propone la tipificación de los Crímenes de 
Lesa Humanidad en la Parte II, Título II, Capítulos 1 y 2, 
artículos 18 425. 


Los crímenes de lesa humanidad contemplados en el 
artículo 7 del Estatuto de Roma, serían tipificados en nues- 
tro derecho por la técnica de la remisión (artículo 19). El 
Estatuto de Roma los sistematiza de forma adecuada en un 
solo instrumento, con la trascendencia histórica que esto 
implica; al respecto, no existiría ninguna disimilitud entre la 
ley nacional y el Estatuto de Roma. 


Serán crímenes de lesa humanidad, en la medida que "se 
cometan como parte de un ataque generalizado o sistemá- 
tico contra una población civil y con conocimiento de dicho 
ataque", los siguientes actos: a) Asesinato; b) Exterminio; 
c) Esclavitud; d) Deportación o traslado forzoso de pobla- 
ción; e) Encarcelación u otra privación grave de la libertad 
física en violación de normas fundamentales de derecho 
internacional; f) Tortura; g) Violación, esclavitud sexual, 
prostitución forzada, embarazo forzado, esterilización for- 
zada o cualquier otra forma de violencia sexual de gravedad 
comparable; h) Persecución de un grupo o colectividad con 
identidad propia fundada en motivos políticos, raciales, 
nacionales, étnicos, culturales, religiosos, de género u 
otros motivos universalmente reconocidos como inacepta- 
bles con arreglo al derecho internacional, en conexión con 
cualquier acto mencionado como elemento de estos críme- 
nes o con cualquier crimen de la competencia de la Corte 
Penal Internacional; 1) Desaparición forzada de personas; j) 
El crimen de apartheid; y k) Otros actos inhumanos de 
carácter similar que causen intencionalmente grandes sufri- 
mientos o atenten gravemente contra la integridad física o 
la salud mental o física. 
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Es muy importante detenernos en las características 
que deben reunir estos actos para poder calificar como 
crímenes contra la humanidad: carácter sistemático (actos 
basados en un padrón regular, no necesariamente como 
política de Estado) o carácter general (actos a gran escala 
ode magnitud extraordinaria); dirigidos contra la población 
civil y con conocimiento de dicho ataque (lo que implica que 
el autor deba tener un conocimiento general de que no actúa 
aisladamente). Comprende tanto actos en tiempo de paz 
como en tiempo de guerra y no distingue sobre la calidad del 
autor. 


Si alguna de las conductas mencionadas no forman parte 
de un ataque generalizado o sistemático, no categorizan 
como "crimen de lesa humanidad" en los términos del 
Estatuto de Roma y quedarían excluidas de la jurisdicción 
de la Corte Penal Internacional. Es indudable que son 
exigencias elevadas y la competencia de la Corte Penal 
Internacional se vislumbra limitada. 


Sin embargo, estas aberrantes acciones no dejan de ser 
menos crueles y condenables si se cometen fuera de la 
sistematización o de la generalidad. Consecuentemente, 
cuando las conductas referidas no formen parte de un plan 
sistemático o ataque generalizado, deviene ineludible que 
la cuestión referida a su persecución y castigo se desplace 
a los órdenes jurídicos nacionales. 


Muchos elementos de los crímenes implican acciones 
que en sí mismas conllevan "generalidad" o "sistematiza- 
ción" -desplazamiento forzado, apartheid o las persecucio- 
nes-, pero otros pueden ejecutarse en ausencia de dichas 
notas caracterizantes: tortura, desaparición forzada, homi- 
cidio por motivos políticos, etc. En estos casos, debería 
recurrirse a la legislación penal ordinaria, con la particula- 
ridad de que algunas de estas conductas, como la tortura o 
la desaparición forzada, no han sido aún incorporadas al 
orden jurídico interno. 


En el proyecto proponemos extender la noción de crimen 
contra la humanidad y los principios que rigen su 
punibilidad, al Homicidio Político (artículo 20), la Desapa- 
rición Forzada de Personas (artículo 21), la Tortura (artículo 
22), la Privación Grave de Libertad (artículo 23) y la Agre- 
sión sexual contra persona privada de libertad (artículo 24), 
aunque estos hechos no se realicen en el marco de un plan 
sistemático o ataque generalizado contra la población civil. 
Si se verificaran estos dos últimos elementos, los hechos 
encuadrarían dentro de los crímenes bajo jurisdicción de la 
Corte Penal Internacional, pero si no se constatan serán 
igualmente delitos reprimidos como crímenes contra la hu- 
manidad aplicándose los principios de la Parte I del proyec- 
to: no será admitido el derecho de asilo ni refugio; se le 
negará carácter político; no existirá el beneficio de la prescrip- 
ción; no podrá alegarse como eximente la obediencia debi- 
da; no podrá otorgarse amnistía o similares, etc. 


Tengamos presente que un mismo hecho puede calificar 
de distintas maneras, ya que no es la naturaleza en sí del 
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hecho la que determina el tipo de delito, sino el contexto 
fáctico que la norma jurídica considere relevante para 
encuadrarlo en una u otra categoría. 


En tal sentido, el proyecto propone la incorporación de 
normas que otorgan especial relevancia jurídica a contextos 
fácticos singulares que, por su gravedad, determinan la 
creación de tipos delictivos autónomos asimilables a los 
crímenes de lesa humanidad. 


La Desaparición Forzada de Personas y la Tortura se 
legislan como delitos autónomos en cumplimiento de obli- 
gaciones internacionales contraídas por el Uruguay. Preci- 
samente, al igual que lo sucedido con el crimen de genoci- 
dio, Uruguay ratificó las Convenciones pero está en omi- 
sión al no haber incorporado los supuestos delictivos a la 
legislación interna. La tipificación de estos delitos es una 
obligación que se impone por el derecho internacional y su 
represión no puede quedar limitada, únicamente, para cuan- 
do se verifiquen prácticas sistemáticas o generalidad. 


En efecto y para el caso de la Tortura, la "Convención 
contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhuma- 
nos O Degradantes", adoptada por Asamblea General de 
Naciones Unidas en su resolución 39/46, de 10 de diciembre 
de 1984, firmada por Uruguay y aprobada por Ley N* 15.798 
de 17 de diciembre de 1985 y la "Convención Interamericana 
para prevenir y sancionar la Tortura", adoptada por la OEA 
el 6 de diciembre de 1985, firmada por Uruguay y aprobada 
por Ley N* 16.294 de 5 de agosto de 1992, obligan a perseguir 
penalmente los actos de tortura. La descripción del tipo 
otorga relevancia al acto de tortura cometido contra una 
persona privada de libertad o bajo custodia o control, 
conforme se dispone por los instrumentos internacionales 
mencionados, con una especial referencia a los actos con- 
templados en el art. 291 del Código Penal. 


Asimismo, la "Convención Interamericana sobre Des- 
aparición Forzada de Personas" adoptada porla OEA el 9 de 
junio de 1994, firmada por Uruguay y aprobada por Ley 
N* 16.724 de 1 de noviembre de 1995, obliga en igual sentido 
a castigar el delito de desaparición forzada en nuestro orden 
jurídico. De acuerdo con lo dispuesto en dicha Convención 
y con la "Declaración sobre la protección de todas las 
personas contra las desapariciones forzadas", aprobada 
por la Asamblea General de Naciones Unidas en su resolu- 
ción 47/133 de 18 de diciembre 1992, se tipifica en nuestro 
derecho positivo, finalmente, el delito de desaparición for- 
zada de personas, independientemente de que existan prác- 
ticas sistemáticas o generalidad. 


Se otorga relevancia como elementos fundamentales a la 
privación de libertad de una persona y la negativa a informar 
sobre su suerte O paradero, cometidas por agentes del 
Estado o con su autorización, apoyo o aquiescencia. Expre- 
samente, en el artículo 21.2 del proyecto y para alejar 
cualquier duda interpretativa, se reproduce el artículo III 
inc. 1 in fine de la Convención que preceptúa: "Dicho delito 
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será considerado como continuado o permanente, mientras 
no se establezca el destino o paradero de la víctima". 


El Homicidio Político otorga relevancia jurídica al hecho 
de dar muerte a una persona por un agente del Estado o con 
su autorización, apoyo o aquiescencia, en virtud de las 
actividades u opiniones políticas, sindicales, religiosas, 
culturales, de género, sindical, religiosa; o por la pertenen- 
cia a un grupo social o con identidad propia fundada en 
motivos de género; la Privación Grave de Libertad otorga 
relevancia jurídica especial al hecho de ser cometida por un 
agente del Estado o con su autorización, apoyo o aquies- 
cencia; la agresión sexual a la persona detenida otorga 
relevancia jurídica especial al hecho de que la agresión 
sexual -cualquiera sea- se cometa contra una persona priva- 
da de libertad por un agente del Estado o con su autoriza- 
ción, apoyo o aquiescencia. 


Tengamos presente, en relación con los actos de violen- 
cia contra la mujer, que la "Convención Interamericana para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer" 
adoptada por la Organización de Estados Americanos el 9 
de junio de 1994, firmada por Uruguay y aprobada por Ley 
16.735 de 13 de diciembre de 1995, impone a los Estados la 
obligación jurídica de adoptar medidas en su legislación 
interna para prevenir, erradicar y penar la violencia contra 
la mujer, especialmente cuando involucra a funcionarios o 
agentes del Estado (artículo 7 literales a y c), en concordan- 
cia con la "Convención sobre Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer” adoptada por la 
Asamblea General de Naciones Unidas el 18 de setiembre de 
1979 y aprobada por Decreto-Ley 15.164 de 28 de julio de 
1981.- 


Finalmente, se tipifica el delito de Asociación para co- 
meter genocidio, crímenes de lesa humanidad o crímenes de 
guerra, otorgándole una mayor pena que la prevista en el 
artículo 150 del Código Penal. 


Se trata de reprimir conductas de extrema gravedad que 
se realizan al amparo del poder estatal contra las personas 
que el mismo Estado debe proteger en sus más elementales 
derechos a la vida y seguridad. 


Nada impide al legislador, como ya señaláramos, traspa- 
sar el umbral mínimo que se consagra en el Estatuto de 
Roma. Es más y como también adelantáramos, el ordena- 
miento jurídico interno debe amoldarse al derecho interna- 
cional de los derechos humanos, pero, muy especialmente, 
tiene la obligación ética e histórica de legislar con finalidad 
preventiva en función de la terrible experiencia de violacio- 
nes a los derechos humanos ocurrida durante la pasada 
dictadura. 


No importa si existen "prácticas sistemáticas o genera- 
lidad”. Un solo acto aislado tiene aptitud para ser valorado 
como un crimen gravísimo. Así lo impone la conciencia 
humana y la más simple de las éticas sociales. 
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Son conductas que violan derechos elementales consa- 
grados en la Constitución de la República, en la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, en la Declaración Ameri- 
cana de los Derechos y Deberes del Hombre y que contra- 
vienen los principios proclamados en la Carta de Naciones 
Unidas y en la Carta de la Organización de Estados Ameri- 
canos. 


5. Crímenes de Guerra 


Los crímenes de guerra se consagran en el Título III de 
la Parte II (artículo 26). 


El Estatuto de Roma tipifica como "Crímenes de Guerra", 
en forma taxativa, determinadas conductas violatorias de 
los Convenios de Ginebra de 12 agosto de 1949 y sus 
Protocolos Adicionales, cometidas contra personas o bie- 
nes protegidos en dichos Convenios, en la medida que sean 
parte de un plan o política o realizadas a gran escala (artí- 
culo 8.1.), distinguiendo entre crímenes cometidos en con- 
flictos armados de carácter internacional y conflictos arma- 
dos internos. 


Sin embargo, el Derecho Internacional Humanitario con- 
sidera como crímenes de guerra otras infracciones y viola- 
ciones graves que no se encuentran contempladas en el 
Estatuto de Roma. Si bien en este se incrimina casi todos los 
crímenes de los Convenios de Ginebra (artículo 8 párrafo 2 
numeral a) y del Protocolo Adicional I de 1977, es llamativa 
la ausencia de otros: demora injustificada en la repatriación 
de prisioneros de guerra o de personas civiles (artículo 85 
párrafo 4 numeral b del Protocolo Adicional 1); ataques 
contra obras o instalaciones que contengan fuerzas peli- 
grosas (artículo 85 párrafo 3 literal c del Protocolo Adicional 
D); el hacer objeto de ataque a localidades no defendidas y 
zonas militarizadas (artículo 85 párrafo 3 literal d del Proto- 
colo Adicional); el hacer padecer hambre a las personas 
civiles como método de combate en el marco de un conflicto 
armado interno (art. 14 del Protocolo IT); castigos colecti- 
vos (artículo 4 párrafo 2 literal b del Protocolo Adicional ID); 
etcétera. 


Si bien el Código Penal Militar tipifica algunos delitos 
que contemplan situaciones similares a las conductas pre- 
vistas en el Estatuto de Roma (artículo 58 numeral 8 - 
violación de las prerrogativas del prisionero de guerra-; 
artículo 58 numeral 12 -ataque injustificado a hospitales, 
etc.-; artículo 58 numeral 22 -uso indebido de distintivo-), 
no lo hace previendo el contexto de un plan o política a gran 
escala, tal cual lo preceptúa el Estatuto de Roma, para 
calificar las conductas como crímenes de guerra. En tal 
sentido, la legislación uruguaya carece de previsiones y de 
normas con igual contenido típico que las previstas en el 
Estatuto de Roma. 


Por su parte, Uruguay ha suscripto y ratificado los 
Convenios de Ginebra de 1949, aprobados por ley 13.683 de 
12 de setiembre de 1968 y sus Protocolos Adicionales por 
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ley 15.764 de 20 de agosto de 1985 y otros instrumentos 
relacionados. 


Consecuentemente, es una obligación jurídica para el 
Uruguay incorporar a su legislación nacional las medidas 
adecuadas para perseguir penalmente a los infractores del 
Derecho Internacional Humanitario, independientemente 
de que las acciones estén o no tipificadas como crimen en 
el Estatuto de Roma: este no asegura por sí el cumplimiento 
de todas las obligaciones jurídicas que impone el derecho 
internacional en la materia. Tal como lo ha sugerido la Cruz 
Roja Internacional (CICR), institución comprometida con la 
causa del derecho humanitario, la instancia de 
implementación del Estatuto de Roma es una inmejorable 
oportunidad de adecuación normativa en la materia. 


En función de lo expuesto y con el objetivo de establecer 
en el derecho interno una represión más extensa e integral 
de las infracciones al derecho internacional humanitario, 
entendemos indispensable proponer en el proyecto en vis- 
ta, no solamente la tipificación de los crímenes de guerra 
previstos en el Estatuto de Roma, sino equiparar en dicha 
categoría las demás conductas prohibidas por el derecho 
internacional humanitario que están ausentes en el Estatu- 
to de Roma, fundamentalmente las que tienen como fuente 
los Protocolos Adicionales y las Convenciones internacio- 
nales adoptadas para proscribir el uso de determinadas 
armas o proteger bienes especiales. Tengamos especial- 
mente presente que nuestro país debe efectuar un necesario 
relevamiento todos los instrumentos internacionales relati- 
vos al tema y proceder a la ratificación de aquellos respecto 
de los cuales esté en omisión. 


En relación con el proyecto (art. 26), se toman como 
referencia para la implementación: 


(a) el Estatuto de Roma; 


(b) los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 y 
los Protocolos Adicionales 1 y II del 8 de junio de 1977, a 
los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949; 


(c) el Protocolo Facultativo de la Convención sobre los 
Derechos del Niño relativo a la participación de niños en 
conflictos armados; 


(d) en relación con el uso de determinadas armas y 
métodos de guerra: el "Protocolo sobre fragmentos no 
localizables (Protocolo )(CCW.P.I)", Ginebra, 10 de octu- 
bre de 1980; "Protocolo sobre Prohibiciones o Restriccio- 
nes del Empleo de Minas, Armas Trampa y Otros Artefactos 
(Protocolo Il)", Ginebra, 10 de octubre de 1980, enmendado 
el 3 de mayo de 1996; el "Protocolo sobre prohibiciones o 
restricciones del empleo de armas incendiarias (Protocolo 
III)", Ginebra el 10 de octubre de 1980; el "Protocolo sobre 
Armas Láser que causen ceguera (Protocolo IV), Ginebra, 13 


CAMARA DE SENADORES 


8 de noviembre de 2005 


de octubre de 1995; la "Convención sobre la prohibición del 
empleo, almacenamiento, producción y transferencia de 
minas antipersonal y sobre su destrucción (Convención de 
Ottawa)", 1997; el Anexo Técnico, del "Protocolo sobre los 
Restos Explosivos de Guerra (Protocolo V) ala Convención 
sobre Ciertas Armas Convencionales de 1980", aprobado el 
28 de noviembre de 2003; la "Convención sobre la prohibi- 
ción del desarrollo, la producción, el almacenamiento y el 
empleo de armas químicas y sobre su destrucción", 10 de 
abril de 1972; la "Convención sobre la prohibición del 
desarrollo, la producción y el almacenamiento de armas 
bacteriológicas (biológicas) y toxínicas y sobre su destruc- 
ción", 10 de abril de 1972; y la "Convención sobre la 
prohibición de utilizar técnicas de modificación ambiental 
con fines militares u otros fines hostiles (ENMOD)" apro- 
bada por la Asamblea General de la ONU el 10 de diciembre 
de 1976, Resolución 31/72; 


(e) En relación con la protección de bienes culturales: la 
"Convención para la Protección de los Bienes Culturales en 
caso de Conflicto Armado", La Haya, 14 de mayo de 1954; 
el "Protocolo para la Protección de los Bienes Culturales en 
caso de Conflicto Armado", La Haya, 14 de mayo de 1954; 
el "Segundo Protocolo de la Convención de La Haya de 1954 
para la Protección de los Bienes Culturales en caso de 
Conflicto Armado", La Haya, 26 de marzo de 1999; y la 
Declaración de la UNESCO relativa a la destrucción inten- 
cional del patrimonio cultural - 2003, adoptada por la Con- 
ferencia General de la UNESCO en su 32a. reunión París. el 
17 de octubre de 2003. 


La propuesta del proyecto describe todas las conductas 
que, en nuestro criterio, calificarían como crímenes de gue- 
rra aplicables tanto para conflictos armados de carácter 
internacional como para conflictos armados internos. En tal 
sentido y a diferencia de la técnica adoptada por el Estatuto 
de Roma, no se establecen dos tipos diferentes, sino que se 
concentran en una sola enumeración todos los actos que 
constituirían crímenes de guerra (artículo 26). 


La naturaleza aberrante de las acciones no amerita su 
distinción y es jurídicamente posible que el Legislador 
nacional fusione una misma categoría de crímenes de guerra 
para ambos escenarios. Por otra parte, se vuelve necesaria 
para subsanar omisiones, como, por ejemplo, la referida al 
caso de la prohibición de hacer pasar hambre a la población 
civil como método de combate, prevista en el Estatuto de 
Roma exclusivamente para conflictos internacionales (artí- 
culo 8 párrafo 2 literal b numeral XXV), pero omitida en 
relación con los conflictos internos; al respecto, el art. 26.3 
numeral 33 del proyecto la incluye y dentro del concepto de 
"privación de objetos indispensables para la superviven- 
cia" contempla la obstaculización intencional a la acción 
humanitaria o de acceso a las víctimas. 


Los numerales 1 a 34 del artículo 26.3 contemplan las 
conductas descriptas en el Estatuto de Roma (artículo 8), 
manteniéndose en lo posible la redacción original, salvo en 
las adaptaciones indispensables para su aplicación a con- 
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flictos armados internos e internacionales (como el ejemplo 
que venimos de examinar) y en aquellos casos en que se 
impone necesariamente su modificación por razones 
sustantivas. 


En el numeral 12 se reformula la redacción del artículo 8 
párrafo 2 literal b numeral IV, incorporando las previsiones 
del artículo 85 numeral 1 del Protocolo Adicional I, en 
cuanto la prohibición de lanzar un ataque cuando sea de 
prever que causará lesiones o muertes a personas protegi- 
das. 


En el numeral 34 se modifica la edad de 15 años prevista 
en el Estatuto de Roma como límite para reclutar o alistar 
niños en las fuerzas armadas (art. 8 párrafo 2 literal b 
numeral XXVI y literal e numeral VII) y se eleva a 18 años en 
cumplimiento del "Protocolo Facultativo de la Convención 
sobre los Derechos del Niño" suscripto por Uruguay el 7 de 
setiembre de 2000; caso contrario, nuestro país incumpliría 
sus obligaciones internacionales. 


Los numerales 35 a 50 refieren a nuevas conductas no 
previstas en el Estatuto de Roma, pero que, de acuerdo con 
los fundamentos expresados, se incorporan como crímenes 
de guerra. Las mismas tienen diversas fuentes, tratándose, 
en general, de acciones u omisiones relacionadas con el uso 
de armas prohibidas, métodos inhumanos de combate y 
protección de personas y de bienes culturales. 


A los efectos ilustrativos referimos, resumidamente, sus 
fuentes: numeral 35 (Demorar en forma injustificada en 
repatriar o liberar alos prisioneros), fuente: artículo 85 (4) 
(b) del Protocolo Adicional la los Convenios de Ginebra de 
12 de agosto de 1949; numeral 36 (Atacar, destruir o inuti- 
lizar por cualquier medio, los bienes indispensables para la 
supervivencia o subsistencia de la población civil -víveres, 
ganado, reserva de agua potable, etc.-); fuente: artículo 14 
del Protocolo Adicional Il a los Convenios de Ginebra de 12 
de agosto de 1949; numeral 37 (Realizar castigos colectivos 
O actos O amenazas que tengan por objeto aterrorizar a la 
población civil), fuente: artículo 4 (2) (b) y (d) del Protocolo 
Adicional Il a los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 
1949; numeral 38 (Lanzar un ataque empleando armas y 
métodos de combate que no permitan hacer distinción entre 
objetivos militares y no militares), fuente: Arts. 7 a 9, 
"Protocolo sobre Prohibiciones o Restricciones del Empleo 
de Minas, Armas Trampa y Otros Artefactos (Protocolo 
ID", Ginebra, 10 de octubre de 1980, enmendado el 3 de mayo 
de 1996; numeral 39 (Dirigir intencionalmente ataques con- 
tra bienes culturales protegidos o patrimonio cultural de 
gran importancia para la humanidad, comprendido el patri- 
monio cultural vinculado a un sitio de patrimonio natural), 
fuente: artículos 7 y 15 del "Segundo Protocolo de la Con- 
vención de La Haya de 1954 para la Protección de los Bienes 
Culturales en caso de Conflicto Armado", La Haya, 26 de 
marzo de 1999; "Convención para la Protección de los 
Bienes culturales en caso de Conflicto Armado", La Haya, 
14 de mayo de 1954. "Protocolo para la Protección de los 
Bienes culturales en caso de Conflicto Armado", La Haya, 
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14 de mayo de 1954, Declaración de la UNESCO relativa a la 
destrucción intencional del patrimonio cultural - 2003 adop- 
tada por la Conferencia General de la UNESCO en su 32a 
reunión, París, el 17 de octubre de 2003; numeral 40 (Lanzar 
un ataque contra obras o instalaciones que contengan 
fuerzas peligrosas), fuente: artículo 85 (3) (c) del Protocolo 
Adicional 1 del 8 de junio de 1977, a los Convenios de 
Ginebra de 12 de agosto de 1949; numeral 41 (Lanzar un 
ataque contra zonas desmilitarizadas), fuente: artículo 85 
(3) (d) del Protocolo Adicional I del 8 de junio de 1977, alos 
Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949; numeral 42 
(Emplear armas cuyo efecto principal sea lesionar mediante 
fragmentos que no puedan localizarse por rayos X en el 
cuerpo humano), fuente: "Protocolo sobre fragmentos no 
localizables (Protocolo I) (CCW.P.I)", Ginebra, 10 de octu- 
bre de 1980; numeral 43 (Emplear minas antipersonales), 
fuente: "Convención sobre la prohibición del empleo, alma- 
cenamiento, producción y transferencia de minas 
antipersonal y sobre su destrucción (Convención de 
Ottawa)", 1997; numeral 44 (Emplear minas, armas trampas 
y otros artefactos similares), fuente: "Protocolo sobre Pro- 
hibiciones o Restricciones del Empleo de Minas, Armas 
Trampa y Otros Artefactos (Protocolo II)", Ginebra, 10 de 
octubre de 1980, enmendado el 3 de mayo de 1996; numeral 
45 (Emplear trampas y armas incendiarias), fuente: artículo 
1 "Protocolo sobre prohibiciones o restricciones del em- 
pleo de armas incendiarias (Protocolo III)", Ginebra, 10 de 
octubre de 1980 -para la especie no se contempla ninguna 
excepción para el uso de las armas referidas-; numeral 46 
(Emplear armas químicas, biológicas u otras armas de des- 
trucción masivas), fuente: "Convención sobre la prohibi- 
ción del desarrollo, la producción y el almacenamiento de 
armas bacteriológicas (biológicas) y toxínicas y sobre su 
destrucción”, 10 de abril de 1972; "Convención sobre la 
prohibición del desarrollo, la producción, el almacenamien- 
to y el empleo de armas químicas y sobre su destrucción", 
10 de abril de 1972; numeral 47 (Emplear armas láser con 
aptitud para causar cegueras permanentes), fuente: Proto- 
colo sobre Armas Láser que causen ceguera (protocolo IV), 
Ginebra, 13 de octubre de 1995; numeral 48 (Utilizar técnicas 
de modificación ambiental con fines militares u otros fines 
hostiles), fuente: artículos 1 y 21 de la "Convención sobre 
la prohibición de utilizar técnicas de modificación ambiental 
con fines militares u otros fines hostiles (ENMOD)" apro- 
bada por la Asamblea General de la ONU el 10 de diciembre 
de 1976, Resolución 31/72; numeral 49 (Omitir en forma 
intencional señalizar zonas en las que se hallen restos 
explosivos de guerra o su limpieza o remoción), fuente: 
artículos 2,3,5 y Anexo Técnico, del "Protocolo sobre los 
Restos Explosivos de Guerra (Protocolo V) ala Convención 
sobre Ciertas Armas Convencionales de 1980", aprobado el 
28 de noviembre de 2003; numeral 50 (Definición sobre fines 
civiles y objetivos militares), fuente: artículos 7 a 9, "Pro- 
tocolo sobre Prohibiciones o Restricciones del Empleo de 
Minas, Armas Trampa y Otros Artefactos (Protocolo II)", 
Ginebra, 10 de octubre de 1980, enmendado el 3 de mayo de 
1996. 


Es un imperativo jurídico y moral atemperar los efectos 
de la violencia que conlleva un conflicto armado y limitar el 
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uso de la fuerza contra grupos vulnerables, penalizando 
como crímenes de guerra violaciones al Derecho Interna- 
cional humanitario. La protección de las personas mediante 
la prohibición de determinados métodos de guerra, armas y 
tácticas militares, debe ser valorada como un elemento 
disuasivo más, en la desigual lucha por la vigencia del 
derecho contra el uso arbitrario de la fuerza. 


El Derecho Internacional humanitario es un Derecho de 
excepción que aplica únicamente en situaciones de conflic- 
to armado y pudiera ser una tentación generalizada poster- 
gar su implementación, dada la dificultad de imaginar la 
probabilidad de que el Estado se involucre en un conflicto 
armado. Sin embargo, y no obstante lo acertado de dicho 
análisis, el escenario internacional evidencia, cada vez más, 
que los Estados -entre ellos, Uruguay- envían contingentes 
o fuerzas militares a misiones internacionales y las cuestio- 
nes relacionadas con el Derecho Internacional humanitario 
pasan a tener una gran importancia en materia preventiva. 
Esto expresado sin perjuicio, reiteramos, de la obligación 
jurídica de su implementación por mandato del Derecho 
Internacional. 


6.- Otros Delitos y Prevención 


El Título IV de la Parte Il incorpora delitos contra la 
administración de Justicia por la Corte Penal Internacional 
(artículo 27) en función de la obligación contraída de acuer- 
do con el artículo 70 del Estatuto de Roma. 


Se procede a la tipificación por la técnica de la remisión, 
fijándose la pena; en el caso no existiría ninguna disimilitud 
entre la ley nacional y el Estatuto de Roma. 


En la especie se considerará delito contra la administra- 
ción de Justicia por la Corte Penal Internacional: dar falso 
testimonio cuando se esté obligado a decir verdad de con- 
formidad; presentar pruebas a sabiendas de que son falsas 
o han sido falsificadas; corromper a un testigo, obstruir su 
comparecencia o testimonio o interferir en ellos, tomar 
represalias contra un testigo por su declaración, destruir o 
alterar pruebas o interferir en las diligencias de prueba; 
poner trabas, intimidar o corromper a un funcionario de la 
Corte para obligarlo oinducirlo a que no cumpla sus funcio- 
nes o aque lo haga de manera indebida; y solicitar o aceptar 
un soborno en calidad de funcionario de la Corte y en 
relación con sus funciones oficiales. 


El Título V de la Parte II propone la tipificación de dos 
delitos especiales: lavado de activos y financiación de los 
crímenes de genocidio, de lesa humanidad y de guerra 
(artículo 28) y la apología de hechos pasados (artículo 29). 


Resulta pertinente para cumplir cabalmente con el prin- 
cipio de complementariedad a nivel nacional, que los Esta- 
dos Parte del Estatuto de Roma no solamente enjuicien a 
quienes ordenan o cometen crímenes de genocidio, críme- 
nes de guerra y crímenes de lesa humanidad, sino que 
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también actúen respecto de aquellas personas que, resi- 
diendo fuera del territorio del conflicto en sí, instigan, 
secundan, promuevan o facilitan la perpetración de dichos 
crímenes, especialmente en todos los aspectos vinculados 
ala asistencia financiera o al lavado de activos procedente 
de los delitos. 


Se tendrá presente, por ejemplo, que la Oficina del Fiscal 
de la Corte Penal Internacional y el Panel de Expertos de las 
Naciones Unidas sobre la Explotación Ilegal de los Recur- 
sos Naturales y Otras Formas de Riqueza en la República del 
Congo, han establecido vínculos de causalidad entre atro- 
cidades cometidas en dicho país (región de Ituri) y empre- 
sas que operan en el extranjero y existe el convencimiento 
de que si las prácticas comerciales presuntamente ilícitas 
siguen fomentando atrocidades, estas no se detendrán, aun 
cuando los perpetradores sean arrestados y procesados. 
Un compromiso genuino de poner fin a la impunidad implica 
llevar a la justicia no solamente a los perpetradores, sino a 
las personas que los financien, coadyuven o cooperen en 
cualquier forma. 


Nuestro orden jurídico tipifica varios delitos relaciona- 
dos con el lavado de activos proveniente de diversas acti- 
vidades delictivas (narcotráfico, terrorismo, tráfico ilícito 
de armas, explosivos, órganos, etc.), según lo dispuesto en 
el artículo 8 de la ley 17.835 de 14 de setiembre de 2004, 
artículo 5 de la ley 17.016 de 22 de octubre de 1998 y Decreto- 
Ley N* 14.294, de 31 de octubre de 1974. 


El proyecto propone que dichos delitos se extiendan al 
caso de bienes, productos o instrumentos provenientes de 
crímenes de genocidio, de lesa humanidad y de guerra. 


A los efectos de mantener un régimen uniforme en la 
represión de estas conductas evitando la superposición 
normativa, proponemos sustituir el artículo 8 de la Ley 
N* 17.835 de 14 de setiembre de 2004, incorporando los 
nuevos supuestos como elementos que configurarían los 
delitos ya tipificados. 


De esta forma, se penalizará a quien convierta o transfie- 
ra bienes, productos o instrumentos que procedan de cual- 
quiera de los crímenes o delitos; a quien adquiera, posea, 
utilice, tenga en su poder o realice cualquier tipo de transac- 
ción sobre bienes, productos o instrumentos que procedan 
de cualquiera de los crímenes o delitos; a quien oculte, 
suprima, altere los indicios o impida la determinación real de 
la naturaleza, el origen, la ubicación, el destino, el movi- 
miento o la propiedad reales de tales bienes, o productos u 
otros derechos relativos a los mismos que procedan de 
cualquiera de los crímenes o delitos; a quien asista a los 
autores de los crímenes o delitos para asegurar el beneficio 
o el resultado de tal actividad, para obstaculizar las accio- 
nes de la Justicia o para eludir las consecuencias jurídicas 
de sus acciones, o quien le prestare cualquier ayuda, asis- 
tencia o asesoramiento; a quien organizare o, por el medio 
que fuere, directa o indirectamente, proveyere o recolectare 
fondos con la intención de que se utilicen, o a sabiendas de 
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que serán utilizados, en todo o en parte, para financiar actos 
de genocidio, crímenes de lesa humanidad y crímenes de 
guerra. 


El proyecto sugiere castigar a quien, públicamente, efec- 
túe la apología de hechos anteriores ala entrada en vigencia 
de la ley que se propone, si estos hubieran calificado como 
crímenes o delitos de haber estado vigente la misma. 


Alabar, loar o defender públicamente situaciones histó- 
ricas que la conciencia de Humanidad repudia, merece ser 
objeto de control social al grado tal que se propone su 
castigo. Entendemos que el elemento material no es asimi- 
lable al tipo "apología del delito” (artículo 148 del Código 
Penal), ya que en la especie se trata de defender o alabar 
hechos sucedidos en el pasado y, por tanto, no podrían 
calificarse como delito, desde el momento que el mismo 
todavía no existía tipificado. Se trata de la apología de un 
hecho histórico acaecido antes de la tipificación de los 
crímenes y, al amparo de la legislación vigente, pudiera 
entenderse que no estaría alabando un delito, sencillamen- 
te porque el hecho no era tal al momento en que ocurrió; 
estaría alabando o reivindicando sucesos pasados pero que 
hoy repugnan a la conciencia pública y, de suceder, califi- 
carían como crímenes internacionales (artículo 29). 


La consolidación de los valores de los Derechos Huma- 
nos impone la obligación de coadyuvar ala paz pública y no 
puede ser permisiva con conductas que públicamente aten- 
tan contra los mismos. 


En el Título VI de la Parte Il, el artículo 30 refiere a la 
prevención. 


El Estado tiene la obligación de implementar el Estatuto 
de Roma y demás Convenios Internacionales vinculados al 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos que lo 
obligan a perseguir y sancionar distintas conductas. Sin 
embargo, no puede dejarse de lado la esfera de prevención 
del delito y en tal sentido el proyecto propone el deber de 
fomentar y promover la difusión, educación y formación en 
relación con la normativa jurídica nacional e internacional 
que regulan los crímenes internacionales y muy especial- 
mente la referida al Derecho Internacional humanitario. 


7.- Cooperación plena con la Corte Penal Internacional 


El proyecto propone en su Parte III (artículo 31 y si- 
guientes), regular la cooperación y asistencia con la Corte 
Penal Internacional en cumplimiento de lo dispuesto por el 
artículo 86 del Estatuto de Roma, el cual obliga al Estado 
Parte a cooperar plenamente en la investigación y enjuicia- 
miento de los crímenes competencia de la Corte Penal Inter- 
nacional. 


El régimen de cooperación establecido en la Parte IX del 
Estatuto de Roma, resulta esencial para asegurar el funcio- 
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namiento de la Corte Penal Internacional y, en definitiva, 
para afianzar el deber de investigar y sancionar los crímenes 
más graves contra los Derechos Humanos, evitando la 
cultura de la impunidad. 


Considerando la ausencia de coercibilidad en las inves- 
tigaciones y enjuiciamientos de la Corte Penal Internacio- 
nal, esta requiere necesariamente de la participación y 
colaboración de los Estados. El "principio de cooperación 
plena" debe ser aceptado como pilar fundamental de cual- 
quier sistema de cooperación que se fuera a incorporar en 
el Derecho interno. 


Sin embargo, la implementación en el orden jurídico 
nacional del "principio de cooperación plena", no solamen- 
te implica adoptar mecanismos aptos para dar cumplimiento 
alas solicitudes de asistencia, sino, también, establecer un 
régimen jurídico destinado a evitar que los Estados realicen 
un manejo arbitrario y abusivo de aquellos supuestos que 
le permitan sustraer un caso de la jurisdicción de la Corte 
Penal Internacional u oponerse a una medida de solicitud de 
cooperación invocando las causales contempladas al efec- 
to en el Estatuto de Roma. 


Tengamos presente que estamos en presencia de un 
órgano judicial internacional permanente, con competencia 
para juzgar los más aberrantes crímenes que conoce la 
historia de la Humanidad, para lo cual se necesita la parti- 
cipación y colaboración de los Estados. 


Pero, al mismo tiempo, también tengamos presente que 
el propósito de la Corte Penal Internacional es servir de 
complemento a las jurisdicciones penales nacionales y en 
consecuencia, conforme al Estatuto de Roma, cuando un 
Estado ha decidido, por ejemplo, tomar acción penal respec- 
to de un caso comprendido en el mismo, la Corte Penal 
Internacional no puede intervenir. 


La potestad de enjuiciamiento de la Corte Penal Interna- 
cional solamente se ejercita cuando los Estados Parte se 
niegan o no pueden enjuiciar delitos tipificados en el Esta- 
tuto de Roma. Por esencia del "principio de comple- 
mentariedad" (artículo 17 del Estatuto de Roma), la Corte 
Penal Internacional no será competente y, por ende, no 
investigará ni enjuiciará cuando un Estado Parte esté inves- 
tigando o enjuiciando el mismo caso. 


Entonces, para que el sistema de punibilidad de los 
crímenes internacionales funcione adecuadamente, los es- 
fuerzos de los Estados en investigar y enjuiciar bajo su 
jurisdicción nacional deben ser "auténticos", ya que de lo 
contrario los responsables de los delitos habrían logrado 
evadirse de la acción de la justicia. 


El propio Estatuto de Roma contiene precisas disposi- 
ciones tendientes a determinar si un Estado está actuando 
"auténticamente" o, por el contrario, está procediendo con 
la finalidad de sustraer un caso a la competencia de la Corte 
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Penal Internacional, o entorpecer o dilatar su intervención 
o la de sus Órganos. Es perfectamente posible imaginar que 
los Estados lleven a cabojuicios o dispongan investigacio- 
nes "aparentes", que luego podrían ser invocadas con el 
objetivo de impugnar la intervención de la Corte Penal 
Internacional. 


Para resolver esta cuestión en el nivel de implementación 
de la cooperación en los órdenes jurídicos nacionales, 
resulta fundamental prestar especial atención al proceso 
interno de formación de la voluntad del Estado, en un 
escenario donde este alegue ante la Corte Penal Internacio- 
nal las causales previstas en el Estatuto de Roma que 
obstan a la cooperación. 


Creemos que es posible institucionalizar mecanismos y 
procedimientos adecuados con la finalidad de asegurar y 
garantizar que cuando se invoque por parte del Estado una 
causal prevista en el Estatuto de Roma que implique oposi- 
ción, impugnación, solicitud de inhibición o rechazo de una 
solicitud de asistencia, la decisión del Estado esté susten- 
tada estrictamente por el Derecho y no en la mera voluntad 
política, oportunidad o conveniencia. 


Estas consideraciones pudieran parecer extraviadas para 
quien no conozca el proceso jurídico-político de laimpuni- 
dad en Uruguay o quiera razonar fuera del mismo o sin los 
referentes jurídicos esenciales que hacen a los principios 
del Derecho Internacional de los Derechos Humanos en la 
actualidad. Sin embargo, resultan, por el contrario, absolu- 
tamente pertinentes cuando examinamos que enel contexto 
de impunidad generado por la Ley de Caducidad de la 
Pretensión Punitiva del Estado, el Poder Ejecutivo de épo- 
cas anteriores, actuando conforme al orden jurídico interno, 
contó con tan amplio margen de discrecionalidad que le 
permitió incluir en los efectos de la norma supuestos fácticos 
para los cuales no estaba destinada. 


Al margen de la opinabilidad y de las diferentes valora- 
ciones que los distintos sectores de sociedad uruguaya 
pudieran tener al respecto, deberíamos coincidir hacia el 
futuro, en la necesidad de acotar y limitar los márgenes de 
discrecionalidad y opinabilidad política, cuando, llegado el 
caso, el Estado deba invocar las causales previstas en el 
Estatuto de Roma para oposiciones o impugnaciones ante 
la Corte Penal Internacional. 


Entendemos que, aunque la opción por sí misma no sea 
contraria a derecho, dejar en manos del Poder Ejecutivo la 
decisión de resolver cuándo procede una impugnación o 
cuándo existe una causal para oponerse a una solicitud de 
asistencia proveniente de la Corte Penal Internacional, 
otorgaría un grado de discrecionalidad generador de una 
peligrosa zona de riesgo o de tensión entre "derecho" y 
"arbitrariedad". Incluso la factibilidad de introducir "opi- 
niones consultivas" de la Suprema Corte de Justicia, por su 
carencia de efecto vinculante, no desplazaría el centro de 
decisión del Poder Ejecutivo. 
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Si realmente pretendemos afianzar el principio de que 
toda persona que haya cometido un delito competencia de 
la Corte Penal Internacional sea juzgada y que deba ser 
investigada sin obstáculo cualquier violación a los Dere- 
chos Humanos que pudiera constituir un crimen internacio- 
nal, deberíamos ubicarnos en un escenario de "cooperación 
plena" con la Corte Penal Internacional y las eventuales 
causales de oposición deberían ser constatadas, califica- 
das y resueltas, únicamente bajo parámetros jurídicos, sin 
apreciación política o discrecionalidad administrativa, tras- 
ladándose su resolución al Poder Judicial en cuanto titular 
de la función jurisdiccional. 


Asimismo, y en atención a la naturaleza de crímenes 
frente a los cuales la respuesta fue instalar un órgano 
jurisdiccional internacional permanente, proponemos como 
correlato natural para el orden jurídico interno, que las 
cuestiones que involucren los temas de cooperación con 
dicho organismo sean resueltas por la Suprema Corte de 
Justicia en su calidad de máximo órgano judicial nacional. 


Nuestro ordenamiento jurídico otorga a la Suprema Cor- 
te de Justicia competencia privativa para entender en el 
juzgamiento de los delitos "sobre el Derecho de Gentes" 
(artículo 239 numeral 1 de la Constitución de la República), 
que no son otros que los crímenes internacionales contra el 
Derecho Internacional general en terminología antigua. La 
misma norma confiere a la Suprema Corte de Justicia com- 
petencia exclusiva para juzgar algunos de los casos concre- 
tos contenidos en las causales de oposición previstas en el 
Estatuto de Roma, como, por ejemplo, las causas sobre 
inmunidad de diplomáticos acreditados ante la República o 
las cuestiones relativas a Tratados Internacionales. 


Por lo tanto, en el proyecto en consideración sugerimos 
que sea la Suprema Corte de Justicia quien deba intervenir 
obligatoriamente en toda solicitud de cooperación (artículo 
39), requiriéndose resolución previa y favorable de la Su- 
prema Corte de Justicia para que el Estado pueda solicitar 
al Fiscal de la Corte Penal Internacional que se inhiba en su 
competencia a favor del Estado uruguayo (artículo 18 párra- 
fo 2 del Estatuto de Roma); para impugnar la competencia 
de la Corte Penal Internacional o la admisibilidad de la causa 
(artículos 17 y 19 del Estatuto de Roma); para no dar curso 
a una solicitud de asistencia o cooperación recibida de la 
Corte Penal Internacional o de sus órganos cuando se 
entienda que se divulgaría información o documentos que 
pudieran afectar intereses de la seguridad nacional (artícu- 
lo 72 del Estatuto de Roma); o se contravendría un principio 
jurídico fundamental de aplicación general (artículo 93 pá- 
rrafo 3 del Estatuto de Roma) o porque el cumplimiento 
inmediato de la solicitud de asistencia interferiría con una 
investigación o enjuiciamiento distinto de aquel al que 
refiere la solicitud (artículo 94 párrafo 1 del Estatuto de 
Roma). 


La resolución sobre la existencia o no de dichas causales, 
será de competencia privativa de la Suprema Corte de Jus- 
ticia (artículo 41). 
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Se establece al efecto un procedimiento general para 
todos los trámites de asistencia y cooperación, con inter- 
vención preceptiva de la Suprema Corte de Justicia y duran- 
te el cual estará facultada para actuar de oficio si constatare 
cualquiera de las causales de oposición o impugnación 
reseñadas, salvo cuando se trate de intereses de la seguri- 
dad nacional, en cuyo caso únicamente conocerá cuando el 
Poder Ejecutivo someta dicho supuesto a su resolución 
(artículo 42). 


Se propone también un procedimiento especial ante la 
Suprema Corte de Justicia, cuando el Poder Ejecutivo en- 
tienda que se verifica alguna de las causales mencionadas 
(artículo 43); sin perjuicio del mismo, el Poder Ejecutivo 
estará siempre facultado para presentarse ante la Suprema 
Corte de Justicia, en cualquier momento del procedimiento 
general de cooperación, con el fin de realizar observaciones 
o emitir las opiniones que convengan a su interés (artículo 
42.10). 


Cuando esté involucrado un supuesto de divulgación 
de información o de documentos que pudieran afectar inte- 
reses de seguridad nacional, entendemos que debe ser 
competencia originaria del Poder Ejecutivo resolver la cali- 
ficación de la situación y que, en este caso, la Suprema 
Corte de Justicia no puede actuar de oficio. No obstante, 
para invocar la causal de "seguridad nacional" ante la Corte 
Penal Internacional, el Poder Ejecutivo necesitará la reso- 
lución favorable de la Suprema Corte de Justicia (artículo 
45). Esta solución permite, aun ante una situación suma- 
mente delicada, implementar un marco de contralor y garan- 
tías que otorgará sustentabilidad jurídica a la oposición y 
al mismo tiempo evitará que la invocación de la causal se 
utilice para proteger información que en realidad no afecta 
intereses de la seguridad nacional. 


Cuando la Suprema Corte de Justicia resuelva que exis- 
ten causales, de conformidad con el Estatuto de Roma, para 
solicitar al Fiscal de la Corte Penal Internacional que se 
inhiba en su competencia a favor del Estado uruguayo 
(artículo 18 párrafo 2 del Estatuto de Roma), impugnar la 
competencia de la Corte Penal Internacional o impugnar la 
admisibilidad de la causa (artículos 17 y 19 del Estatuto de 
Roma) o no dar curso a una solicitud de asistencia o coope- 
ración, corresponderá al Poder Ejecutivo proceder ante la 
Corte Penal Internacional de acuerdo con lo resuelto por la 
Suprema Corte de Justicia (artículo 42.8). 


El trámite de asistencia se mantendrá en suspenso y el 
Poder Ejecutivo realizará las comunicaciones y consultas 
previstas en el Estatuto de Roma, estándose a resolución 
definitiva de la Corte Penal Internacional. 


Se tendrá presente que todas las resoluciones que adop- 
te la Suprema Corte de Justicia serán susceptible del recur- 
so de reposición (artículo 41.4). 


Conviene destacar que en el curso de una impugnación 
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de admisibilidad o competencia, si se recibiera de la Corte 
Penal Internacional o de alguno de sus órganos, solicitudes 
de información, cooperación o de asistencia para la inves- 
tigación u obtención de pruebas que la Corte Penal Interna- 
cional estime importantes o presuma que existe un riesgo 
cierto de que las mismas no estarán disponibles ulterior- 
mente (artículo 18 párrafo 6 del Estatuto de Roma) o se 
tratare de declaraciones de testigos o diligenciamiento de 
pruebas que estuviesen en trámite desde antes de la impug- 
nación (artículo 19 párrafo 8 literal b del Estatuto de Roma) 
o de medidas tendientes aimpedir que una persona respecto 
de la cual se hubiera pedido su detención eluda la acción de 
la justicia (artículo 19 párrafo 8 literal c del Estatuto de 
Roma), la Suprema Corte de Justicia hará lugar a su 
diligenciamiento, en cuanto dichas solicitudes de coopera- 
ción resulten ajustadas a derecho (artículo 44.4). 


Especialmente, se dispone que cuando la oposición a la 
medida de cooperación se produzca porque pudiera interfe- 
rir con una investigación o enjuiciamiento distinto de aquel 
al que refiere la solicitud (artículo 94 párrafo 1 del Estatuto 
de Roma), la Suprema Corte de Justicia podrá fijar el plazo 
durante el cual deba suspenderse la ejecución de la medida, 
considerando el tiempo que insumirá el enjuiciamiento o 
investigación en curso o, en su caso, establecer las condi- 
ciones especiales en las cuales la asistencia podría igual- 
mente cumplirse sin interferir con la investigación o enjui- 
ciamiento en curso (artículo 47). Si la impugnación se mo- 
viliza por entenderse que la solicitud de asistencia contra- 
viene un principio jurídico fundamental, la Suprema Corte 
de Justicia podrá disponer las condiciones especiales en las 
cuales la cooperación podría ejecutarse sin violentar el 
principio jurídico involucrado (artículo 46.2). 


Sin perjuicio de larelevancia que se le otorga a la interven- 
ción de la Suprema Corte de Justicia por los fundamentos 
antes expresados, la misma no va en desmedro de las atribu- 
ciones del Poder Ejecutivo en los temas de su competencia. 


Como viene de verse, el relacionamiento con la Corte 
Penal Internacional se propone a cargo del Poder Ejecutivo. 
Tratándose la Corte Penal Internacional de un organismo 
internacional, corresponde que la representación del Esta- 
do sea ejercida a través del Ministerio de Relaciones Exte- 
riores. Asimismo, se dispone la intervención de la Dirección 
de Cooperación Jurídica Internacional del Ministerio de 
Educación y Cultura, como autoridad central en la tramita- 
ción de las solicitudes de cooperación. 


En definitiva, entendemos que los procedimientos pro- 
puestos son plenamente compatibles con el principio fun- 
damental que se pretende afianzar: instalar el "centro de 
gravedad" que hace a la procedencia o no de la coopera- 
ción, bajo parámetros exclusivamente jurídicos y, en conse- 
cuencia, que los conflictos que pudieran suscitarse sean 
dirimidos conforme al Derecho, por la Suprema Corte de 
Justicia en ejercicio de su función jurisdiccional. 


Resuelta la procedencia de la solicitud de asistencia, 
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debe procurarse el efectivo cumplimiento de la medida 
sobre la base del principio de "cooperación plena", asegu- 
rando que no existan desvíos ni obstáculos pero, al mismo 
tiempo, respetando de forma integral todos los derechos de 
las personas involucradas, ya sea como sospechosas, víc- 
timas o testigos. 


El principio de cooperación se profundiza al establecer- 
se que no podrá invocarse la inexistencia de procedimien- 
tos en el orden interno, para denegar el cumplimiento de 
solicitudes emanadas de la Corte Penal Internacional (artí- 
culo 31.2) y que no podrá discutirse acerca de la existencia 
de los hechos que la Corte Penal Internacional impute a una 
persona, ni sobre su culpabilidad (artículo 31.3). 


Se entiende de suma importancia consagrar el principio 
de reserva o confidencialidad en relación con todas las 
actuaciones de cooperación, incluidos los procedimientos 
judiciales ante la Suprema Corte de Justicia y la información 
que se transmita, procese, comunique o custodie al respec- 
to (artículo 35.1). Se garantiza la efectividad de la medida de 
asistencia o cooperación, pero además y fundamentalmen- 
te, juntamente con la reserva, estimamos necesario legislar 
la obligación de adoptar los medios de protección que sean 
necesarios para salvaguardar los derechos de las víctimas 
y testigos, debiendo estar a las especiales recomendacio- 
nes o medidas que al respecto hubiese expresamente soli- 
citado o adoptado la Corte Penal Internacional (artículo 
35.2). 


En concordancia, se propone que todas las notificacio- 
nes o citaciones deban ser recibidas en forma personal por 
su destinatario, hecho del que se dejará constancia en el 
acto de la notificación, hubiera o no el destinatario proce- 
dido al acuse de recibo. Las notificaciones se realizarán por 
los medios idóneos que establezca la Suprema Corte de 
Justicia, pudiendo derivar su diligenciamiento a otros órga- 
nos del poder judicial, por ejemplo, alos Juzgados del lugar 
de residencia de la persona que deba ser notificada (artículo 
66). Esta modalidad no solamente coadyuva a la 
confidencialidad, sino que es absolutamente compatible 
para cumplir con la finalidad de la medida. 


Asimismo, cuando se cite a un testigo para comparecer 
ante la Corte Penal Internacional o se le tome declaración en 
nuestro país, se le informará sobre la existencia de Órganos 
especializados en la Corte Penal Internacional, instituidos 
para su asistencia y asesoramiento, como es el caso de la 
Dependencia para Víctimas y Testigos (artículos 66.5 y 
70.3); se le informará que tiene derecho a declarar en presen- 
cia de su abogado (artículo 68.2) y se le proporcionará un 
traductor si no se expresara en idioma español (artículos 
66.4 y 68.4). 


Prosiguiendo con la tendencia de afianzar el principio de 
"plena cooperación", proponemos facilitar el accionar de la 
Corte Penal Internacional y de sus Órganos, autorizando 
que sesionen en el territorio del Estado o instauren en 
nuestro país una oficina especial, cuando se trate de inves- 
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tigaciones o enjuiciamientos de crímenes cometidos en el 
Uruguay o se encuentren en nuestro territorio personas 
indagadas, testigos o víctimas (artículo 36). 


Con igual fundamento: se reconocen privilegios e in- 
munidades para el personal de la Corte Penal Internacional 
de conformidad con lo previsto en el Estatuto de Roma 
(artículo 37); se prevé que la Suprema Corte de Justicia 
pueda autorizar al Fiscal de la Corte Penal Internacional a 
ejecutar directamente en el Uruguay y sin la presencia de las 
autoridades competentes, una solicitud de asistencia que 
no requiera medidas coercitivas en los supuestos contem- 
plados en el artículo 99 párrafo 4 del Estatuto de Roma 
(artículo 69); y se faculta a la Suprema Corte de Justicia para 
autorizar a la Fiscalía de la Corte Penal Internacional y al 
abogado defensor, que estén presentes y participen en los 
interrogatorios o declaraciones testimoniales que se dis- 
pongan en el territorio del Estado (artículo 68.2). 


Muy especialmente, el Uruguay deberá aprobar el 
"Acuerdo sobre los Privilegios e Inmunidades de la Corte 
Penal Internacional" adoptado por la Asamblea de Estados 
Partes el 9 de setiembre de 2002 y suscrito por el gobierno 
el 30 de junio de 2004. 


Asimismo, creemos que el principio de "cooperación 
plena" debe extenderse y materializarse en previsiones 
concretas para permitir el acceso de víctimas y testigos a la 
jurisdicción de la Corte Penal Internacional, aun en aquellos 
casos en los que no esté involucrado un enjuiciamiento o 
investigación de crímenes en conexión con el Uruguay. En 
tal sentido, se propone que el Poder Ejecutivo pueda auto- 
rizar la residencia transitoria en Uruguay de víctimas 
traumatizadas o amenazadas, testigos u otras personas que 
estén en peligro a causa del testimonio dado por otros 
testigos de acuerdo con lo previsto en la Regla 16.4 de 
Procedimiento y Prueba, siempre y cuando el costo de su 
manutención y protección sea de cargo de la Corte Penal 
Internacional (artículo 38). 


Por otra parte, se diseña un procedimiento especial para 
facilitar la presentación de testigos voluntarios a la Corte 
Penal Internacional, en función del cual los mismos pueden 
apersonarse ante la autoridad jurisdiccional uruguaya, re- 
cibir asistencia eincluso, si correspondiera por motivos de 
urgencias, adelantar y efectuar la declaración en Uruguay, 
para ser puesta en conocimiento de la Corte Penal Interna- 
cional a los efectos de que esta determine los pasos a seguir 
(artículo 70). 


$.- Cumplimiento de medidas de asistencia o cooperación 


Una vez en funcionamiento un proceso de investigación 
oenjuiciamiento ante la Corte Penal Internacional, no exis- 
tiendo resolución de la Suprema Corte de Justicia que 
ampare causales de impugnación u oposición, los Estados 
Parte no pueden inmiscuirse en los aspectos que hacen al 
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mérito de la causa y corresponderá dar cumplimiento cabal 
a las solicitudes de asistencia y cooperación que se hubie- 
ran formulado. 


El Título III de la Parte III del proyecto regula en el 
Capítulo 1 lo referido a los órdenes de "Detención y Entrega 
de Personas" y en el Capítulo 2 "Otras Medidas de Coope- 
ración y Asistencia". En relación con la "Detención y 
Entrega de Personas", se regulan especialmente los proce- 
dimientos de asistencia y cooperación referidos a la deten- 
ción y entrega (artículo 48), la detención del sospechoso 
(artículo 49), la prisión preventiva o detención provisional 
(artículo 50), entrega temporal (artículo 57) y la orden de 
comparecencia con medidas alternativas a la prisión pre- 
ventiva (artículo 58). 


Corresponde precisar que la entrega a un tribunal inter- 
nacional (como es el caso de la Corte Penal Internacional) 
es una figura jurídica diferente de la extradición, distingo 
que expresamente es señalado en el propio Estatuto de 
Roma (artículo 102). 


En la extradición, la persona queda a disposición del 
Poder Judicial de un Estado extranjero en el marco de un 
relacionamiento exclusivamente interestatal y de acuerdo 
con procedimientos especiales. Por el contrario, en la entre- 
ga aun tribunal internacional la persona está bajo sujeción 
directa de un Órgano jurisdiccional al que se le reconoce 
competencia para entender en su juzgamiento, fuera de 
cualquier relación entre Estados. La entrega implica "cum- 
plir" con el mandamiento de un órgano jurisdiccional con 
competencia en el caso y su tramitación por el Derecho 
interno no puede asimilarse a la extradición, debiendo ser 
un proceso más expedito por mandato del propio Estatuto 
de Roma (artículo 91 párrafo 2 literal c). Desde el punto de 
vista del sistema de Corte Penal Internacional, la "entrega" 
constituye, en cierta forma, una "medida ejecutiva" indis- 
pensable para que el órgano jurisdiccional competente 
pueda ejercer jurisdicción. 


En tal sentido, en el proyecto se propone un procedi- 
miento de entrega ágil, sin vulnerar los derechos ni las 
garantías de la persona involucrada. 


Tanto para la entrega (artículo 48.3), la detención de un 
sospechoso (artículo 49.2), la detención provisional (artí- 
culo 50.3), la entrega temporal (artículo 57.2), o la orden de 
comparecencia con medidas alternativas a la prisión pre- 
ventiva (artículo 58.2), se celebrarán audiencias ante la 
Suprema Corte de Justicia con noticia del Fiscal de Corte y 
los diversos procedimientos contendrán según el caso, 
plazos cortos de resolución. 


Los trámites se ciñen a los principios consagrados en 
nuestro orden jurídico y el Derecho Internacional, por los 
cuales la persecución, enjuiciamiento y condena deben 
efectuarse respetando los derechos de la persona, presu- 
miéndola inocente hasta que no se prueba su culpabilidad, 
previendo la obligatoriedad de la defensa letrada obligato- 
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ria y que toda declaración sea recibida en presencia del 
defensor. De conformidad con lo establecido en el Estatuto 
de Roma, será obligatorio informar a la persona sobre el tipo 
de procedimientos que se substancian, que no está obliga- 
da a declarar contra sí misma ni a declararse culpable, 
pudiendo guardar silencio sin que ello vaya a tenerse en 
cuenta a los efectos de determinar su culpabilidad oinocen- 
cia; asimismo, deberá proporcionársele un intérprete si no 
entiende el español (artículo 57.2 del Estatuto de Roma). 


En cualquier estado del proceso de entrega el detenido 
podrá dar su consentimiento libre y expreso para ser entre- 
gado a la Corte Penal Internacional; el mismo deberá ser 
brindado en presencia de su defensor (artículo 55). 


Se regula el trámite de las excepciones que puede inter- 
poner la persona cuya entrega es solicitada por Corte Penal 
Internacional y; para el caso, únicamente se admitirán, de 
conformidad con el Estatuto de Roma, las excepciones de 
cosa juzgada o de litispendencia ante un tribunal nacional 
(artículo 53). Deducida la oposición, la Suprema Corte de 
Justicia suspenderá el trámite. La resolución de las excep- 
ciones corresponderá a la Corte Penal Internacional (artícu- 
lo 89 párrafo 2 del Estatuto de Roma; artículo 53.3). 


La persona detenida tendrá derecho a solicitar la libertad 
provisional (artículo 54), la que será otorgada o no por la 
Suprema Corte de Justicia tomando en consideración la 
gravedad de los presuntos crímenes, la existencia de cir- 
cunstancias urgentes y excepcionales que justifiquen el 
pedido de libertad y la existencia de garantías que aseguren 
el cumplimiento de la obligación de entregar a la persona 
requerida a la Corte Penal Internacional. 


Los eventuales conflictos entre solicitudes concurren- 
tes, de entrega a la Corte Penal Internacional y de extradi- 
ción a terceros Estados, son resueltos con intervención de 
la Suprema Corte de Justicia de conformidad a lo previsto en 
el art. 90 del Estatuto de Roma, previéndose especialmente 
que el trámite se mantendrá en suspenso hasta tanto la 
Corte Penal Internacional no resuelva sobre la admisibilidad 
de la causa, si estuviese pendiente (artículo 60). 


El "derecho y deber de juzgar" que oportunamente se 
analizara, consagrado como principio general para los crí- 
menes tipificados en el Estado de Roma (artículo 2), aplica 
específicamente en el procedimiento propuesto para cuan- 
do se encuentre en territorio del Estado un sospechoso de 
haber cometido crímenes de jurisdicción de la Corte Penal 
Internacional, aunque esta no hubiese requerido previa- 
mente ninguna solicitud de cooperación, ni el crimen guar- 
dase conexión con Uruguay (artículo 49). En tal caso, se 
dispondrán las medidas pertinentes para impedir que el 
sospechoso evada la acción de la justicia, notificándose a 
la Corte Penal Internacional y a los Estados competentes; 
asimismo, se habilita el enjuiciamiento bajo jurisdicción 
nacional si no se reciben solicitudes de entrega a la Corte 
Penal Internacional o pedidos de extradición. 


226-C.S. 


Se incorpora una previsión especial sobre la dispensa al 
principio de especialidad (artículo 59). 


El artículo 101 del Estatuto de Roma consagra el llamado 
"principio de especialidad”, por el cual quien hubiese sido 
entregado a la Corte Penal Internacional no puede ser 
juzgado por una conducta anterior a la entrega, diferente de 
la que fundamentó el delito por el cual se dispuso dicha 
entrega. Sin embargo, si se comprueban nuevos cargos 
contra la persona que fuera entregada, el Estatuto de Roma 
faculta ala Corte Penal Internacional para solicitar al Estado 
Parte "dispensa del principio de especialidad" y este pro- 
curará otorgarlo (artículo 101 párrafo 2 del Estatuto de 
Roma). 


El proyecto dispone que la Suprema Corte de Justicia, 
previa substanciación del proceso general previsto para 
todos los trámites de cooperación, autorizará la dispensa si 
no se constata ninguna de las causales que habilitan opo- 
sición. 


Debemos tener en cuenta la eventualidad de que existan 
actuaciones en la jurisdicción nacional respecto de la con- 
ducta que ahora fundamenta los nuevos cargos; actuacio- 
nes que al momento de la solicitud de entrega no calificaron 
como obstáculo, por referirse a hechos que no se relaciona- 
ban con el pedido de asistencia, pero que ahora sí podrían 
estar vinculados (artículo 94 del Estatuto de Roma y artículo 
47). Considerando el interés de enjuiciar a quien se sospe- 
cha hubiera cometido crímenes internacionales y que la 
persona ya se encuentra a disposición de la Corte Penal 
Internacional, el proyecto opta preceptuando que, de 
constatarse tal supuesto, el mismo no podrá ser invocado 
para objetar la dispensa y la Suprema Corte de Justicia 
remitirá las actuaciones a la Corte Penal Internacional para 
proseguirse en dicha órbita (artículo 59). 


Cuando se entregue a una persona detenida a la Corte 
Penal Internacional se informará sobre el tiempo exacto en 
que estuvo privada de libertad a los efectos de que se tenga 
en cuenta para cuando se determine la condena, si 
correspondiere (artículo 48.6). También se regula la autori- 
zación de tránsito por el territorio uruguayo de cualquier 
persona que se encuentre detenida a disposición de la Corte 
Penal Internacional, para ser transportada de un país a otro 
(artículo 62). 


En lo vinculado con cualquier otra medida de coopera- 
ción y asistencia solicitada al amparo del artículo 93 párrafo 
1 del Estatuto de Roma, se aplicará el procedimiento general 
ante la Suprema Corte de Justicia (artículo 42) y su 
diligenciamiento se ajustará alo previsto en el orden jurídi- 
co interno (artículo 63.2). 


Cuando la medida de asistencia implique la divulgación 
de información o documentos confidenciales que le fueron 
divulgados al Uruguay por otro Estado, una organización 
intergubernamental o una organización internacional a títu- 
lo confidencial, deberá recabarse el consentimiento expre- 
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so del autor. Se entendió necesario, para estas situaciones, 
definir como confidencial cualquier documento o informa- 
ción que hubiese sido calificado expresamente como tal por 
su autor al momento de entregarlo y, cuando existiesen 
dudas sobre tal carácter, será competencia de la Suprema 
Corte de Justicia resolver (artículo 64.4). Si a pesar del 
consentimiento del autor o previo a recabar el mismo, el 
Poder Ejecutivo entiende que la divulgación afectaría inte- 
reses de la seguridad nacional, estará obviamente facultado 
a proceder de acuerdo con lo previsto para tal supuesto 
(artículo 45). 


Se entiende asimismo competencia privativa del Poder 
Ejecutivo entregar al Fiscal de la Corte Penal Internacional 
documentos o información confidencial, con la condición 
de que mantengan su carácter confidencial y que únicamen- 
te puedan ser utilizados para reunir nuevas pruebas, de 
acuerdo alo previsto por el artículo 93 párrafo 8 literal b del 
Estatuto de Roma. En tal caso se deberá dar noticia a la 
Suprema Corte de Justicia (artículo 65). 


Se posibilita el interrogatorio a personas sospechosas 
de haber cometido crímenes bajo competencia de la Corte 
Penal Internacional, adoptándose las garantías del procedi- 
miento por audiencia ante la Suprema Corte de Justicia 
(artículo 67.2). La citación de la persona a una audiencia a 
celebrarse dentro de las 48 horas, se decretará bajo aperci- 
bimiento de arresto, facultándose a la Suprema Corte de 
Justicia para ordenar la detención provisoria si el indagado 
no compareciera o si no hubiese podido ser citado en forma 
personal. La audiencia, en presencia del abogado, se desa- 
rrollará conforme alas garantías analizadas en su oportuni- 
dad. Finalizada la audiencia, la Suprema Corte de Justicia 
puede adoptar medidas alternativas a la prisión preventiva 
hasta por un plazo máximo de 20 días, estándose a lo que 
disponga la Corte Penal Internacional (artículo 67.5). 


Toda recepción de declaración testimonial o 
interrogatorios que deban practicarse en el territorio del 
Estado, será íntegramente grabada en audio y vídeo, que- 
dando su custodia a resguardo de la Suprema Corte de 
Justicia, sin perjuicio de consignar las declaraciones y lo 
actuado en acta escrita, la cual deberá recoger en forma 
textual las declaraciones efectuadas. Se trata de asegurar 
fehacientemente el contenido de probanzas para eventua- 
les requerimientos de la Corte Penal Internacional (artículo 
68.3). 


En lo vinculado a la cooperación para la ejecución de 
sentencias de la Corte Penal Internacional (Capítulo 3 del 
Título III, Parte III del proyecto), es de destacar la propues- 
ta de que el Estado acepte, de conformidad con lo dispuesto 
porel artículo 103 párrafo 1 literal a del Estatuto de Roma, 
tomar a su cargo la ejecución de penas definitivas de 
privación de libertad (artículo 71). Se establecen dos con- 
diciones acumulativas: que se trate de un ciudadano uru- 
guayo y que el tiempo de condena no exceda al máximo 
previsto de tiempo de condena por el orden jurídico nacio- 
nal. Creemos de importancia acotarlo a los ciudadanos 
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uruguayos, para de esa forma garantizarles que las condi- 
ciones de encarcelamiento resultarán conformes con nues- 
tro Derecho interno. Por otra parte, teniendo presente que 
el Estatuto de Roma prevé la posibilidad de aplicar penas de 
"prisión perpetua", entendemos que la misma no participa 
del criterio tradicional de resocialización, firmemente arrai- 
gado en nuestro sistema punitivo (aunque no resulte con- 
traria a la Constitución que solamente prohíbe la pena de 
muerte -artículo 26-). Por igual solución y razón, se optó en 
España al momento de aceptar tomar a su cargo la ejecución 
de penas privativas de libertad (Ley Orgánica 6/2000 de 4 de 
octubre de 2000). 


Cuando se trate de sentencias o resoluciones por las que 
se disponen multas, decomisos o reparaciones para ser 
ejecutadas en nuestro territorio, se les dará cumplimiento 
sin modificar su alcance, sin procedimiento de exequátur y 
sin afectar los derechos de los terceros de buena fe. La 
Suprema Corte de Justicia dispondrá que la ejecución se 
tramite ante el órgano jurisdiccional competente que co- 
rrespondiera (artículo 72). 


9.- Cooperación de la Corte Penal Internacional 


Finalmente, corresponde señalar que también debemos 
considerar la posible cooperación de la Corte Penal Interna- 
cional con el Estado cuando se hayan movilizado acciones 
penales en nuestro país por los crímenes internacionales 
previstos en el Estatuto de Roma o por los delitos especia- 
les que se propone tipificar en el proyecto (artículo 34). 


Considerando que el Estatuto de Roma permite a la Corte 
Penal Internacional brindar asistencia alos procedimientos 
nacionales que tienen por objeto el juzgamiento de críme- 
nes de competencia de dicho organismo o de "un crimen 
grave" según el derecho interno (artículo 93 párrafo 10 del 
Estatuto de Roma), proponemos incluir, expresamente, que 
tanto el Poder Judicial como el Poder Ejecutivo puedan 
solicitar medidas de cooperación o asistencia a la Corte 
Penal Internacional. 


Tengamos presente que sería de suma relevancia cuan- 
do la acción penal por crímenes tipificados en el Estatuto de 
Roma se movilice en nuestra jurisdicción, la que por otra 
parte es quien ostenta la competencia primaria u originaria; 
pero además y considerando que la calificación de "crimen 
grave" aplicaría alos nuevos delitos que se propone incor- 
porar, en determinadas circunstancias y ante un proceso 
que los involucre, la existencia de elementos probatorios u 
otras investigaciones que se estuviesen llevando a cabo en 
la Corte Penal Internacional, podrían perfectamente ser 
incorporadas, al amparo del principio de cooperación. 


10.- Proposición de candidatos y disposiciones transito- 
rias 


Finalmente, en los Títulos IV y V de la Parte Ill se regula 
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la Proposición de Candidatos a la Corte Penal Internacional 
y las Disposiciones Transitorias. 


En relación con la propuesta de candidatos a integrar 
vacantes en la Corte Penal Internacional, se establecen los 
requisitos y procedimientos (artículos 73 a 75). Se exige 
reunir las condiciones para ser miembro de la Suprema Corte 
de Justicia (artículo 235 de la Constitución), cometiéndose 
su elección a la Asamblea General y permitiendo la presen- 
tación de candidatos por parte de la sociedad civil. 


Asimismo, en las disposiciones finales y transitorias, se 
entiende pertinente disponer que el Poder Ejecutivo comu- 
nique a la Corte Penal Internacional la aprobación de la ley 
y la aceptación a ejecutar penas privativas de libertad 
conforme bajo las condiciones establecidas al respecto 
(artículo 76); así como la formación de una comisión de 
expertos que tengan a su cargo la redacción de un "Código 
de Crímenes y Delitos Internacionales" a los efectos de 
lograr la necesaria sistematización y avanzar en el proceso 
de adecuación de nuestro orden jurídico al derecho interna- 
cional (artículo 77). 


11.- Conclusiones 


En resumen, este proyecto busca una compatibilización 
impostergable de nuestro Derecho con los avances que ha 
tenido el Derecho Internacional humanitario, cumpliendo 
con los compromisos internacionales pendientes que nues- 
tro país ha contraído al ratificar los instrumentos corres- 
pondientes, y con la exigencia ética e histórica con nos 
impone nuestro propio pasado. Al decir del Dr. Oscar López 
Goldaracena, colaborador inestimable en la concreción del 
presente proyecto “los valores que la humanidad decide se 
respeten, limitan las potestades soberanas de los gobier- 
nos y no pueden ser agredidos por ningún Estado en 
particular. No sólo haría peligrar a aquella sociedad que 
vuelve a acoger a tales criminales, sino que afectaría, poten- 
cialmente, los intereses de toda la Humanidad, desde el 
momento que el castigo ejemplar para que estos delitos no 
se repitieran, sería sustituido por un antecedente impune 
que pretendería olvido” (Derecho internacional y Crímenes 
contra la Humanidad” FCU-AAJ, 1986, págs. 62 y 63). 


7 de Noviembre de 2005. 


Susana Dalmás, Lucía Topolansky, 
Mónica Xavier, Margarita Percovich, 
Víctor Vaillant, Eleuterio Fernández 
Huidobro, Eduardo Lorier, Leonardo 
Nicolini, Jorge Saravia, Alberto Cid, José 
Korzeniak, Alberto Couriel, Rodolfo Nin 
Novoa, Eduardo Ríos, Enrique Rubio, 
Rafael Michelini. Senadores.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de otro proyecto 
presentado. 
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(Se da del siguiente:) 


SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Las señoras Senadoras Dalmás, Topolansky, Xavier y 
Percovich y los señores Senadores Vaillant, Fernández 
Huidobro, Lorier, Nicolini, Saravia, Cid, Korzeniak, Couriel, 
Nin Novoa, Ríos, Rubio y Michelini presentan, con exposi- 
ción de motivos, los siguientes proyectos de ley: por el que 
se dictan disposiciones para la actividad de las sociedades 
anónimas y comanditarias por acciones en la explotación 
agropecuaria”. 

- ALA COMISION DE CONSTITUCION Y LEGISLA- 
CION. 


(Texto del proyecto de ley presentado:) 


“PROYECTODELEY 


Art. 1”.- Las sociedades anónimas y comanditarias por 
acciones sólo podrán poseer, adquirir o explotar inmuebles 
rurales, cualquiera fuera el título invocado, cuando la tota- 
lidad de su capital accionario estuviere representado por 
acciones nominativas. 


Art.2”.- Solamente podrán ser titulares de las acciones 
referidas en el artículo anterior las personas físicas o socie- 
dades con acciones nominativas. 


Art.3“.- Las actuales sociedades anónimas con accio- 
nes al portador, dispondrán del plazo de un año para regu- 
larizar su situación de acuerdo a los artículos anteriores. 


Art. 4”.- Al final del plazo establecido en el artículo 
precedente, las empresas agropecuarias comprendidas en 
la prohibición establecida en el artículo 1”, deberán realizar 
una declaración demostrativa de haber ajustado su titulari- 
dad a las condiciones de la presente ley 


Montevideo, noviembre de 2005. 


Susana Dalmás, Lucía Topolansky, 
Mónica Xavier, Margarita Percovich, 
Víctor Vaillant, Eleuterio Fernández 
Huidobro, Eduardo Lorier, Leonardo 
Nicolini, Jorge Saravia, Alberto Cid, José 
Korzeniak, Alberto Couriel, Rodolfo Nin 
Novoa, Eduardo Ríos, Enrique Rubio, 
Rafael Michelini. Senadores. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


Retomando el proyecto de ley del Profesor Carlos 
Julio Pereyra sobre la explotación y tenencia de la tierra 
en el Uruguay concepto trascendental a tomar porque no solo 
entra en juego la cristalinidad en la tenencia y manejo de la 
explotación agropecuaria sino también el rol central que 
juega en el concepto fundamental de Soberanía Nacional. 
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El concepto central de la exposición de motivos del Prof. 
Carlos Julio Pereyra dice: 


“Este proyecto de ley, pretende volver al régimen exis- 
tente antes de la aprobación de la Ley N* 17.124 del 25 de 
junio de 1999 en lo relativo al sistema de propiedad y 
explotación de inmuebles rurales. Hasta entonces existía la 
prohibición de que dicha titularidad fuera establecida en 
forma de sociedades anónimas con acciones al portador, de 
acuerdo con el articulo 9” de la Ley N* 13.608 de 8 de 
setiembre de 1967, el que fuera derogado por la Ley mencio- 
nada en primer término. 


Quiere decir que los Legisladores de las Legislaturas 
entre los años 1967 y 1992 coincidieron en la inconveniencia 
de que la explotación agropecuaria se hiciera por medio de 
sociedades anónimas con acciones al portador. Primero, 
adoptaron la decisión de prohibir y luego, algunas excep- 
ciones con garantías para que lo establecido en la Ley de 
1967 no fuera violado. 


Quiero señalar porque me parece de estricta justicia, que 
esta política, que define una filosofía sobre la tierra -según 
la cual la tierra está al servicio del hombre, de su bienestar 
y del de su familia- tuvo un gran impulsor en este país en la 
figura de Wilson Ferreira Aldunate. Así se expresa en la 
Exposición de Motivos de su proyecto de reforma de las 
estructuras agrarias. En el capítulo de los trabajos de la 
CIDE, correspondientes a la prohibición de la titularidad del 
dominio y la explotación rural por acciones anónimas y 
comanditarias por acciones - que sirven de base a ese 
proyecto - seindica que, tal como resulta de lo s trabajos de 
diagnóstico del sector - se refiere a la CIDE- la proliferación 
de las sociedades de capital se origina, no por razones de 
orden técnico -acumulación de los capitales necesarios 
para realizar las inversiones que requiere toda explotación 
intensiva moderna- sino por los beneficios de distinto 
orden que obtienen los empresarios rurales que actúan a 
través de este tipo de sociedades. Más adelante, se agrega 
que será imposible establecer la concentración de tierras en 
poder de una determinada persona física, si ella actúa como 
simple accionista de una sociedad de capital.” 


Queremos señalar que existen antecedentes de Minis- 
tros de Ganadería y Agricultura de épocas anteriores. Ya en 
el año 1925 fueron propuestos los primeros ensayos de un 
proyecto sobre tenencia de tierra por José Batlle y Ordóñez, 
ante la Convención del Partido Colorado que expresaba “y 
sieso se llevase a cabo (refiere a la tenencia de la tierra), 
creo que una de los grandes injusticias sociales, una de las 
causas de la miseria, o la principal causa de la miseria habría 
desaparecido en la tierra”. Otra solución “-es decir, que 
prohibiera la explotación de tierras por sociedades con 
acciones al portador- ensayan los proyectos formulados en 
1962 por el entonces Ministro de Ganadería y Agricultura, 
señor Carlos V. Puig y en el año 1964 por el Consejero 
Nacional, don Daniel Fernández Crespo... 


...tal como lo señalan estos antecedentes, la tierra en el 
Uruguay debe tener un rol esencialmente poblador. Diría 
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que esto no sólo se aplica a nuestro país. Si analizamos la 
legislación comparada, veremos cómo otros países han 
procurado que la tierra sea el elemento de asiento de sus 
campesinos y de la supervivencia de los mismos en condicio- 
nes decorosas. Por ejemplo, la Constitución de Colombia, 
en su artículo 64, establece que: “es deber del Estado 
promover el acceso progresivo ala propiedad de la tierra de los 
trabajadores agrarios”, no de los capitalistas que deambulan 
por el mundo, sino de los trabajadores agrarios, “en forma 
individual o asociativa y alos servicios de educación, salud, 
vivienda, seguridad social”, etcétera. En Colombia, las socie- 
dades anónimas que poseen inmuebles rurales deben tener 
acciones solamente nominativas y comunicar cualquier tras- 
paso de las mismas a un Registro especial de Superintendencia 
de sociedades anónimas. La investigación administrativa 
determinará si por ese medio se pretende disfrazar la con- 
centración excesiva de la propiedad territorial. 


Por su parte, en la Constitución de Ecuador se dice que: 
“el Estado garantiza la propiedad de la tierra directa y 
eficazmente trabajada por sus propietarios”. Asimismo, se 
indica que: “se proscribe el acaparamiento de la tierra y el 
latifundio; se propenderá a la integración de las unidades 
de producción y a su concentración, mediante la elimina- 
ción del minifundio; que se estimula la producción comuni- 
taria y cooperativa y que se organiza y fomenta la coloniza- 
ción para ampliar la frontera agrícola, a fin de obtener el 
reasentamiento equilibrado de la población en el territorio 
nacional”. Esto significa que se prioriza el factor poblador 
sobre cualquier otro...” 


“Quisiera seguir refiriéndome a la legislación compara- 
da, porque esto no es ocurrencia solamente de nosotros o 
de alguno de nuestros antecesores. 


Precisamente, la Constitución de México, en su artículo 
27 dice que “la propiedad de las tierras y aguas comprendi- 
das dentro de los límites del territorio nacional correspon- 
de, originalmente, a la Nación”. Mas adelante agrega que 
la Nación tendrá, en todo tiempo, el derecho de imponer a 
la propiedad privada las modalidades que dicte el interés 
público. Además, deberá regular el beneficio social; el 
aprovechamiento de los elementos naturales susceptibles 
de apropiación, con objeto de hacer una distribución equi- 
tativa de la riqueza pública; cuidar de su conservación; 
lograr el desarrollo equilibrado del país y mejorar las con- 
diciones de vida de la población rural y urbana. A tales 
efectos, se dictarán las medidas necesarias para ordenar los 
asentamientos humanos.” 


“ ..En Gran Bretaña, las acciones deben ser siempre 
> p 
nominativas, salvo alguna excepción. 


Las sociedades con acciones al portador en explotacio- 
nes de este tipo están prohibidas, entre otros, en los si- 
guientes países: España, Grecia, Italia, Mónaco, Noruega y 
Suecia. Es decir que esto responde a iniciativas de muchos 
países y no es una ocurrencia de los Legisladores del año 
1967, ni es hoy una antigualla, ya que estos países los 
mantienen.” 
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Insistimos “en ratificar lo que se dijo hace 30 años” y lo 
que aun esta vigente “priorizar al productor, al hombre, 
sobre el producto.... A mi entender, el mantenimiento del 
régimen legal vigente no va a jugar el rol poblacional, 
porque no se va a cumplir si se permite que por el mundo 
circulen papeles vendiendo la tierra uruguaya. Si en países 
de Europa y en las Bolsas o centros financieros de distintos 
lugares, la tierra uruguaya se vende a través de papeles, 
aquí, donde el suelo es la principal fuente generadora de 
divisas, debemos conocer quiénes son sus propietarios. 
Debemos conocerlos a los efectos de defender la riqueza 
nacional y lograr su mejor aprovechamiento.” 


Recordemos que en estos últimos años se han encontra- 
do inconvenientes para identificar bienes de los hermanos 
Rhóm al igual que los Peirano, autores de maniobras delictivas 
en algunos de los principales bancos del país, en virtud de 
que sus bienes revisten la forma jurídica de titularidad por 
el régimen de sociedades con acciones al portador. 


“El régimen existente, pues, además de los inconvenien- 
tes históricamente citados, aparece ahora como elemento 
encubridor de delincuentes.” 


Susana Dalmás, Lucía Topolansky, 
Mónica Xavier, Margarita Percovich, 
Víctor Vaillant, Eleuterio Fernández 
Huidobro, Eduardo Lorier, Leonardo 
Nicolini, Jorge Saravia, Alberto Cid, José 
Korzeniak, Alberto Couriel, Rodolfo Nin 
Novoa, Eduardo Ríos, Enrique Rubio, 
Rafael Michelini. Senadores.” 


19) MARCOS OSCAR VELASQUEZ VIDAL. PENSION 
GRACIABLE 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta del resultado de la 
votación correspondiente a la pensión graciable a conceder 
al señor Marcos Oscar Velásquez Vidal. 


SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
Han sufragado 31 señoras y señores Senadores: 30 lo han 


hecho por la afirmativa y 1 por la negativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consecuencia, el resultado 
es: 


-30en31.Afirmativa. 

Léase el artículo 2*. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“ARTICULO 2”.- La erogación resultante, será atendida 
por Rentas Generales” 
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SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-24en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


20) SEÑORA ADELINA PEREZ. PENSION GRACIABLE 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el proyecto 
de ley por el que se concede una pensión graciable a la 
señora Adelina Pérez. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N*357/05 
Rep. N* 155/05 


CAMARA DESENADORES 


Comisión de Asuntos 
Laborales y Seguridad Social 


PROYECTO SUSTITUTIVO 


Artículo 1”.- Concédese una pensión graciable a la 
señora Adelina Pérez, equivalente a cuatro bases de pres- 
taciones y contribuciones. 


Artículo 2*.- La erogación resultante será atendida por 
Rentas Generales. 


Sala de la Comisión, a 13 de Octubre de 2005. 


Susana Dalmás, Miembro Informante; 
Francisco Gallinal, Gustavo Guarino, 
Julio Lara Gilene, Eduardo Lorier, Jorge 
Saravia. Senadores. 


CAMARA DESENADORES 


La Cámara de Senadores de la República Oriental del 
Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguiente 


PROYECTODELEY 


Artículo 1”.- Concédese una pensión graciable, a la 
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señora Adelina Pérez, equivalente a cuatro salarios míni- 
mos nacionales. 


Artículo 2”.- La erogación resultante será atendida por 
Rentas Generales. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 4 de octubre de 2005. 


Beatriz Argimón 
1? Vicepresidenta 


Marti Dalgalarrondo Añón 
Secretario. 


PODER EJECUTIVO 


Ministerio de 
Educación y Cultura 
Ministerio de 
Economía y Finanzas 


Montevideo, 5 de abril de 2002. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General, 
Don Luis Hierro López. 


Señor Presidente: 


El Poder Ejecutivo tiene el alto honor de dirigirse a ese 
Cuerpo, con el objeto de someter a su consideración el 
adjunto proyecto de ley, por el que se concede una pensión 
graciable a favor de la señora viuda del pintor Day Man 
Antúnez, Adelina Pérez. 


La señora Pérez, está atravesando una difícil situación 
económica que le ha privado, entre otras cosas, de tener 
cobertura médica para ella y su familia, a la que ha debido 
sustentar con su exclusivo esfuerzo, desde que en 1991 
falleciera su marido. 


Su marido perteneció al taller del maestro Torres García, 
siendo discípulo directo del maestro. Su trayectoria como 
muralista es muy reconocida en nuestro país. Llevado por 
su inquietud artística viajó por Europa, Egipto y América, 
volcando sus conocimientos en el ejercicio de la docencia 
en diversos institutos del interior y en su propio taller. 


Desde 1962, pintó en Durazno, Paysandú y Salto, desa- 
rrollando su teoría en murales de diversas dimensiones y 
junto a su maestro y otros compañeros de taller, realiza el 
mural “Ciudad” que se encuentra en el tercer piso del 
Hospital Saint Bois. En su andar por el interior, realizó otros 
murales, por ejemplo, en el Centro Social de Sarandí Grande, 
Escuela Hospital de Paysandú y, junto a su esposa, otros 
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cinco murales en el Hotel Puerto de Punta del Este, creando 
en 1972, el constructivismo disociado. Hoy en día sus 
murales son reconocidos como Patrimonio Cultural. 


Esta solicitud, cumple perfectamente con los requeri- 
mientos del artículo 1? y el literal C) del artículo 2* de la Ley 
N* 16.301, y constituye además una respuesta a la difícil 
situación particular que vive la peticionante, por lo que 
consideramos de estricta justicia, el otorgamiento de la 
pensión graciable solicitada. 


El proyecto de ley, en su artículo 1”, establece el nombre 
del beneficiario, así como el monto de la pensión. En el 
artículo 2%, se establece que la erogación resultante, será 
atendida por Rentas Generales. 


El Poder Ejecutivo, saluda al señor Presidente de la 
Asamblea General con su más alta consideración. 


JORGEBATLLEIBAÑEZ, Presidente de 
la República; Antonio Mercader, Alberto 
Bensión. 


PROYECTODELEY 


Artículo 1”.- Concédese una pensión graciable, a la 
señora Adelina Pérez, equivalente a cuatro salarios míni- 
mos nacionales. 


Artículo 2”.- La erogación resultante, será atendida por 
Rentas Generales. 


Montevideo, 5 de abril de 2002. 


Antonio Mercader, Alberto Bensión.” 


SEÑOR PRESIDENTE.-Léase el proyecto de ley. 
(Se lee) 
- Repártanse las bolillas de votación. 


(Así se hace.) 


21) OPERACION “ANTARKOS XXIP” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
cuya urgencia fue votada: “Proyecto de ley por el que se 
autoriza la salida del país del Buque ROU 26 Vanguardia”, 
su Plana Mayor y su Tripulación.” 


(Antecedentes:) 
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“Carp. N*375/05 
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La Cámara de Representantes de la República Oriental 
del Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguiente 


PROYECTO DELEY 


Artículo Unico.- Autorízase la salida del país de la Plana 
Mayor y Tripulación del Buque ROU 26 “Vanguardia”, a 
efectos de realizar la Operación “Antarkos XXII”, entre el 
17 de noviembre y el 20 de diciembre de 2005, efectuando 
escalas en los puertos de Ushuaia (República Argentina) y 
Punta Arenas (República de Chile). 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 3 de noviembre de 2005. 


Nora Castro 
Presidenta 


Marti Dalgalarrondo Añón 
Secretario. 


PODER EJECUTIVO 


Ministerio de 

Defensa Nacional 
Ministerio del Interior 
Ministerio de 
Relaciones Exteriores 


Montevideo, 20 de octubre de 2005. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General 
Don Rodolfo G. Nin Novoa. 


El Poder Ejecutivo cumple en remitir el adjunto proyecto 
de ley, conforme con lo dispuesto en el numeral 12) del 
artículo 85 de la Constitución de la República, a efectos que 
ese Cuerpo autorice la salida del país de la Plana Mayor y 
Tripulación del ROU 26 “Vanguardia”, entre el 17 de no- 
viembre y el 20 de diciembre de 2005, a fin de realizar la 
Operación “Antarkos XXII” (Campaña Antártica), efec- 
tuando escalas en los puertos de Ushuaia (República Ar- 
gentina) y Punta Arenas (República de Chile). 


La realización de la Campaña Antártica con el aporte de 
un buque de la Armada, constituye uno de los eventos 
tradicionales dentro de las actividades de nuestra Base 
Antártica. Año a año, la Armada Nacional procura incre- 
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mentar el alistamiento del ROU 26 “Vanguardia”, a fin de 
cumplir en forma óptima la noble misión de dar apoyo 
logístico a nuestros compatriotas en la Base Científica 
“General Artigas”. 


Importantes recursos son asignados al mencionado 
buque, realizándose un gran esfuerzo para mantener el alto 
grado de alistamiento de la tripulación. 


Durante su navegación hacia y desde la Antártida, el 
ROU 26 “Vanguardia” también participa en actividades de 
control de la contaminación y preservación del medio am- 
biente dentro del área operativa. Asimismo, en la Base 
Antártica, la tripulación proporciona apoyo a la investiga- 
ción científica que allí se desarrolla. 


La preparación de una Campaña Antártica requiere de 
importantes coordinaciones con organismos internaciona- 
les y las Armadas de otros países. Debe tenerse presente 
que la presencia de nuestro buque en la Base Científica 
Antártica “General Artigas”, constituye una verdadera 
necesidad para los compatriotas que cumplen su labor a 
miles de kilómetros de nuestra Patria, quienes esperan la 
llegada de las provisiones, equipos y repuestos que les 
permitirán seguir desarrollando su trabajo. 


El medio marítimo permite el transporte hacia y desde la 
Base, de materiales en cantidades y calidades tales que 
hacen imposible su desplazamiento por otros medios a 
costos comparables. 


Por los fundamentos expuestos, se solicita la atención 
de ese Cuerpo al proyecto de ley que se acompaña, cuya 
aprobación se encarece. 


El Poder Ejecutivo saluda al señor Presidente de la 
Asamblea General, atentamente. 


Rodolfo Nin Novoa, Vicepresidente de la 
República en ejercicio de la Presidencia, 
Azucena Berrutti, Reinaldo Gargano, 
José E. Díaz. 


PROYECTODELEY 


Artículo Unico.- Autorízase la salida del país de la Plana 
Mayor y Tripulación del ROU 26 “Vanguardia”, a efectos de 
realizar la Operación “Antarkos XXIT”, entre el 17 de no- 
viembre y el 20 de diciembre de 2005, efectuando escalas en 
los puertos de Ushuaia (República Argentina) y Punta 
Arenas (República de Chile). 


Montevideo, 20 de octubre de 2005. 


Azucena Berrutti, Reinaldo Gargano, 
José E. Díaz.” 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de ley. 
(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Fernández Huidobro. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Señor Presidente: la 
Comisión de Defensa Nacional, por unanimidad, ha resuelto 
tratar sobre tablas el proyecto de ley -quiero recordar que 
ingresó hoy al Senado- venido de la Cámara de Represen- 
tantes, autorizando la salida del país del Buque ROU 26 
“Vanguardia”, que todos los años sistemáticamente con- 
curre al Atlántico Sur para cumplir tareas de abastecimiento 
en nuestra Base Artigas de la Antártida. Hay algunos 
señores Legisladores que, inclusive, opinan que pronto va 
a ser necesaria una ley por la que no se deba pedir este 
permiso vinculado a la Antártida, en tanto entienden que ir 
allíno es salir del país. Pero en este caso, como además hay 
plazos perentorios, sería menester votar esta autorización 
y así lo recomienda la Comisión de Defensa Nacional del 
Senado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar en general el pro- 
yecto de ley. 


(Se vota:) 

-28en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo único.- Autorízase la salida del país de la 
Plana Mayor y Tripulación del Buque ROU 26 “Vanguardia” 
aefectos de realizar la Operación Antarkos XXII, entre el 17 
de noviembre y el 20 de diciembre de 2005, efectuando 
escalas en los puertos de Ushuaia, República Argentina y 
Punta Arenas, República de Chile”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
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-28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunicará 
al Poder Ejecutivo para su promulgación. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado, 
por ser igual al considerado) 


22) SOLICITUD DE VENIA DEL PODER EJECUTIVO 
PARA CONFERIR ASCENSOS AL GRADO DE CA- 
PITAN DE NAVIO, A VARIOS SEÑORES CAPITA- 
NES DE FRAGATA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde pasar a votar el 
régimen de sesión secreta para tratar la solicitud de venia 
para conferir ascensos al grado de Capitán de Navío de la 
Armada Nacional. 


(Se vota:) 

- 28en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consecuencia, el Senado pasa a sesión secreta. 
(Así se hace. Es la hora 17 y 30 minutos) 

(Vueltos a sesión pública) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, se reanuda la 
sesión. 


- Dese cuenta de lo resuelto en sesión secreta. 
SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


La Cámara de Senadores, actuando en sesión secreta, ha 
resuelto conceder las venias solicitadas por el Poder Ejecu- 
tivo para conferir ascensos al grado de Capitán de Navío de 
la Armada Nacional a los siguientes señores Capitanes de 
Fragata: en el Cuerpo General, por el sistema de antigijedad, 
a Rodolfo Cuñarro, Gabriel Vaccarezza y Claudio Machado; 
por el sistema de selección, a Enrique Laborde, Héctor 
Rodríguez, Orlando Mara y Pablo De Marco; en el Cuerpo 
de Ingenieros de Máquinas y Electricidad, por el sistema de 
antigiedad, a José Villar y José Marán; por el sistema de 
selección, a Daniel Puime y Daniel Hauret; en el Cuerpo de 
Aprovisionamiento y Administración, por el sistema de 
antigúedad, a Héctor Buriello; por el sistema de selección, 
a Alvaro Bacqué; en el Cuerpo de Prefectura, Escalafón 
“A”, por el sistema de antigiiedad, a Daniel Sasso y, por el 
sistema de selección, a Ruben Carril, Miguel Fleitas y Enri- 
que Mendoza. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de otras resolucio- 
nes adoptadas en sesión secreta. 


(Se da de las siguientes:) 


SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


La Cámara de Senadores, en sesión secreta, ha resuel- 
to devolver al Poder Ejecutivo, para ampliar antece- 
dentes, la solicitud de venia de destitución de una funcio- 
naria del Ministerio de Salud Pública; conceder la venia 
solicitada por el Poder Ejecutivo para destituir a un funcio- 
nario del Ministerio de Salud Pública y destituir a un fun- 
cionario de la Comisión Administrativa del Poder Legisla- 
tivo. 


23) SEÑORA ADELINA PEREZ. PENSION GRACIA- 
BLE 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta del resultado de la 
votación de la pensión graciable para la señora Adelina 
Pérez. 


SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini)).- 
Votaron 28 señoras y señores Senadores: 25 lo hicieron por 
la afirmativa y 3 por la negativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 2*. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo 2”.- La erogación resultante será atendida por 
Rentas Generales.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 


- 26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado) 
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24) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos, se 
levanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 17 y 46 minutos, presidiendo el 
señor Rodolfo Nin Novoa y estando presentes los señores 
Senadores Abdala, Alfie, Amaro, Antía, Baráibar, Camy, 
Cid, Da Rosa, Dalmás, Fernández Huidobro, Gallinal, Heber, 
Korzeniak, Lapaz, Lara Gilene, Larrañaga, Nicolini, 
Penadés, Ríos, Saravia, Singlet, Topolansky, Vaillant y 
Xavier.) 
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